Comisión de Presupuestos, Versión Taquigráfica que forma 
integrada con la de Hacienda parte del Acta N* 62 


ACTA N” 62 


RENDICIÓN DE CUENTAS Y BALANCE DE EJECUCIÓN PRESUPUESTAL 
EJERCICIO 2016 


Correspondiente a la reunión del día 25 de julio de 2017 


SEÑOR PRESIDENTE (Jorge Pozzi).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 9 y 41) 


—De acuerdo con el artículo 7” del Reglamento de la Cámara de Representantes, la Mesa solicita a la 
Comisión que se revise la versión taquigráfica de la sesión en la que compareció el director de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, doctor Alberto Scavarelli, quien nos ha pedido que se elimine una parte de su 
exposición. 


Concretamente, en el cuarto párrafo de la página 42 del Acta N* 56, hay una frase en la que manifiesta: "No 
quiero entrar en este tema porque mi deber es contestarles a ustedes, que deben tomar la decisión final". Y 
hace referencia a una consulta formulada por la Suprema Corte de Justicia: "¿Qué pasa si queremos tomar a 
alguno de los magistrados que fueron destituidos por temas menores y hoy estamos necesitando magistrados? 
Tengo por escrito esa consulta. Y era un funcionario judicial que tenía una omisión y, hoy, es un profesional 
del derecho que tiene cierta relevancia". 


El doctor Scavarelli está pidiendo que se elimine esa parte de la versión taquigráfica. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Sin ánimo de introducirme en terrenos que no me corresponden, ni de coartar la 
expectativa de la visita -en este caso el doctor Scavarelli- en el sentido de corregir la versión taquigráfica, 
creo que este tipo de correcciones proceden cuando hacen referencia a aspectos de carácter formal o a 
situaciones en que se entiende que los dichos no recogen fielmente el pensamiento de quien se manifiesta en 
cada caso. 


En esta oportunidad, yo estaba presente, y es notorio que el doctor Scavarelli dijo lo que dijo. El problema es 
que esos dichos están referidos a un asunto que despertó polémica pública y en el ámbito de la Comisión, y 
que con posterioridad dieron lugar a planteos concatenados por parte de legisladores del gobierno y de la 
oposición. Recuerdo, por ejemplo, que el diputado Penadés hizo un planteo específico referido a esa reflexión 
del doctor Scavarelli. Entonces, me parece que si entramos a revisar, habría que revisar eso y muchas cosas 
más y podría ser un terreno peligroso. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- El mismo día en que mantuvimos ese intercambio con el doctor Scavarelli, yo 
hice declaraciones a El Observador tomando sus manifestaciones, y fueron publicadas. Al otro día este medio 
de prensa tomó la versión taquigráfica y volvió sobre el tema; y cuando lo hace, se produce el desmentido, la 
declaración de la Suprema Corte de Justicia. Entonces, si uno hiciera desaparecer esa parte de la versión, todo 
lo demás quedaría en el aire, sin sentido, mal dicho. Para algo está la versión taquigráfica. 


Después, el doctor Scavarelli se corrigió; y yo creo que eso es lo que hay que poner: su corrección al lado de 
lo que dijo, si no, nada tiene sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa simplemente hizo el planteo: si no hay acuerdo, la versión taquigráfica 
quedará tal cual está; no da para más polémica. 


(Apoyados) 


Hay otra solicitud, que hace el presidente de la Corte Electoral, relativa a la versión taquigráfica de la 
sesión en la que compareció ese organismo. Concretamente, se solicita la eliminación de una frase que figura 
en el último párrafo de la página 45 del Acta N* 57: "aprobada por la Corte Electoral". 

(Diálogos) 


Se va a votar. 


(Se vota) 


Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Antes de recibir a la delegación, planteo formalmente a todos los sectores políticos que es preciso que 
nombren a los compañeros que puedan trabajar en el capítulo de subsidios y subvenciones junto con la señora 
diputada Irene Caballero -que tiene toda la información-, porque si bien pensábamos que no iba a haber 
ningún dinero para complementar algunas cosas, de acuerdo con la información que mandó la Contaduría 
General de la Nación -y de algún criterio que estuvimos mirando desde la presidencia con algún compañero- 
surge la posibilidad de repartir algún dinero entre organizaciones que lo han estado solicitando. Por tanto, 
procedería que en el correr de la sesión del día de hoy, vayamos nombrando algunos compañeros para esta 
tarea. 


(Ingresan a sala autoridades del Ministerio de Desarrollo Social) 


La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda da la bienvenida a una delegación del Ministerio 
de Desarrollo Social, integrada por la ministra, maestra Marina Arismendi; la subsecretaria, profesora Ana 
Olivera; la Directora General de Secretaría, economista Graciela Mazzuchi; la Directora de la Unidad de 
Información y Comunicación, licenciada Malena García; el Director del Instituto Nacional de Alimentación, 
doctor Gerardo Lorbeer; el Director de Uruguay Crece Contigo, magíster Pablo Mazzini; la Directora del 
Instituto de la Mujer, licenciada Mariella Mazzotti; el Director Nacional de Evaluación y Monitoreo, 
licenciado Juan Pablo Labat; el Director Nacional de Promoción Sociocultural, señor Federico Graña; el 
Director del Instituto Nacional de la Juventud, licenciado Federico Barretto; el Director Nacional de Gestión 
Territorial; señor Mauricio Guarinoni; la Directora Nacional de Protección Integral, señora Mayra Aldama, y 
el Secretario Nacional del Sistema de Cuidados, licenciado Julio Bango. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Como ustedes saben, el Mides tiene distintas áreas y 
direcciones de trabajo. El año 2016 fue muy importante ya que, al entrar en vigencia la ley presupuestal, una 
serie de unidades de otros ministerios pasaron formalmente a funcionar en el Ministerio de Desarrollo Social. 


En primer lugar, queremos decir que los resultados de 2016 los presentamos de acuerdo a los tres ejes 
estratégicos que ya habíamos planteado tanto en el presupuesto quinquenal como en la rendición de cuentas 
de 2015: el Sistema Nacional Integrado de Cuidados, la promoción y protección integral a la vulnerabilidad 
en clave de género y derechos humanos -es decir, los derechos vulnerados que aún están pendientes- y el 
apoyo a los procesos de descentralización. Este último eje es fundamental porque el Ministerio de Desarrollo 
Social trabaja en todo el territorio. Obviamente, después vamos a hablar de la ejecución financiera y de los 
artículos presentados, que son pocos. 


Con respecto al Sistema Nacional Integrado de Cuidados, se sentaron las bases legales para su 
funcionamiento. En 2016 se aprobaron ocho decretos reglamentarios que conforman su institucionalidad y 
que tienen que ver con la Junta Nacional de Cuidados, la Secretaría Nacional de Cuidados, el Comité 
Consultivo de Cuidados, la Teleasistencia Domiciliaria, los Centros de Larga Estadía, su trabajo junto con el 
Ministerio de Salud Pública y la modificación vinculada a los asistentes personales. Con respecto a este 
último punto, les recuerdo -porque por ustedes pasan muchos asuntos y a veces no se puede estar lo 
suficientemente atento a todo; es abrumador todo lo que sucede- que en el quinquenio anterior teníamos un 
piloto, y por decreto de 2016 se modificó el sistema de asistentes personales. Los otros decretos 
reglamentarios tienen que ver con el catálogo de definiciones del sistema, con la formación privada en 
cuidados y con los asistentes personales. Estos ocho decretos reglamentarios de la ley de cuidados están a 
disposición de todos los señores diputados en la página web del Ministerio, por si necesitan refrescar de qué 
se trata. 


En cuanto a la primera infancia, parte fundamental del Sistema Nacional Integrado de Cuidados, el gobierno 
tiene un Plan Nacional de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia. Es la primera vez que tenemos un plan 
al respecto, lo que se ha destacado como fundamental para la tercera etapa del Mides; no solo este tema es 
importante para el Mides. Hay que poner el centro en la primera infancia. Hay 7.341 niños de cero a tres años 
en los servicios de educación y cuidados en los años 2015 y 2016. Asimismo, existe un aumento de la 
cobertura del INAUÚ. En la documentación figuran 3.819 niños, pero son más; o sea que hay un incremento de 
la cobertura. También se inauguraron treinta y nueve CAIF y se ampliaron cuarenta y uno. La primera Casa 
Comunitaria de Cuidados en Flores es una forma alternativa, que tiene la misma o mejor calidad. Está 
destinada fundamentalmente a los más pequeños: a los bebes y a los niños de uno y dos años. Hay 3.122 
niños de tres años que ingresaron a jardines de la ANEP. Nosotros nos proponemos que ingresen 8.000. Al 
terminar el período, aspiramos a que haya una oferta universal para todos los niños y niñas de tres años. 


¿Por qué jardinera en primaria? Esta es una pregunta que nos hacen en muchos lados, sobre todo a lo largo y 
ancho del país, en esos consejos abiertos donde recibimos delegaciones, donde algunas familias y 
organizaciones sociales plantean la preocupación. Nos preguntan por qué jardinera debe estar en la escuela. 
Yo respondo que por la misma razón que durante décadas y décadas la clase jardinera estaba en la escuela: no 
por una razón conceptual, psicológica, pedagógica o didáctica, sino por una razón práctica. Si vamos a los 
viejos maestros, a los iniciadores como Froebel y María Montessori, a todos los que trabajaron en el siglo 
XIX y XX acerca de los temas de la primera infancia, a los que hicieron descubrimientos y avanzaron, que 
fueron los precursores, advertimos que los niños tres años no tienen que escolarizarse; ni de cuatro ni de 
cinco años. Lo ideal es tener jardines de tres, cuatro y cinco años. Antes estaba el jardín María Stagnero de 
Munar, conocido por todos nosotros durante muchísimas décadas de existencia, pero la famosa clase 
jardinera de las escuelas pasó a estar en la escuela por una razón práctica. Inclusive, hoy hemos eliminado el 
término "preescolar"; sabemos que se trata de educación inicial. Esto no es un cambio de nombre; es un 
problema de concepción. 


Estamos trabajando desde el Consejo de Educación Primaria e Inicial, desde el Ministerio de Educación y 
Cultura y desde el Sistema Nacional Integrado de Cuidados. A futuro, trabajaremos en la especialización de 
la primera infancia. En una época había especialización en preescolares. Hoy, necesitamos entender que en la 
primera infancia se trabaja de una manera especial y que hay que capacitarse y formarse como profesional, 
que no es lo mismo que ser maestra común. 


Actualmente, cuatrocientos niños ingresaron por las becas de inclusión socio-educativa. Me refiero a aquellos 
niños o niñas a los que se les detecta que necesitan acompañamiento, promoción, estimulación oportuna, 
estimulación psicomotriz, estimulación desde el punto de vista cognitivo, de los vínculos sociales, que no 
tienen cupo en los CAIF de los alrededores de donde viven o ni siquiera existe un CAIF en la localidad -hay 
localidades en las que todavía no hay CAIF; los habrá- o algo similar. Por eso estamos trabajando con las 
Casas Comunitarias de Cuidado. Nosotros becamos -hablo de la beca de inclusión social- al niño o a la niña 
para que pueda concurrir al jardín de infantes o a la casa cuna, previa habilitación y sabiendo que cumple con 
las garantías que fiscaliza el MEC. Entonces, ese niño o niña va al jardín privado con la beca del Sistema 
Nacional Integrado de Cuidados. Actualmente, tenemos 400 niños y niñas en esas condiciones. Es eso que les 
aparece en los medios cuando se confunde y se dice que se adjudicó de manera directa a setenta 
organizaciones. No; estamos adjudicando mucho más. Ahora, estamos adjudicando cuatrocientas becas en 
distintas instituciones que son fiscalizadas y orientadas. Además, desde nuestro punto de vista, cumplen una 
función muy importante: el niño o la niña se incluye, se integra con otros niños y niñas que no 
necesariamente son de nivel socioeducativo bajo ni socio económico bajo. El ideal es que todos los niños y 
niñas estén juntos y compartiendo, vengan de donde vengan, sin distinción de sectores sociales. 


En cuanto a las licencias prenatales 2016 ustedes ya las conocen. No tengo por qué hablar de la Ley 

N* 19.161 porque la votaron ustedes, que es para los trabajadores de la actividad privada. También hablamos 
de la extensión a catorce semanas de licencia maternal posparto. Las trabajadoras autónomas fueron incluidas 
en el decreto reglamentario. Podemos citar la extensión a diez días de licencia paternal posparto -más tres 
días para los trabajadores dependientes- y la extensión del subsidio de cuidado de medio horario hasta los 
seis meses de vida del niño o la niña, transferible entre padre y madre. Esto es muy importante y aspiramos a 
que vaya a más. Hoy, todavía, la mayoría son madres. Aspiramos a que haya cada vez más la concepción de 
corresponsabilidad, el disfrute por parte de los padres, de los varones, de poder criar a sus hijos, de generar 
vínculos; ese es parte del interés que tenemos. Cuando logremos los objetivos que queremos, es decir, que el 
padre o madre tomen estas licencias, seguramente necesitemos más dinero porque la brecha entre mujeres y 


varones desde el punto de vista económico hace que sean más caras las licencias para los varones. Sin 
embargo, aspiramos a gastar más, a que más padres varones sean parte de la crianza de los niños y de las 
niñas para que puedan tomar su licencia paternal. 


Por otro lado, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ha incluido este elemento en las mesas de 
negociación, aunque todavía no se logró todo lo que queremos. En las negociaciones se incluyen estos temas 
porque son parte, no solo del salario sino de las condiciones de trabajo de los trabajadores y trabajadoras en 
lo privado y en lo público. Por ejemplo, el Mides tiene becas para sus trabajadores y trabajadoras, para sus 
niños y niñas menores de tres años, ahora de cuatro años. Vamos a ser parte del Sistema Nacional Integrado 
de Cuidados como una manera de que los padres y madres trabajen tranquilos sabiendo que sus niños y niñas 
están bien atendidos. 


Otra de las líneas de trabajo importantísima del Sistema Nacional Integrado de Cuidados son las personas en 
situación de dependencia. Al día de hoy, tenemos 5.149 personas en situación de dependencia severa en 
condiciones de acceder al programa, de las cuales 2.364 son usuarios activos a abril de 2017; nos 
adelantamos un poquito. Siete de cada diez cuentan con el subsidio total, incluyendo licencia y salario 
vacacional. ¿Qué quiere decir esto? Como ustedes recordarán, se establecieron franjas porque había personas 
que necesitaban el 100% de la prestación. En esos casos, debido a su nivel socioeconómico, el Estado debe 
pagar toda la prestación para cumplir con todos los derechos. Hay un 30% que tiene franjas: se paga la mitad, 
un tercio o nada. ¿Qué es lo importante? Que ya tenemos doscientos cincuenta acreditados por el MEC, con 
certificado por haber sido capacitados, y están en un registro. Entonces, si yo necesito un asistente personal 
para un familiar puedo pedirlo. En el caso de mi sueldo, seguramente, sea cero el aporte del Estado. El 
Sistema Nacional Integrado de Cuidados no me va a pasar ningún dinero. De todos modos, puedo elegir del 
registro la persona capacitada, la que me indicará a quién puedo recurrir en el barrio. Así, se establece esa 
relación, el binomio, entre el asistente personal y la persona a cuidar. 


Se lanzó el servicio de teleasistencia para personas en situación de dependencia leve y moderada, y diez 
empresas se presentaron al trámite de registro. Se espera que 3.200 puedan usar este servicio durante este 
año. Se hizo la reglamentación nueva -algo que ya hablamos cuando discutimos el presupuesto- para regular 
la inspección de los centros de larga estadía para personas mayores, antes conocidas como casas de salud. 


Estamos trabajando con todas las intendencias y municipios del país a fin de implementar los primeros 
centros diurnos del Sistema Nacional Integrado de Cuidados. Me refiero a los centros donde uno puede dejar 
a su familiar cuando va a trabajar, con una mejor calidad de vida que retrase su deterioro, para que pueda 
hacer actividades, estar estimulado, etcétera. En esto juegan un papel importante las intendencias y los 
municipios. Nosotros somos unos convencidos -como van a ver en el segundo o tercer eje- de que el trabajo 
en el territorio se tiene que hacer con los tres niveles de gobierno. Cuando asuma el Intendente Falero, en el 
Congreso de Intendentes vamos a firmar un importante convenio con todas estas cosas -y otras- porque 
queremos dar jerarquía a todo esto. Al intendente también le pareció bueno que el día de su asunción 
concretáramos la firma. Eso demuestra cómo el Congreso de Intendentes, el Poder Ejecutivo y el plenario de 
municipios -estamos trabajando con la mesa del plenario- pueden interactuar -como lo hacemos- de manera 
fluida en casi todo el territorio nacional. 


En cuanto a la formación, están trabajando el Inefop y el Centro de Formación y Estudios del INAÚ. Se está 
atendiendo la carrera de maestro en primera infancia en el Cenfores. En mis épocas, antes de la dictadura, 
preescolares era un posgrado. Terminábamos como maestros comunes y se hacía un posgrado en distintas 
cosas; una de ellas era preescolar. Ahora, porque la ciencia avanzó y porque hay una cantidad de elementos 
nuevos, se está trabajando para que la carrera de primera infancia se desarrolle en el Cenfores. La oferta 
formativa va a ser mayor. Estamos pensando en aproximadamente 4.000 puestos de trabajo, en lo que hace a 
asistentes personales. 


Pondré un ejemplo pequeñito, pero que para nosotros es de mucho orgullo: en la localidad de Castro, en el 
departamento de Flores, tenemos nueve niños que están en una casa comunitaria de cuidados. Es una 
vivienda que otorgó Mevir, sobre la que la Intendencia hizo un arreglo fantástico, con el apoyo de los 
vecinos. Está bajo la dependencia de INAU, como corresponde. Allí trabajan tres personas de la localidad, 
que fueron capacitadas por Cenfores y que son controladas y seguidas por el INAU y por el Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados. ¿Qué quiere decir esto? Que son mamás -la maestra, la policía, la capataza-, que 
tienen sus niños cuidados mientras van a trabajar. Son cien las personas que habitan la localidad de Castro, y 


hay tres nuevos puestos de trabajo, formales, de calidad, certificados, con aportes, con nuevas capacitaciones 
a futuro. Estas tres mujeres ahora tienen un trabajo formal y digno. 


El segundo eje estratégico, que podría ser el primero o el tercero, según el orden en que los presentemos, es 
lo que llamamos Promoción y Protección Social Integral a la Vulnerabilidad en Clave de Género y Derechos 
Humanos. La Dirección se llama Protección Integral. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Sin ánimo de alterar la exposición de la señora ministra, me gustaría hacer 
algunas preguntas sobre lo que se ha venido planteando. 


SEÑOR GROBA (Óscar).- Una vez culminada la exposición sobre cada eje podríamos, si la señora ministra 
está de acuerdo, hacer las preguntas relativas a cada uno de ellos. De lo contrario, se podría hacer una 
presentación general, para luego hacer las diferentes preguntas. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Yo terminé mi exposición sobre el primer eje. El 
director del Sistema Nacional Integrado de Cuidados puede agregar muchísimas cosas más. Formular las 
preguntas ahora puede ayudar muchísimo, partiendo de la base de que este eje estratégico no es solo del 
Mides, sino del Gobierno Nacional. Este eje tuvo un quinquenio anterior de prueba, de pilotaje, de 
sistematización de experiencias. Creo haber sido breve, para lo que puedo llegar a ser, así que se podría dar 
lugar a un espacio de preguntas. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Como corresponde, doy la bienvenida a la señora ministra o me sumo a la que el 
señor presidente ha dado a toda la delegación, cuando ha introducido el tema. 


Quiero hacer preguntas con relación a números, a cifras y a resultados, que es lo relevante en esta instancia, 
más allá de cualquier valoración subjetiva en el sentido que sea. 


La señora ministra nos ha dado abundante información en esta primera parte, que valoramos mucho. Tal vez 
por el flujo intenso de datos alguno se me haya escapado, y pido disculpas si pido alguna precisión sobre algo 
que ya se dijo. 


He intentado cotejar estos números con los que se dieron el año pasado, y quiero consultar sobre aspectos, 
programas o contenidos principales del Sistema Nacional Integral de Cuidados, que son los que la señora 
ministra ha venido desgranando. 


En primer lugar, con relación al plan de primera infancia, el año pasado se nos dijo que el propósito era 
construir durante el período algo así como 140 nuevos centros, de los cuales 80 -según se nos dijo- serían 
construidos por administración directa y 60 por el régimen de PPP, experiencias mixtas de participación 
público-privadas. 


También se nos dijo que el objetivo en el período era alcanzar, además de la universalización a la que ya ha 
hecho referencia la señora ministra, una cobertura que llegara aproximadamente a los 70.000 niños 
incorporados al sistema. Me gustaría recibir alguna precisión en cuanto a la ratificación de estos objetivos y a 
cómo estamos caminando hacia ellos. 


En segundo término, en lo que tiene que ver con los ciudadanos que padecen dependencia severa, para los 
que el sistema ha resuelto destinar asistentes personales, y por supuesto nos parece bien, el año pasado se nos 
informó que este beneficio lo recibían algo más de 1.000 personas, a las que se agregaban las que el sistema 
heredó -por decirlo groseramente- del servicio de asistencia y acompañantes que existía con anterioridad en 
el Banco de Previsión Social. Esa asistencia inicial estaba dedicada a un público objetivo que se situaba en 
los mayores de ochenta y cinco años y en los menores de veintinueve años con alguna forma de discapacidad. 
También se nos dijo que el propósito era que en este año 2017 se extendiera este beneficio de asistentes 
personales a las personas con más de ochenta y menos de ochenta y cinco años, en función del objetivo 
anterior. Quiero saber en qué estamos, si hemos ido avanzando en esa dirección, cuántos asistentes personales 
están trabajando o brindando servicios de cuidado y, sobre todo, cuántos beneficiarios en condición de 
vulnerabilidad están recibiendo esta asistencia por parte del Estado. 


En el caso de la dependencia moderada, que es donde aparece el mecanismo de la teleasistencia, la señora 
ministra dijo que se llamó a licitación. No sé si se contrató a una o varias empresas. El objetivo era que en el 


segundo semestre del año pasado este servicio estuviera en marcha, llegando a sus legítimos destinatarios. 
Advierto, si no entendí mal, que la señora ministra ahora dijo que eso empezaría a ocurrir el próximo año. No 
sé si entendí bien. Pregunto cómo son los tiempos y en qué momento el servicio de teleasistencia estará 
vigente para las personas que califican para obtenerlo. 


Sobre las casas de cuidado comunitario, no me quedó claro cuántas están en marcha y cuántas en vías de 
ponerse en marcha. Si no entendí mal, la señora ministra hizo referencia a una en el departamento de Flores. 
Me gustaría recibir alguna precisión al respecto. 


Finalmente, hay un programa, aunque no sé si se llama así, para el subsidio de alojamiento. Lo traigo a 
colación porque la señora ministra no lo mencionó. Me consta que para las autoridades era una parte muy 
importante del Sistema Nacional Integrado de Cuidados; por lo menos, el año pasado, cuando se vino a 
Comisión, se puso mucho énfasis en la posibilidad de que se pagara la diferencia, en aquellos casos en los 
que, desde el punto de vista socio-económico, se justificara financiar el alojamiento en hogares de 
acogimiento, etcétera. También pediría algún dato en cuanto a si se ha avanzado en ese sentido, como el año 
pasado se anunció. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Me llamó la atención estas cuatrocientas becas del Estado que se 
utilizan en jardines privados. Quisiera saber si es algo circunstancial, porque se está tratando de cubrir una 
necesidad que se dio por la puesta en funcionamiento de los planes y a efectos de que no quede nadie por el 
camino, o si es una política que se considera estratégica para usar un término que hace años está de 
moda- y se va a seguir transfiriendo dinero del Estado a instituciones privadas, que si bien no forman parte de 
la educación formal -lo tengo clarísimo- son primas hermanas. 


SEÑOR BANGO (Julio).- En cuanto a las preguntas del diputado Abdala, sobre las metas en infancia, 
efectivamente para el 2020, en términos de cobertura, comprenden a 28.000 niños y niñas de cero, uno, dos y 
tres años, utilizando distintos mecanismos para ello: los centros CAIF, los CAPI -Centros de Atención a la 
Primera Infancia de INAU-, las becas de inclusión socioeducativa, las casas comunitarias de cuidado y los 
centros entre sindicato y empresa. Con esos instrumentos vamos a cubrir la meta establecida en bebés, uno y 
dos años. 


En el caso de las niñas y niños de tres años, vamos a utilizar el instrumento de los jardines de la 
Administración Nacional de Educación Pública. 


¿En qué estamos en este momento en cuanto al cumplimiento de las metas? En términos de número de niños, 
que es lo que más nos importa -porque los instrumentos o la obra física deben estar en función de los 
objetivos que tenemos de accesibilidad de las niñas y niños a los servicios de calidad-, estamos en el 32% de 
la meta. Estamos pasando los 8.500 niños y niñas. En particular, en el caso de los niños y niñas de tres años, 
estamos alrededor del 54% de la meta cumplida. Si seguimos en este ritmo, cumpliendo con los objetivos 
trazados -cuando digo nosotros no estoy hablando del Ministerio de Desarrollo Social, sino de la 
Administración Nacional de Educación Pública-, seremos el primer país de América Latina y uno del mundo 
que va a tener garantizada la oferta universal de servicios de cuidado infantil de tres años. Es decir que si 
cumplimos la meta en 2020, cualquier padre o madre en el Uruguay -si quiere, porque es un acto voluntario- 
va a poder llevar a su hijo a un servicio de cuidado infantil a los tres años. 


La meta inicial en cuanto a centros CAIF era de 140, para cubrir todos los niños. No importa si vamos a 
hacer 138, 140 o 152 CAIF; el tema es si vamos a incluir a todos los niños que pretendemos. Se han creado 
132 centros CAIF entre 2015 y 2016, y se han hecho 41 ampliaciones. A diciembre de este año estamos 
pensando lanzar 20 licitaciones más para nuevos centros que vamos a construir entre 2018 y principios de 
2019. Estamos trabajando para llegar a la meta. Hay una parte de la cobertura que se resuelve por la vía del 
mecanismo de la participación público privada. En diciembre se hizo la primera licitación público privada 
para 44 jardines de ANEP y 15 centros CAIF. Se presentaron empresas y está corriendo el plazo. Como el 
país está innovando en la construcción e infraestructuras educativas por esta vía se prevé que el proceso 
llegue hasta 2020. En caso de que se llegara a 2021, el próximo gobierno podrá contar con un activo en la 
ejecución lo que se haya implementado desde esta Administración. 


En setiembre vamos a lanzar una segunda licitación para completar la cantidad de centros previstos construir 
por esa vía. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Solicito un dato aclaratorio con relación a las dos licitaciones a las que ha hecho 
referencia el sociólogo Bango. ¿A cuántos centros CAIF están referidas esas dos licitaciones, a qué apuntan, 
o qué contenido tienen? ¿Están referidas a ampliaciones o a construcción de centros nuevos? 


SEÑOR BANGO (Julio).- Recién dije que la primera licitación es para 15 centros CAIF y 44 jardines y el 
resto es para el complemento. No digo el número porque estamos trabajando en función de los plazos y nos 
gusta concretar la mayor cantidad de licitaciones por la vía tradicional. Si pudiéramos bajar la cantidad de 
centros por PPP en la segunda licitación y realizarlas con los mecanismos habituales del Estado, lo haríamos; 
si no, complementaríamos por ese sistema. La meta sigue siendo 140 centros. Esto está en el informe que 
entregamos a la Asamblea General y distribuimos en los despachos de los diputados, diputadas, senadores y 
senadoras. 


Respecto a primera infancia, casas comunitarias de cuidados, hay una abierta en Juan José Castro, 
departamento de Flores, y este año vamos a abrir entre 10 y 15 en Montevideo, en los Municipios A y G, así 
como en el eje de la Ruta N? 5 y eventualmente en Ciudad del Plata, San José. 


La apertura de una casa de cuidados no es como la de los centros CATF, que se construyen y se ponen los 
recursos humanos; en este caso, es el corolario de un proceso de formalización y formación de personas. 
Buena parte de esas casas comunitarias eran atendidas por personas, la enorme mayoría mujeres, que 
trabajaban en negro, en sus casas, cuidando niños de otras personas del barrio o de la localidad. Nosotros no 
solo estamos armando las casas, sino haciendo un proceso de formalización del trabajo; las hemos estado 
seleccionando y definiendo los espacios físicos para que tengan las condiciones a efectos de brindar un 
servicio de calidad. Los que pasan ese filtro son formadas y se abre la casa comunitaria de cuidado. Por eso, 
hay que entender que en la creación del servicio hay por lo menos dos procesos que se están dando en 
paralelo y que son absolutamente relevantes para el país. Estos tienen que ver con la calidad, con la 
formalización del empleo y con la formación de los recursos humanos de que disponemos para el cuidado 


Entonces, cuando vean la inauguración de una casa comunitaria de cuidado, estamos hablando del corolario 
de ese proceso, que es distinto a abrir un jardín, un CAIF o un CAPI. Esa es la meta prevista para este año. 


No es pensable que la evolución de la apertura sea la misma; ahora, la evolución en el proceso de apertura va 
a aumentar considerablemente porque hay una masa de gente que está formada y eso va a permitir abrir ipso 
facto decenas de casas comunitarias a la vez. Es distinto a un proceso de licitación. 


Para terminar con primera infancia, vamos a nombrar la beca de inclusión socioeducativa. 


Como bien decía la señora ministra, se trata de cuatrocientas, que se incrementaron; en este momento 
estamos en mil niñas y niños cubiertos por este mecanismo 


¿Cómo opera este mecanismo? En el marco del desarrollo del Mides, tenemos una serie de programas, como 
por ejemplo "Uruguay Crece Contigo" o los programas de cercanía como "Jóvenes en Red", que trabajan con 
las familias. 


Por ejemplo, "Uruguay Crece Contigo" está trabajando con niños, con bebés, haciendo todo el proceso de 
control de salud, las prácticas de crianza con la mamá, con el papá, etcétera, pero se ha detectado que hay un 
niño de 1 o 2 años que no está siendo cubierto por ningún servicio de cuidado infantil. Esa familia no tiene 
los recursos para pagar una mal llamada guardería privada pero, además, no existe una oferta pública en esa 
zona, ya sea de un CAPI, de un CAIF o de un jardín, según las edades. Por tanto, nos informan de esta 
situación y ese niño es becado para que vaya a una guardería privada. Esta es una política que está siendo 
prevista como de auxilio al desarrollo de una oferta pública en materia de cuidados. Se trata de una meta de 
calidad de los servicios algo sobre lo cual, en general, los legisladores y los medios de comunicación no 
preguntan. Es muy importante ingresar a esos niños, pero también es fundamental la calidad con la que son 
atendidos. 


Lo que hemos hecho con las becas de inclusión socioeducativa es atar una política de llegada de aumento de 
la accesibilidad de sectores vulnerables, de familias con niños chicos en situaciones de vulnerabilidad, con un 
incentivo a la mejora de la calidad de estos establecimientos. ¿Cómo lo hacemos? Nosotros caracterizamos 


-cuando digo nosotros me refiero al sistema: esto lo hace el Ministerio de Educación y Cultura- las distintas 
guarderías, las ubicamos en tres zonas, en función de la calidad del servicio que brindan y les decimos: 
"Usted tiene capacidad para tantas becas; usted puede llegar a obtener tantas becas, usted más y usted más"; 
eso, en función de la calidad. 


La política de estímulo es que si esa persona mejora la calidad, que va a ser supervisada por los organismos 
pertinentes, en este caso, por el Ministerio de Educación y Cultura y si, además, se aviene al plan de mejoras 
que hemos lanzado -que se llama Cuidado más Calidad-, donde generamos instrumentos financieros, 
crediticios y programas de formación gratuita para que se formen los recursos humanos, si superan ese 
umbral y pasan a la zona B o a la zona C, entonces, van a tener más número de niños y el valor de la beca por 
niño va a ser mayor. Esta es una forma de incentivar el proceso de mejora de la calidad, que es supervisado 
por el Ministerio de Educación y Cultura en todo el país. 


Hace poco se planteó que había una observación del Tribunal de Cuentas acerca de la contratación de setenta 
de estas guarderías. Nosotros señalamos que hacer una licitación era bastante complejo, porque cuando hay 
un padre en un barrio determinado y la guardería está ahí, es difícil mandarlo al otro extremo de la ciudad. En 
una discusión, en un trabajo conjunto con el Tribunal de Cuentas, logramos llegar a un mecanismo 
administrativo que pudiera superar esas observaciones; y ya estamos firmando y renovando los convenios 
con el nuevo sistema, que cuenta con el aval del Tribunal de Cuentas, logrando cumplir con las normas, más 
allá de que teníamos la prerrogativa legal de reiterar el gasto en función de que creemos que es más 
importante no dejar a los niños sin guardería que la cuestión de la licitación, asegurando la transparencia de 
los procedimientos de cómo se asignaban esos niños a esas guarderías. Por suerte, ya está todo resuelto. 
Estamos trabajando en regla, entre otras cosas, gracias a los esfuerzos del Tribunal de Cuentas, que 
comprendió la situación y trabajó con nosotros para generar nuevos procedimientos administrativos. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Quiero reformular la pregunta. No se me contestó lo que pregunté. 


No puse en tela de juicio ni la pureza de las licitaciones ni si estaba observado por el Tribunal de Cuentas; no 
me referí a eso. Me referí, puntualmente, a si va a ser una política continua la de transferir las becas a jardines 
privados, que ya sé como los controla el Ministerio de Educación y Cultura, eso lo tengo claro. Es decir, si va 
a ser una política permanente o circunstancial. Hice una pregunta muy concreta. Es eso lo que quiero saber. 


Quiero hacerle una aclaración al sociólogo Bango: muchos, hace varios años que estamos preguntando por la 
calidad de la educación y el funcionamiento de todos estos programas. Para nosotros es tan importante la 
calidad como la cobertura; cuando no hay calidad no hay cobertura. 


Quiero saber si para el Mides va a ser una política permanente la transferencia de recursos del Estado a 
instituciones privadas, porque va en el eje fundamental de criterios de funcionamiento en la educación en 
Uruguay. Eso es lo que quiero saber. No estoy emitiendo opinión. 


Gracias. 
SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Le doy la bienvenida a la delegación y pido disculpas por llegar tarde. 
Mi pregunta va orientada a un tema que he planteado siempre que ustedes han venido. 


Estoy absolutamente convencido que una de las excelentísimas tareas que haría el Sistema Nacional de 
Cuidados sería apoyar a las organizaciones de la sociedad civil que ya están organizadas y trabajando con 
personas con diferentes problemáticas como es la discapacidad o el adulto mayor. 


Lo he planteado siempre: esas organizaciones ya están hechas, están funcionando, con tremendas 
dificultades. Muchas veces, viven vendiendo tortas fritas o haciendo algún beneficio hasta para poder pagar 
el BPS de sus funcionarios, pues lo que recaudan no les alcanza. Entonces creo que, ahí, el Sistema Nacional 
de Cuidados tiene una multiplicación por miles de destinatarios, con muy poquitos recursos. Les puedo 
asegurar que esas organizaciones se arreglan con pocos recursos. 


Quería saber si había algún adelanto al respecto, ya que la señora ministra me dijo que estaban trabajando en 
el asunto. 


SEÑOR BANGO (Julio).- Quizás uno no está totalmente informado, pero es bueno saber que al club de 
quienes tenemos la preocupación por la calidad y no solo por la cobertura, se sume gente de todos los 
partidos; precisamente así se asegura la calidad. Bienvenida la expresión de la señora diputada Bianchi Poli, 
quien seguramente desde hace muchos años lo está planteando. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- ¡Exacto! 


SEÑOR BANGO (Julio).- Seguramente, la señora diputada Bianchi en algún momento perdió el hilo de la 
conversación y se distrajo. Si revisa la versión taquigráfica verá que, respondiendo estricta y concretamente a 
su pregunta -antes de hablar de los mecanismos de licitación-, dije que esta es una política subsidiaria de la 
política de construcción de una oferta pública de servicios de cuidado infantil. Y cuando cité el ejemplo, dije 
que cuando en un barrio no hay un jardín, CAIF o CAPL, en general disparábamos este mecanismo para 
asegurar la cobertura. 


Es una política subsidiaria de una política de construcción de oferta pública en el país. Es la respuesta 
concreta que dí y nuevamente reitero. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Cuando hago preguntas soy muy respetuosa. Revisaré la versión 
taquigráfica. 


Ahora sí me quedó claro el término subsidiario. Y normalmente no pierdo el hilo de la conversación, puedo 
ser que tenga alzheimer, pero todavía no lo tengo diagnosticado. 


El tema de que lo subsidiario puede ser parte de un plan estratégico también; simplemente era lo que quería 
me reafirmara. ¡Lo subsidiario siempre puede ser parte de un plan estratégico! ¿Cuándo perdí el hilo? ¡Esta 
otra parte de la pregunta no fue contestada! 


De la misma manera que tengo mucho respeto a las delegaciones que vienen exijo lo mismo, o un poco más, 
porque fuimos votados por la población. 


Gracias. 
SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Quiero hacer dos puntualizaciones. 


En primer lugar, la pregunta de la señora diputada Bianchi nos da pie para insistir en que tenemos muchas 
siglas y es algo que, por lo menos yo, combato porque esas categorizaciones tan extensas se pierden. Ocurrió 
en la respuesta que dio el sociólogo Julio Bango sobre los CAPI; creo que ocurrió en las dos oportunidades y 
no es menor. 


Los CAPI son Centros Atención de Primera Infancia del INAUÚ. Este organismo público está en discusión; no 
niego que hay una discusión académica y política, que se mezclan, respecto a si los CAPI son o no 
importantes, si necesitamos más o no. Lo que es verdad es que tenemos capacidad ociosa estructural, 
espacios, salones, y brindan una atención pública. Los CAPI, a los que asisten los niños pequeños, son 
equivalentes a la escuela pública. Nos faltan recursos humanos -seguramente, el INAU lo planteó-, Rubro 0, 
para tener más personal ocupado en esos salones vacíos, para que los CAPI, 100% públicos, con personal 
capacitado y en esos lugares, amplíen la cobertura con calidad, como decía la señora diputada Bianchi. En 
eso estamos de acuerdo. En el marco de las consideraciones, el CAPI pasó desapercibido. 


Con respecto a lo subsidiario la pregunta es muy pertinente; ¡es verdad! Más en un país como Uruguay, en el 
que las cosas aparecen por un ratito, pero se quedan y se van acumulando y, cuando uno percibe -hay 
estudios académicos que lo muestran- que hay minipolíticas sociales desparramadas en las intendencias, 
municipios, Gobierno Central, dice: "Juntémosla". Es lo que hemos hecho con el pasaje de unas políticas 
hacia el Mides, una vez creado. Por ejemplo, el pasaje al Mides del programa Uruguay Crece Contigo, que 
estaba en la órbita de la OPP -por su naturaleza, corresponde- y también el pasaje del INDA. 


La pregunta es correcta. ¿Por qué la urgencia? Puedo discutir porque tengo opinión al respecto, pero no 
debemos perder de vista que el niño o la niña crece, y mientras discutimos, conseguimos los recursos, 
abrimos el CAIF u obtenemos más recursos para el CAPI, ya cumplió tres años. Y aunque no 
definitivamente, esta etapa fantástica y determinante la perdimos. Mientras discutimos sobre estas cosas, 


¿qué ocurre? El niño nacido hoy, ¿qué hace este año y el que viene? ¡Ya cumplió tres años! Ingresa a 
Primaria, pero cuando jardinera no era obligatoria -los niveles de cuatro y cinco años comenzaron a ser 
obligatorios en estos años- las maestras de primer año relataban que la diferencia entre el niño que había 
asistido a un jardín y el que no es brutal. ¡Hemos aprendido! Las neurociencias han avanzado enormemente. 
Hace pocos días asistimos a un seminario en el Instituto Pasteur, en el que distintos representantes de 
investigación, tanto de la Universidad de la República como de la Universidad Católica aportaron elementos 
y estudios precisamente sobre los factores determinantes en el niño durante el embarazo y sus tres primeros 
años de vida. 


Con esto queremos decir que hay una relación; si en vez de que el niño venga con un pan debajo del brazo 
viene -como yo sueño- con un cupo para asistir al CATE, al CAPI, garantizado por el Estado, no vamos a 
precisar subsidiar nada. Hay una correlación: cuanto más rápidamente y con mejor calidad avancemos, 
iremos retrocediendo en la necesidad de pagar los servicios a instituciones privadas. Es mi concepción; sé 
que hay otras, pero es con la que trabajamos y tiene mucho que ver con lo que decía el señor diputado Lafluf. 
Si hay algo que hacemos es trabajar con las organizaciones sociales de todo el país. 


Hay localidades -el diputado fue intendente; de esto sabe más que yo- en las que no tenemos nada, no hay 
instituciones privadas. El sociólogo Julio Bango decía que esto va a crecer cada vez más, y ya estamos 
viviendo la demanda de los CAIF cuando recorremos los departamentos; es lo que en primer lugar nos 
plantean las organizaciones que están trabajando pro-CAIF, pro hogar del anciano, pro centro diurno, cuando 
nos entrevistamos. Es lo que se recoge en esas recorridas y en nuestras oficinas; y luego hablaremos de la 
descentralización. 


Por lo tanto, se está trabajando y suscribiendo convenios para la instalación de centros diurnos, espacios para 
personas con discapacidad o dependientes en ese sentido y también con los niños. 


Voy a citar un ejemplo menor. Cuando en 2015 se llevó a cabo el primer Consejo de Ministros en Dolores 
-antes de la tragedia acaecida allí-, una delegación de Nueva Palmira nos dijo que necesitaba un CAIF. Pero 
no teníamos condiciones para brindar ese servicio. Además, construir en este país es otro tema del que 
podemos hablar también. Por suerte, ahora contamos con el apoyo de los arquitectos, que antes se mostraban 
contrarios para hacer construcciones alternativas, porque son más rápidas y también pueden llegar a ser más 
baratas. Pero aunque sean del mismo precio el beneficio es la velocidad con que se construyen. 


Nos pidieron en Nueva Palmira, pero no teníamos condiciones, ni salón, ni casita. Donde hay Mevir, tenemos 
un convenio muy bueno. Por ejemplo, en Cardal buscamos y encontramos un local y un espacio en el Correo, 
que ya se lo pedimos. Como decía el sociólogo Bango: no es que nos planteamos que vamos a poner acá y 
acá porque se nos antoja; no es que planificamos los centros de primera infancia, sino que se crean donde 
existe necesidad o demanda. No voy a poner en un barrio donde no hay niños o niñas y tener otro barrio sin 
nada. Es decir, no es porque a mí se me antoje; es porque la comunidad también organizada -como decía el 
señor diputado Lafluf- está participando. 


Uno de los aditivos que vamos a presentar tiene que ver, precisamente, con el apoyo a esas organizaciones 
sociales que tanto se esmeran por el trabajo con la comunidad. O sea que compartimos totalmente lo que 
decía el señor diputado Lafluf. 


De todas maneras, hay una diferencia, aunque acá no corresponde considerarla, pues estamos en la Comisión 
de Presupuesto integrada con la de Hacienda. Estaría bueno hacer una discusión sobre el tema porque, en el 
fondo -uno tiene el oído atento porque está metido en estos líos y debates-, la postura del señor diputado 
Lafluf en cierta medida tiene un matiz de discrepancia con lo que trasluce la señora diputada Bianchi en 
cuanto a lo público versus lo privado. Los CAIF son públicos. ¿Quién paga los CAIF de pe a pa, desde el 
local, los muebles, las atenciones a los niños y el personal? El Estado. Son públicos. Pero, en realidad, ¿quién 
gestiona a los CAIF, quiénes son los que trabajan allí? Las organizaciones sociales. Creo que este es un 
lindísimo debate para ver cómo se articula este tema. 


(Diálogos) 


———De ninguna manera quiero que se generen debates internos -¡líbreme el Señor!- en la bancada del 
Partido Nacional. No es eso; lo digo como algo interesante, es decir, que sería un debate interesante que no se 


puede dar en esta comisión. Creo que el papel de las organizaciones sociales de este país es un signo 
distintivo del ser uruguayo o uruguaya. En ese sentido, apoyamos lo que plantea el señor diputado. 


SEÑOR BANGO (Julio).- Hemos culminado las preguntas que tenían que ver con la primera infancia. 


En cuanto al tema de las casas comunitarias de cuidados, vamos a abrir un mínimo de diez y un máximo de 
veinte para lo que resta de este año; esta es la previsión. 


En relación a la dependencia severa, tenemos dos tipos de servicio. Por un lado, los asistentes personales y, 
por otro, los residenciales de larga estadía, donde también hay personas con dependencia severa que utilizan 
esos servicios que ya no son domiciliarios, sino fuera de la casa y de manera permanente. 


Por otro lado, en cuanto a los datos de los asistentes personales, cabe señalar que, como estamos 
considerando la Rendición de Cuentas de 2016, esos datos están aquí. Pero me parece oportuna la pregunta 
del señor diputado Abdala para actualizar los datos. Si concurriéramos el martes que viene, estaríamos 
presentando los datos correspondientes al cierre del 31 de julio, pero ahora podemos hablar sobre los datos al 
30 de junio de este año. 


En este momento tenemos 2.971 personas que tienen asistente personal y también cerca de 2.000 personas 
más que ya fueron notificadas -es decir, que ya pueden sacar su asistente personal- y en este momento están 
yendo a las oficinas del BPS de todo el país, contratando a su asistente personal. Quiere decir que esta cifra 
ya varió y la semana que viene podremos actualizarla, con lo cual todos ustedes podrán contar con esos datos 
a partir de ese momento. 


Actualmente, tenemos alrededor de cinco mil personas que ya tienen asistente personal o lo están 
contratando. A esta cifra hay que sumar 951 personas que fueron visitadas porque solicitaron el servicio al 
portal de cuidados. Estas fueron visitadas en todo el país y se corroboró que tienen situación de dependencia 
severa, porque fueron valoradas y, por lo tanto, les va a corresponder el derecho. De todas maneras, hay que 
hacer un trámite administrativo por lo que, seguramente en el próximo mes, esas 951 personas ya van a ser 
notificadas de que les corresponde el asistente personal. 


Como bien decía el señor diputado Abdala, el año pasado la progresividad que marcamos de entrada en el 
servicio fue de mayores de 85 años y menores de 30 años. Este año es de mayores de 80 años y menores de 
30 años. Marcamos este criterio de edad porque esta es una política que no discrimina en función de los 
ingresos de las personas, sino sobre la condición de dependencia severa. Puede ocurrir que haya personas que 
estén en niveles socioeconómicos bajos, medios o altos que requieran del servicio. En función de los recursos 
de que disponemos, hicimos un esquema de ingreso, segmentándolos por edad. También cabe decir que este 
es un dato no menor. A veces se entiende que la dependencia severa es la atención a los veteranos, a las 
personas mayores; no es así. El 61% de las personas con asistente personal, tienen menos de 30 años. 


Acá tengo algunos datos que son interesantes transmitir en esta Comisión, pues tienen que ver con la 
discusión que se está realizando. De 0 a 2 años, el 1% tiene asistente personal; entre 3 años y 10 años, niños y 
niñas, un 26% tiene asistente personal; entre 11 años y 17 años, 17% tiene asistente personal. Mejor dicho: 
del total de personas con asistente personal, el 17% son niñas de 11 años a 17 años; el 10%, de 18 años a 24 
años y el 7%, de 25 años a 29 años. Quiere decir que del total de personas con asistente personal con 
dependencia severa que se asocia a personas mayores, acá tenemos un alto componente de la primera 
infancia: 27%; de la infancia a la adolescencia 17% y de la juventud, otro 17%, lo que constituye un 61%. Es 
decir que seis de cada diez personas con asistente personal son menores de 30 años. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Quiero hacer dos preguntas concretas sobre la base de los números que acaba de 
proporcionar el sociólogo Bango. De los 4.971 beneficiarios -en principio, esa sería la cifra- que están 
recibiendo la prestación y otros que están siendo notificados, ¿cuántos equivalen o corresponderían al 
servicio de acompañamiento del Banco de Previsión Social? 


La otra pregunta es si de entre todos estos hay beneficiarios de más de 80 años y cuál sería el objetivo para 
este año. 


SEÑOR BANGO (Julio).- Primero, debo aclarar que se trata de 4.980 personas beneficiadas. 


El régimen ya se unificó, pues el decreto de 26 de abril de 2016 -al que hacía alusión la señora ministra- 
establece la fusión de los regímenes y se mantiene la gente que quiere optar por el régimen viejo, que se 
puede mantener o puede pasar al régimen nuevo, que tiene otra serie de prestaciones, por ejemplo, que se 
pasa de setenta horas mensuales a ochenta, en la transferencia del subsidio se incorpora el pago por concepto 
de aguinaldo, la cuota parte de aguinaldo y salario vacacional que en el régimen viejo no estaba, y se 
incorpora a las personas mayores, porque en el régimen anterior solo abarcaba a personas con dependencia 
severa que solo cobraban pensión por invalidez, requisitos que se eliminaron. 


El único requisito que hay actualmente es la valoración que se hace en la casa en cuanto a si la persona tiene 
dependencia severa o no. Hay un proceso que no estoy en condiciones de detallar, porque, además del 
incremento mes a mes de gente que contrata asistente personal, se está produciendo el cambio del régimen 
viejo al nuevo, que no puedo cuantificar, aunque obviamente es minoritario. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Comprendo perfectamente la respuesta y me parece satisfactoria. 


Tengo entendido que el último dato oficial del BPS indica que los beneficiarios son aproximadamente 1.500, 
según lo que se dijo en algún momento en la Comisión Especial de Población y Desarrollo. 


SEÑOR BANGO (Julio).- Ese número ha bajado porque, entre otras cuestiones, lamentablemente las 
personas mayores fallecen, por lo que los contingentes se van renovando. Es decir que actualmente ese 
número es sustantivamente menor. 


Estos son los datos que tenemos en relación a dependencia severa. Cabe destacar que, con los recursos que 
tenemos, en estos momentos hemos llegado a los límites de nuestra capacidad de atención. 


Con respecto a la teleasistencia, puedo decir que en el mensaje del Poder Ejecutivo, en lo que refiere al 
Sistema Nacional Integrado de Cuidados, que forma parte del Inciso 15, figura que en ese rubro la ejecución 
fue de 0% en 2016. Esto tiene que ver con que efectivamente no se ejecutaron los recursos asignados el año 
pasado, porque se llevó a cabo el proceso de construcción normativa y de emisión del decreto y, por otro 
lado, se recogieron las demandas y se llevó adelante el proceso de validación de las empresas, que aclaro que 
no se trata de una licitación. Nosotros hicimos una convocatoria a las empresas y durante todo el año 
realizamos consultas con respeto a los distintos sistemas. Luego de que llegamos a una conclusión, 
elaboramos términos de referencia y todas las empresas que encuadren en esos términos van a poder brindar 
el servicio. Se presentaron diez empresas para ser avaladas como prestadores del servicio de teleasistencia 
para el Sistema Nacional Integrado de Cuidados y hasta ahora tres han sido avaladas, aunque todavía restan 
algunos detalles administrativos para fijar el número, etcétera. Mientras tanto, desde el portal de Cuidados 
hemos recogido la demanda de personas que requieren el servicio, que hasta el momento son quinientas, y 
estamos esperando que las empresas queden totalmente avaladas para dar la información a las personas a las 
que les corresponde el servicio, a efectos de que contraten a la empresa que elijan. 


Como dijo la señora ministra, ya está montado el sistema de información y están contemplados los aspectos 
normativos. Es decir que está todo armado para que rápidamente se pueda abrir la canilla -lo digo de manera 
gráfica- a efectos de que la gente contrate el servicio. Por eso, la meta es poder atender a aproximadamente 
3.200 personas este año, que es lo que podemos hacer con los recursos que tenemos. 


En cuanto a los bonos de larga estadía, cabe aclarar que, en el rubro de ejecución presupuestal del proyecto 
enviado por el Poder Ejecutivo, en algunas partes figura como Programa de Apoyo Ciudadano, pero en 
realidad se trata del Programa de Apoyo al Cuidado. El año pasado se ejecutó el 0% de lo que estaba previsto 
en este rubro, a diferencia del rubro de asistentes personales que tuvo una ejecución del 100%. ¿Por qué? 
Porque trabajamos con el Ministerio de Salud Pública en la nueva reglamentación para los residenciales de 
larga estadía, que son las mal llamadas casas de salud, y el decreto correspondiente se emitió en diciembre 
del año pasado. En estos momentos, estamos trabajando con el BPS, que tiene un programa de cupos cama 
para los hogares sin fines de lucro, a efectos de unificar las prestaciones, para no tener dos distintas. 
Justamente, pretendemos tener un sistema de cuidados que permita asistir a los residenciales privados que 
tengan problemas, en el sentido de trasladar a las personas a otros lugares. Quiere decir que esto se va a 
empezar a ejecutar a partir de este año. 


Asimismo, para complementar la reglamentación, en las próximas semanas junto con el Ministerio de Salud 
Pública lanzaremos un programa de mejoramiento de la calidad de los residenciales de larga estadía, que va a 


incluir una serie de estímulos e incentivos. Esto va a ser oportunamente comunicado a la opinión pública una 
vez que estén definidos. 


Por otra parte, considero que la pregunta del diputado Lafluf fue contestada por la señora ministra. Nosotros 
concebimos el Sistema Nacional Integrado de Cuidados como la suma de todos los recursos estatales y 
privados de la sociedad, que conforman todos los servicios de cuidado. Además, consideramos que hay que 
aprovechar el trabajo de las organizaciones de la sociedad civil para sumarlo a fin de ser más eficientes y 
llegar a más gente. De hecho, seguramente la próxima semana en varios departamentos va a salir un llamado 
para los primeros centros diurnos que se van a gestionar para personas mayores a 65 años con dependencia 
leve y moderada. Si mal no recuerdo, los llamados se van a realizar en Lavalleja; en Tacuarembó, 
particularmente en Paso de los Toros; en Pando; en la ciudad de Canelones, y en Juan Lacaze, en el 
departamento de Colonia. Además, estamos haciendo acuerdos con distintos municipios, a través de las 
intendencias. Por ejemplo, menciono el de Tranqueras, en Rivera, así como las Intendencias de Rocha, de 
Paysandú y de Salto. Esto se va a hacer para el desarrollo de los centros diurnos, sobre la base del trabajo de 
las organizaciones de la sociedad civil, porque entendemos que el Sistema Nacional Integrado de Cuidados es 
un esfuerzo público-privado en torno a la política de cuidados. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL .- En el eje estratégico 2 se hace referencia a los 
derechos vulnerados que nos quedan por contemplar. Me refiero a la pobreza que permanece; la indigencia; 
la violencia basada en género; el abuso infantil; el trabajo con las personas mayores, que va más allá de lo 
que cubre el Sistema Nacional Integrado de Cuidados; el trabajo con los jóvenes y sus familias a través del 
programa Jóvenes en Red y del trabajo de cercanías con las familias, que es biinstitucional entre INAU y 
Mides, y el trabajo de Uruguay Crece Contigo, que va más allá de lo que se detalló en cuanto al Sistema 
Nacional Integrado de Cuidados. Se trata de derechos que todavía no pueden ser ejercidos por ciudadanos de 
la República, como indica la Constitución. 


No voy a detallar los números, porque todos los legisladores los tienen, pero podemos dejar una copia del 
material. Sin embargo, me importa resaltar que dos estudios externos -uno del Instituto de Economía de la 
Facultad de Ciencias Económicas y Administración de la Universidad de la República y otro del Banco 
Mundial- evaluaron el impacto de las políticas de transferencia en indigencia, pobreza y desigualdad. El 64% 
de reducción de la indigencia y el 10% de reducción de la pobreza se explican por las transferencias, es decir, 
Asignaciones Familiares y Plan de Equidad. En el caso de las Asignaciones Familiares, si bien el Ministerio 
de Desarrollo Social colabora con la visita, el diagnóstico y el seguimiento, el que ejecuta la política es el 
Banco de Previsión Social. El Ministerio de Desarrollo Social sí gestiona las tarjetas de alimentación de 
Uruguay Social, las tarjetas "Mides", como dice la gente. 


Ayer, viendo un periodístico con este debate tan interesante sobre la ley de bancarización, un compañero, que 
sabe mucho de este tema, omitió decir que los precursores de la inclusión financiera fuimos del Mides 
porque, en medio de una crisis, nos planteamos cuál sería la mejor manera de llegar a la población objetivo y 
darle autonomía de compra. Ahí surgió la idea de la tarjeta. 


Hicimos un llamado a empresas para poner POS, y se nos reían en la cara; el doctor Lorbeer puede dar fe de 
lo que digo y de cuánto costó convencer a alguna empresa para que los pusiera en almacenes pequeños. La 
idea de incorporar a los almacenes pequeños era asegurar al almacenero de barrio, del pueblito, de la 
localidad, una clientela, y a cambio el Estado exigía estar regularizado en el Banco de Previsión Social y la 
Dirección General Impositiva. En esa época, la situación de los pequeños comercios en todo el país era 
terrible y no queríamos favorecer a las grandes superficies, sino a ellos, sobre todo a los que estuvieran 
alejados de las grandes capitales. Así fue que se firmaron los primeros convenios con los comercios 
solidarios, se instalaron los primeros POS y apareció lo que la gente llama "Tarjeta Mides". 


El otro día volvía de Rivera y en la carretera había un cartel que decía "Se aceptan tarjetas Mides y tarjetas 
INDA". Hoy estamos trabajando para unificar las transferencias monetarias -como lo plantea nuestro 
programa de gobierno- en un solo sistema. Hacia ahí vamos, y empezamos por casa, trabajando para 
convertir la transferencia en una sola forma de medida; luego el magíster Labat podrá explicar por qué a 
través del ICC -Índice de Carencias Críticas, que en su momento fue ajustado por el Instituto de Economía y 
nunca por el Ministerio de Desarrollo Social- se podrá medir el umbral a que corresponde cada beneficiario, 
para que no se entregue una tarjeta INDA y una tarjeta Mides. El objetivo es unificar en una tarjeta, que en un 
caso va a medir la situación extrema de riesgo nutricional de la familia, en otro si existen enfermedades 


crónicas o en otro si algún miembro de la familia tiene enfermedades crónicas. En ese sentido, tenemos todo 
un tema con la canasta para celíacos, que, si bien es una transferencia monetaria, se hace en productos. Es 
decir, estamos trabajando para unificar todo el sistema en una sola transferencia monetaria. 


Otro aspecto a destacar del estudio es la reducción de la intensidad de la pobreza, que reduce la brecha del 
umbral de ingresos, de la severidad de la pobreza, la desigualdad entre los pobres. El impacto del efecto en 
desigualdad es alto, impacto que el estudio compara con el que tuvo la reforma tributaria, que no es al que 
aspiramos. 


Quien ingrese a nuestra página web podrá ver cuánto se percibe por carga simple o doble, por un hijo o más. 
A mi entender, es muy poco el dinero que estamos transfiriendo; hay gente que dice que estamos dando 
dinero a los pobres para que sean delincuentes, por decirlo brutalmente. Por supuesto, estos montos se ajustan 
por IPC, pero ustedes me dirán qué cosas puede hacer con $ 887 una madre con un hijo. Es más, en 2015 la 
Dirección de Evaluación y Monitoreo aisló a una madre con un hijo del hacinamiento -factor que pesa mucho 
en el Índice de Carencias Críticas-, y nos aparecieron 2.000 personas más, es decir, 1.000 mujeres con un 
hijo. Esa mujer sola con un hijo a veces se encuentra en una situación mucho peor que una familia donde 
haya más hijos, pero con más ingresos o más de una persona que pueda sostener el hogar. Estas variables no 
caben en ningún renglón, pero igual las debemos atender. 


Por otra parte, se recordará que cuando terminó el Plan de Emergencia nos quedaba, por un lado, trabajar con 
las Asignaciones Familiares, herramienta conocida por la población, ejecutada por el Banco de Previsión 
Social. La idea es ir a un solo régimen de Asignaciones Familiares; hoy tenemos dos, pero había más. 
Recordarán que en plena crisis votamos asignaciones para hogares de menores recursos, que no eran 
contributivas; luego las derogamos y las transformamos en las tarjetas Uruguay Social, que no son 
contributivas. Dicha población no era grande, teniendo en cuenta que el Banco de Previsión Social se 
encargaba de los seguros de enfermedad y de las cajas de asignaciones; en Uruguay hay una larga historia en 
ese sentido. Sin embargo, había varias personas, entre sesenta y cinco y sesenta y nueve años, con carencias 
críticas o recursos económicos escasos, las que no tenían posibilidades de jubilarse o de acceder a una 
pensión. En tal sentido, en su momento llevamos a cabo un diálogo -ustedes lo recordarán- sobre la seguridad 
social, y uno de los resultados fue la asistencia a la vejez, la que, si bien está en el Inciso 15, teniendo en 
cuenta que es más cómodo para el Ministerio de Economía y Finanzas, se paga a través del Banco de 
Previsión Social. 


Entonces, se pagaron 3.226 prestaciones; como ven, numéricamente no es tanto, pero es algo muy importante 
para las personas que la recibieron. 


Asimismo, en 2016 atendimos a 1.453 familias a través del programa piloto Canasta de Servicios. En este 
sentido, quiero decir -esto es importante- que estamos trabajando para modificar este programa. En realidad, 
en esta rendición de cuentas se regularizan hogares en situación de descuelgue en diez departamentos, ya que 
lo que se hizo anteriormente fue retirar electrodomésticos y entregar estufas y cocinas a gas. Cabe resaltar 
que una parte de eso bienes fue pagada por los hogares, además de la recarga del gas. Sin embargo, en este 
momento estamos estudiando con UTE el cambio de esos artefactos, ya que si bien en determinado momento 
se tuvo que cambiar los aparatos eléctricos por otros a gas, ahora debemos hacer lo contrario. Recuerdo que 
en el primer quinquenio del Mides discutimos con Ancap si entregaríamos garrafas de tres o de trece kilos, ya 
que no había dudas de que había que sacar los electrodomésticos de esos hogares, pero actualmente estamos 
trabajando con UTE con respecto a la canasta de servicios, algo que esta empresa ha colocado en 
recuperación de pérdidas. En realidad, para UTE es muy favorable el trabajo que nosotros hacemos, cuerpo a 
cuerpo, familia a familia, ya que lo que queremos lograr es que se descuelguen de la luz y coloquen lo que 
nuestros compañeros llaman "la tablita" -que es diferente a la conocida-, que es una instalación eléctrica que 
UTE no puede hacer dentro de las viviendas, pero sí inspeccionar. 


Por lo tanto, estamos trabajando con UTE a fin de distinguir familias dentro de determinados barrios, ya que 
no todas se encuentran en la misma situación. Además, estamos pensando que tendríamos que sacar los 
gasodomésticos, ya que actualmente la electricidad es más barata. Entonces, desde el programa de Canasta de 
Servicios estamos estudiando -la directora es la señora Mayra Aldama, que hoy se encuentra con nosotros- 
esa posibilidad, ya que en los hechos hablamos de una transferencia monetaria. En realidad, a las personas les 
cuesta entender que se les da dinero aun cuando no lo reciben directamente. Digo esto porque si alguien tiene 


una tarifa especial por sus condiciones de vida, ya que no puede gastar más, en realidad es como si le 
estuvieran transfiriendo dinero. 


En ese sentido, creo que este es un buen momento para que nos demos cuenta de que todos, de una u otra 
manera, estamos recibiendo una devolución del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. Por ejemplo, en 
el Mides hay muchos trabajadores, funcionarios y técnicos que están recibiendo la devolución de IRPF por 
hijo, y eso es una transferencia monetaria, ya que esas personas no están pagando parte de ese impuesto 
porque tienen niños menores de dieciocho años a su cargo, están alquilando o comprando su vivienda a través 
del Banco Hipotecario del Uruguay. Y esto de la Canasta de Servicios es igual: se debe entender que más del 
80% de las familias que tienen niños o niñas menos de dieciocho años reciben transferencias; lo que sucede 
es que algunos no se dan cuenta. Esto se debe a que no van a una ventanilla para que les paguen, sino que les 
descuentan del IRPF que aportan. 


El Instituto de Ciencias Políticas de la Facultad de Ciencias Sociales hizo un estudio muy interesante en ese 
sentido -se trata de un hallazgo del equipo de la doctora Carmen Midaglia-, y tenemos cifras en ese sentido. 
Solo nos falta saber qué pasa con los más ricos del país, que es algo que no sabemos porque hay menos datos 
de la DGI para analizar. Sin duda, nos gustaría saber cómo funciona la transferencia monetaria en aquellas 
personas que son muy ricas; eso es lo que nos falta estudiar -estudios sobre los pobres hay muchos-, ya que 
nos cuesta acceder a algunos datos para saber cuánto reciben del Estado. Lo único que podemos decir 
-aprovechando que la señora diputada Bianchi hace un momento habló de los establecimientos privados- es 
que todos nosotros, teniendo en cuenta las exoneraciones que reciben, pagamos los establecimientos de 
educación privados. No lo digo ni a favor ni en contra; simplemente, constato un hecho. Digo esto porque en 
ocasiones se dice que se le da $ 800 a una mujer con un niño para comer todo el mes, pero lo que le damos a 
los establecimientos privados con las exoneraciones -aclaro que no estoy polemizando- equivale a todo el 
presupuesto del Mides. Fíjense la picardía de los números; hicimos la cuenta, y nos dio que es lo mismo que 
recibe el Ministerio de Desarrollo Social. 


Entonces, queremos decir que apuntamos a la protección social e integral para personas en situación de 
vulneración, al acompañamiento de familias en situación de extrema pobreza, y llevamos adelante el 
programa Cercanías que, como decíamos, es biinstitucional, ya que el Mides lo lleva adelante junto al INAUÚ. 
En tal sentido, llevamos atendidas a 1.502 familias, las que están conformadas por 9.012 personas. 
Asimismo, las familias atendidas por otros equipos de abordaje son 348, conformadas por 1.550 personas; 
por supuesto, hablamos del año anterior. 


A continuación, si el presidente de la Comisión está de acuerdo, queremos abordar un tema que es muy 
delicado y que para nosotros es muy importante. Me refiero a la protección social integral a personas en 
situación de vulneración, y a la respuesta a las personas en situación de calle. De ello se va a ocupar la señora 
Mayra Aldama. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Antes de cederle la palabra a la señora Aldama vamos a otorgar la palabra a los 
diputados que quieran hacer alguna consulta sobre lo que se dijo anteriormente. 


SEÑOR LAFLUF (Omar).- Solo quiero hacer una consulta porque no entendí lo que dijo la señora ministra. 
¿Qué es igual al presupuesto del Mides? 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- El monto de las exoneraciones que se realiza a las 
escuelas privadas. 


SEÑORA ALDAMA (Mayra).- Con respecto a esta rendición de cuentas, queremos explicar cómo fue el 
desarrollo de las acciones de atención a personas en situación de calle del Ministerio de Desarrollo Social 
durante 2016. 


Tal como se ve en la presentación, si sumamos todos los cupos de atención a personas en situación de calle 
podemos decir que en 2016 el Ministerio de Desarrollo Social atendió a 1.700 personas. En tal sentido, 
quisiera recordar a los señores diputados que el Mides coordina el programa de Atención a Personas en 
Situación de Calle, para lo que desarrolla tres programas específicos. En primero de ellos atiende, en centros 
nocturnos, a personas adultas -mujeres y varones- que pernoctan a la intemperie. Lo que se les brinda a las 
personas son centros de atención nocturnos, donde hay un equipo técnico de acompañamiento social, además 
de las condiciones materiales mínimas para pernoctar: el alojamiento, la comida, los servicios sanitarios, 


etcétera. La finalidad de la intervención de ese y de los otros programas de atención a personas en situación 
de calle es vincular a las personas a los servicios de atención, repasando todo el espinel de los derechos 
vulnerados a los que hacía alusión hoy la señora ministra, que tienen que ver con la atención de la salud, los 
servicios de educación, etcétera. 


El segundo programa de atención a personas en situación de calle atiende a mujeres con niños, niñas y 
adolescentes. Si bien no llegan a estar a la intemperie -porque no es esa la situación mayoritaria que se vive 
en el Uruguay-, por alguna situación de emergencia -muchas vinculadas a la pérdida del lugar donde vivían-, 
demandan una intervención de alojamiento. En esos casos, el año pasado el Ministerio de Desarrollo Social 
contó con trescientos ochenta cupos de atención, y los amplió en algo durante el invierno. En el Programa 
Calle que mencioné anteriormente, el Ministerio contó con 1.055 cupos de atención. 


También tenemos un programa de atención a personas que están en situación de calle, pero que requieren 
cuidados transitorios y, en algunos casos, permanentes. Para los casos en los que requieren cuidados 
transitorios, el Ministerio tiene - desde hace muchísimos años- un centro de atención para recuperación de 
personas en situación en calle, el Centro Tarará, en el Prado. Allí las personas van para recuperarse de algún 
problema de salud agudo. También van personas adultas mayores que se encuentran en situaciones más 
crónicas, y allí se quedan hasta que se puede coordinar el ingreso a otros servicios de atención más 
permanentes. 


Asimismo, existen cinco casas asistidas para personas usuarias del servicio de salud mental o que tengan 
trastornos psíquicos permanentes, actualmente gestionadas por el Programa Nacional de Discapacidad. Entre 
ese centro de recuperación y los centros de atención a adultos mayores -que son de veinticuatro horas para 
personas en situación de calle-, el año pasado el Ministerio contó con ciento cuarenta cupos de atención más 
las casas asistidas. 


En particular, durante el invierno -como habrán escuchado, este año también se hizo- se amplía la capacidad 
de atención. Eso se debe a que, ante las condiciones adversas, las personas en situación de calle -algunas de 
las que son más reticentes a venir a los centros de atención-, concurren en esta época. El año pasado 
contamos con una ampliación de cupos de atención durante el invierno de 125 plazas, y llegamos a un total 
de 1.700 cupos de atención. 


Me gustaría destacar algo que dice la presentación con relación a los centros nocturnos. Si bien contamos con 
1.055 cupos, por allí pasaron 3.674 personas. 


Algo que también hemos dicho en otros ámbitos es que las personas no entran en los refugios y se quedan allí 
a vivir para siempre. Á veces egresan en las mejores condiciones de integración social y, otras veces, lo hacen 
en condiciones que para nosotros aún no son satisfactorias, porque todavía no existen las respuestas 
habitacionales para ellas, y ese es un desafío de trabajo que tenemos por delante. 


En los lugares donde se albergan mujeres con niños, donde hay 380 cupos, pasaron 2.921 personas. Y por esa 
capacidad de atención de personas en procesos de recuperación ante sucesos agudos de salud, pasaron 392 
personas. Eso da cuenta de que la idea de que las personas entran a los refugios y allí se quedan a vivir para 
siempre en realidad es un mito. Hay personas que viven allí desde hace mucho tiempo y, otras, que ya no 
están en los refugios. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Uno de los temas bien importantes en el que creo que 
hemos avanzado y que es parte de la invisibilidades del Mides, es decir, de aquellas cosas que no se ven, 
salvo para los involucrados, los que trabajamos en esto y los que disfrutamos de estos logros, tiene que ver 
con las trayectorias laborales para el desarrollo. 


Fueron 3.163 las personas que participaron durante el año 2016 en programas de los 19 departamentos. 
Siempre tenemos esos cupos, que están previstos por la Ley N* 18.240 -quizás, algún día, les llegue un 
proyecto de ley para modificarlo-, y representan 102 convenios, en 83 localidades del interior y 20 en 
distintos Municipios de Montevideo 


Yo, que converso mucho con las radios del interior, sobre todo de las pequeñas localidades, puedo decir que 
se conoce al Mides por Uruguay Trabaja. ¿Por qué? Porque ven pasar a vecina o al vecino con su uniforme, 
porque el niño o la niña cuando va a la escuela dice: "Esta pared la pintó mi mamá", "Este muro lo arregló mi 
papá" o "Esta vereda la hizo mi tía". La gente puede disfrutar de lo que hizo, porque lo ve. Es un trabajo 
protegido. 


Estamos elaborando un trabajo que les vamos a presentar, para que sepan cuántas obras hicieron en estos tres 
años las personas de Uruguay Trabaja. Se trata de obras de policlínicas, de escuelas, de liceos, de UTU, de 
hospitales, de plazas, que lucen. Es lindo y, además, la gente aprende un oficio. 


Voy a dar un ejemplo que aparentemente puede ser raro. Muchas mujeres se comenzaron trabajando en 
Uruguay Trabaja, luego se capacitaron y hoy están en la construcción, son obreras de la construcción, porque 
aprendieron el oficio. Naturalmente, la tendencia es que en el lugar en el que se trabajó, después se haga una 
capacitación. Tenemos muchas capacitadas en tisanería, en limpieza especializada de policlínicas y 
hospitales, que van saliendo de Uruguay Trabaja, pero aprendieron alguna técnica. 


Precisamente, el otro día comentábamos con el intendente Marne Osorio, en Rivera, acerca del petit pavé, es 
decir, la técnica de los azulejados que se está utilizando. Nuestras mujeres -digo "nuestras mujeres", porque 
fueron las mujeres de Uruguay Trabaja- aprendieron a hacer esa técnica y la aplicaron en muchísimos 
lugares, haciendo cosas preciosas. Eso les permitió tener otro oficio, otra capacitación. 


Asimismo, estamos trabajando mucho con Inefop para hacer esa trayectoria laboral, para que el que salga no 
se nos caiga y que no tenga la duda de que terminó Uruguay Trabaja y ¿ahora qué hago? Terminó Uruguay 
Trabaja y me capacito en tal cosa. Las organizaciones tienen el compromiso de buscar vínculos laborales en 
estos casos, y también en lo que hace a cuidados. 


Hay mil trescientos emprendedores que son asistidos, orientados y capacitados para formalizarse y 
desarrollarse. Tal como señalaba Julio Bango con respecto al apoyo a las instituciones de primera infancia, 
hace cinco años que tenemos convenio con República Microfinanzas para apoyar a estos emprendedores. 
Nosotros transferimos el dinero a República Microfinanzas, y ellos transfieren, estudian y apoyan a esos 
micro emprendimientos -muchas veces nano emprendimientos- porque, muchas veces, precisan una máquina, 
una cortadora de pasto, una máquina de hacer pasta, una máquina para hacer ladrillos, distintas herramientas, 
una máquina de coser Overlock, etcétera. Es decir que se trata de pequeñas herramientas para pequeños 
emprendimientos: en definitiva, el préstamo se los da microfinanzas -en realidad los proporciona el Mides: 
después lo van a ver en los números- y hay un altísimo nivel de cumplimiento con los pagos -el informe de 
microfinanzas Brou corrobora lo que decimos-, superando la media de cumplimiento de devolución a 
microfinanzas BROU por parte de las personas que tienen estos pequeños emprendimientos. 


Tenemos 3816 personas que se inscribieron para el monotributo social Mides, Ley N* 18.874. Nosotros 
tenemos la concepción de que las cosas deben quedar estampadas en leyes; una ley se cambia por otra, pero 
implica un debate, que el Poder Legislativo discuta y una serie de cosas. El hecho de acceder al monotributo 
social hace que esas personas que de repente aprendieron peluquería, electricidad, que se capacitaron, que se 
acreditaron por UTU para actividades vinculadas a la botánica -porque también tenemos cursos en el Jardín 
Botánico- o para lo que sea, tengan boleta y estén en el Banco de Previsión Social. Lo que no tienen es 
Fonasa, pero sí carné de asistencia y se atienden en ASSE. Por lo tanto, tienen todos los beneficios de BPS y 
Banco de Seguros por esa pequeña cantidad del monotributo. Luego, hay un período para llegar a convertirse 
en otro emprendimiento con otros aportes, pero el monotributo social es el camino, el puente para que esa 
persona se formalice y pueda vender sus productos o servicios con todo en regla. 


Después tenemos cuatrocientas cooperativas sociales asistidas, que dan trabajo a más de dos mil quinientas 
personas, que son orientadas para formalizarse y capacitarse: esto es por la Ley N* 18.407. 


También estamos trabajando con las organizaciones del movimiento cooperativo, con Inacoop, con la 
Agencia Nacional de Desarrollo, ANDE, para ver cómo mejoramos la ley de cooperativas sociales en esto de 
la economía social. Eso también lo estamos viendo con los legisladores que trabajan en la comisión vinculada 
con los asuntos cooperativos: cómo mejorar, entre otras cosas, logrando una mejor retribución, porque hoy la 
ley es muy acotada con respecto al laudo para quien trabaja en una cooperativa social. Hay veces que la 
cooperativa prospera, pero no puede repartir esas utilidades entre sus integrantes. Como ustedes saben, esas 
cooperativas pueden contratar con el Estado, o el Estado puede contratar con ellas y, a su vez, generan 


capacitación. Estoy recordando que hoy de mañana vino la comunicación de primaria de convenios 
vinculados a comedores, a cocina, cooperativas capacitadas en cocina y en limpieza de los locales escolares. 
Tenemos otros de mantenimiento; en fin: diversas cooperativas sociales. 


En esta trayectoria, en 2016, 195 jóvenes iniciaron su primera experiencia laboral en cinco ministerios y en 
una empresa pública: Ley N* 19.133. Esta es una nueva orientación de trabajo que está siendo 
fantásticamente exitosa: 240 familias del medio rural, con alto grado de vulnerabilidad, reciben capacitación 
y orientación; y treinta emprendimientos rurales son orientados para incluir en el régimen de compras 
públicas a la agricultura familiar. 


Nosotros recién habíamos empezado a incursionar en el medio rural. Gracias a los convenios que tenemos 
con Ganadería, con el INIA y con distintos organismos, las duplas que trabajan con las familias rurales, así 
como el programa Cercanías, nosotros decimos medio en broma y medio en serio que este es un equipo de 
atención familiar rural productivo, porque llega a campaña, a lugares alejados. Hay un técnico que pone el 
MGAP, o algunas de sus dependencias, que es especialista en agro, en hortifruticultura, en huerta orgánica, y 
está el técnico social del Mides. 


En este tiempo tenemos emprendimientos rurales con mucho éxito en las más diversas áreas. En la práctica, 
tuvimos una demostración de lo que tiene que ver con las compras públicas a la agricultura familiar en las 
inundaciones de Paysandú y Salto. 


Si se me permite, me gustaría que el doctor Lorbeer relatara de qué manera el INDA, con La Dirección 
Nacional de Economía Social e Integración Laboral, trabajaron con esta ley y cómo le ahorramos mucho 
dinero al Estado, favoreciendo a la gente de esa localidad. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Valoramos el intenso informe que viene dando la ministra sobre la 
Rendición de Cuentas, pero mi pregunta es mucho más concreta y está circunscripta sí a la Rendición de 
Cuentas en cuanto al cumplimiento del plan estratégico del Ministerio de Desarrollo Social. Debo decir, y no 
para bien, que sorprenden las cifras de incumplimiento que vienen informadas en la Rendición de Cuentas, en 
el Tomo II, "Planificación y Evaluación", remitido por el Poder Ejecutivo. Allí se informa que la unidad 
ejecutora 001 del Ministerio de Desarrollo Social ha incumplido el 53% del objetivo estratégico fijado por 
ella misma; la unidad ejecutora 002, Dirección de Desarrollo Social ha incumplido el 85.9% de dicho plan 
estratégico; la unidad ejecutora 003, Instituto Nacional de Alimentación no informó ningún valor de 
cumplimiento en dicho plan; por ende, el incumplimiento del ministerio en su totalidad es de un 64.7% y 
solamente hay un 17.6% del cumplimiento del plan estratégico, según lo que informan las cifras oficiales 
remitidas por parte del Poder Ejecutivo, que están a consideración del Parlamento. 


Entonces, sin entrar en tanto detalle, me gustaría que la señora ministra y sus asesores nos pudieran dar una 
visión más global de cómo puede encajar todo el plan que ella viene detallando pormenorizadamente, con las 
cifras que no son las que cuentan aquí. O por lo menos que se nos logre explicar cómo todo lo que está 
diciendo la señora ministra se acompaña de una información según la cual el 64.7% de las metas estratégicas 
fijadas por el propio ministerio no fueran cumplidas el año pasado. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Yo supongo que el diputado Penadés va a compender: 
nosotros tenemos una presentación que quisiéramos culminar, porque creo que sería bueno que se supiera qué 
se hace, a dónde van los dineros, cómo se cumple y todo esto lo damos en cifras. Muchas veces es al revés: 
nos critican en el sentido de que no damos cifras. Ahora estamos dando cifras persona por persona, lugar por 
lugar: de cuánto se trata y a dónde va a parar: ese es el orden. Al final vamos a dar respuesta al diputado 
Penadés, cuando terminemos de explicar lo que hacemos y con números, porque pueden quedarse con todo 
este material: es rendición de cuentas de personas, de programas, de actividades. Al comienzo de nuestra 
intervención dijimos que primero íbamos a hablar de los tres ejes y, después, de la ejecución financiera y de 
los artículos presentados. Si no hay inconveniente, propongo seguir ese orden. Al final, sin duda, vamos a 
contestar la pregunta del diputado Penadés, que es bien interesante. 


(Apoyados) 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Quiero hacer una aclaración sobre algo que se dijo al pasar y que ya 
manifestó la señora ministra para que conste en la versión taquigráfica. 


Estuve buscando información, y según las cifras del Poder Ejecutivo, en el presupuesto 2015 el perdón fiscal 
que significan las donaciones a las instituciones educativas privadas fue de US$ 11.500.000. Quiero aclarar 
esto porque se dijo que ese monto era igual al presupuesto que tiene el Mides. Yo no voy a hacer preguntas en 
ese sentido porque tengo las cifras del presupuesto del Mides. Me preocupé de encontrar los datos relativos a 
2015 -el año 2016 todavía no está actualizado o yo no lo encontré en todo el fárrago de información que 
tenemos; además, como saben, yo no integro esta Comisión, vengo para aprender- y, reitero, esa cifra fue de 
US$ 11.500.000. Por lo tanto, no es igual al presupuesto anual del Mides. 


SEÑOR LORBEER (Gerardo).- La señora ministra hizo referencia al trabajo presupuestal que se llevó 
adelante a partir de la incorporación del INDA al Inciso 15, Ministerio de Desarrollo Social, tanto en lo que 
tiene que ver con las licitaciones para compra de alimentos en forma centralizada a través de la UCA del 
Ministerio de Economía y Finanzas, como de las transferencias en dinero o en especie a las distintas 
instituciones públicas y privadas y las transferencias a los gobiernos departamentales 


Además, para fortalecer la seguridad alimentaria y nutricional, consideramos estratégico cumplir la ley de 
compras estatales y fortalecer las compras locales, con énfasis en algunos rubros como la agricultura familiar 
y la pesca artesanal. Por eso, comenzamos a trabajar en los distintos territorios, analizando las distintas 
potencialidades. 


Por otra parte, como dijo la ministra Arismendi, hay una cantidad muy importante de emprendimientos que 
crecieron a través del Mides o tienen su origen en Uruguay Trabaja, y que luego se transformaron en 
unidades económicas; esto nos demostró que había mucha potencialidad para hacer esta tarea. En varios 
departamentos se había avanzado en el censo de esos emprendimientos y en el análisis de las posibilidades 
que había de tener alimentos frescos para proveer, tanto a los comedores que elaboran menús como a los 
ciento veinte CATE, que cubren a casi 53.000 gurises. 


Mientras trabajábamos para hacer esto sustentable y de largo plazo, sucedió el principal episodio climático de 
este año. Como en Salto este proceso ya estaba avanzado, se pudieron ejecutar las compras para atender la 
emergencia que se estaba viviendo. Se coordinaron acciones con los comités departamentales de emergencia 
y con el Sistema Nacional de Emergencias. Lo cierto es que más de veinte productores agricultores familiares 
proveyeron alrededor de veinte toneladas de alimentos frescos, ya sea frutas, verduras u hortalizas. Eso 
posibilitó tener los productos en el día y entregarlos a los cuarteles para que los llevaran a las cocinas móviles 
y elaboraran el menú. También significó trabajo para algunos agricultores familiares que estaban viviendo la 
misma situación climática y tenían parte de su producción bajo agua o tenían afectados a integrantes de su 
familia. 


Si bien tenemos que seguir avanzando porque no en todos los territorios tenemos el mismo grado de 
cumplimiento en cuanto a detectar cómo podemos llegar con los dineros a la compra local y que eso 
repercuta en esa sociedad, esta situación de emergencia climática nos permitió darnos cuenta de la capacidad, 
la potencialidad, la distribución y la logística que tenemos, ya que trabajamos sin ningún problema. Inclusive, 
pudimos llegar mucho más allá. El aporte de carne vacuna a nivel de los territorios estaba centralizado y 
funcionaba bien; adquiríamos la carne según el pliego de la UCA y las entregas eran semanales. Cabe aclarar 
que es muy difícil trabajar en este tipo de emergencia climática porque si bien se planifica, la situación 
cambia día a día. Los territorios iban siendo invadidos por la inundación y no siempre era lineal la cantidad 
de personas que debían ser asistidas y apoyadas en lo alimentario. Entonces, surgió la posibilidad de hacer 
compras locales de carne vacuna. 


En los dos casos, lo que más nos preocupaba era si había sobreprecios y, fundamentalmente, cuál era la 
calidad de los alimentos frescos. 


Los precios de frutas y verduras estuvieron en un 10% por encima del valor de referencia del Mercado 
Modelo. Quiere decir que sacándole la distribución y la logística que se paga generalmente, sobrepasó el 
precio de referencia, pero prácticamente fue similar. 


El otro punto era de vital importancia era la calidad de los alimentos frescos. Afortunadamente, no hubo 
ningún reclamo, no tuvimos ninguna devolución ni ninguna observación porque las frutas y las verduras que 
se vertieron para la elaboración de esos menús de emergencia eran de alta calidad. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Quiero recalcar por qué para nosotros esto es muy 
importante. 


En primer lugar, es importante porque tiene que ver con las trayectorias laborales, con cómo las personas se 
capacitan para poder desarrollarse en el ámbito en el que viven. 


En segundo término, queda demostrado que en los lugares se puede producir bien, con calidad, y crear 
fuentes de trabajo sostenible en el ámbito rural, que es uno de las zonas donde tenemos mayores dificultades 
en cuanto a los niveles de pobreza, exclusión y abandono. 


En tercer lugar, logramos hacer el circuito virtuoso dentro del departamento. Es decir: frente a una situación 
terrible como la inundación, esto significó para muchos y muchas poder mostrar lo que producían. 


Cabe aclarar que nuestra aspiración es poder establecer ese circuito con los CAIF, los hospitales y las 
escuelas. Tenemos plantaciones orgánicas de calidad. Hay una mejora de los niveles de calidad de esos 
pequeñísimos emprendedores de pequeñísimas granjas, lo que posibilita la elaboración de derivados, como 
las mermeladas. Esto, a la vez, implica un abatimiento de costos para el Estado, como señaló el doctor 
Lorbeer. 


Como advertirán, en todo momento hablamos de otras instituciones con las que trabajamos. Me refiero a 
instituciones de distintos niveles de gobierno y a instituciones del Estado, en este caso, al Sinae, porque 
somos parte del Sistema Nacional de Emergencias. 


Esas enormes cantidades de productos que se logró volcar a la población que sufrió la inundación nos 
permitió visibilizar su calidad. No se trata de la papitas que plantan los pobres, que están feas y son malas, 
sino que estamos demostrando que hay calidad, que hay capacidad de producción, que se favorece a las 
pequeñas localidades o a los pequeños emprendimientos. Esta es una posibilidad para que el Estado trabaje 
mejor, más eficientemente, ahorrando dinero que se puede volcar en mejores políticas en cada lugar. Insisto 
en que es clave la articulación de los tres niveles de gobierno en cada uno de los departamentos. 


Por otro lado, hay capacitación para los asalariados rurales. 


En cuanto a los derechos humanos en general, en el año 2016, el 24% de las políticas llevadas adelante 
fueron culturales, con énfasis en el género, en la afrodescendencia, en la discapacidad y en la diversidad 
sexual. En cumplimiento de la ley de acciones afirmativas para la afrodescendencia fueron capacitados 295 
funcionarios de recursos humanos de distintos organismos y para la diversidad sexual, 700. Se hizo el primer 
censo de personas trans, desarrollado a nivel nacional. 


Esto trajo como consecuencia un proyecto de ley que ya conocen, que no solo habla de la transferencia 
monetaria, aunque todos se centraron en decir: "Ahora me pongo una pollera y por eso me van a hacer una 
transferencia monetaria". La iniciativa establece un universo, lamentablemente muy pequeño, de 
sobrevivientes de la dictadura, de los malos tratos, de las razias, que se obtuvo cruzando datos con el 
Ministerio del Interior. Se trata de personas que tienen una determinada edad. Lamentablemente, el censo nos 
muestra que es un universo pequeño, porque la expectativa de vida de las personas trans no supera los 
cuarenta y cinco años. El proyecto implica una cantidad de elementos que tienen que ver con el 
reconocimiento, con la compensación y con una transferencia económica. 


Asimismo, lanzamos el Decenio Internacional para los Afrodescendientes. El año pasado, lanzamos el primer 
Mes de la Afrodescendencia, en el que rindió cuentas el Estado. Este año, lanzamos el segundo Mes de la 
Afrodescendencia, en el que rindieron cuentas distintos organismos del Estado. 


A su vez, como hacemos cupos en Uruguay Trabaja y en Economía Social, sesenta personas trans 
participaron de programas de inclusión laboral. Además, trabajamos en el espacio de libertad y pensamiento, 
Quilombo 2017, ahora en Rivera, que es el segundo departamento en cuanto a cantidad de población afro. 


Estamos mirando en qué lugares, a nivel educativo, laboral y del territorio, debemos trabajar más 
intensamente, con acciones afirmativas en lo que hace a una población cuyos niveles de pobreza e indigencia 
han descendido, pero de manera dispar. Hay una brecha diferencial entre el resto de la población y la 
población afrodescendiente. 


A esta altura, estamos estudiando -y trabajando en ello, porque es parte de lo que hace el Mides- la diferencia 
entre el afrouruguayo y los afrodescendientes. Se está registrando una corriente migratoria de algunos países 
-como República Dominicana, Haití y naciones de África- que todavía no tiene la potencia que se verifica en 
Argentina. El otro día, un delegado de la Secretaría de Derechos Humanos de la Presidencia de la Nación de 
Argentina nos explicaba la fuerza de las corrientes migratorias en ese país, lo que seguramente también se 
dará en el nuestro. Inclusive, estuvimos con una economista joven, de Burkina Faso, que la vida la llevó a 
vivir en Rivera. Hoy es ciudadana uruguaya, madre de dos hijos uruguayos, que también necesita su 
inclusión. A pesar de que posee un nivel académico alto, no tiene acceso a trabajos acordes con su formación 
profesional. 


En cuanto a los proyectos socioculturales que se hicieron a través de la Dirección Nacional de Cultura, en 
once departamentos, en conjunto con los centros MEC y con las intendencias, debo decir que mil quinientas 
personas accedieron a distintas funciones del Sodre mediante los programas Formación Artística de Niños y 
Adolescentes, Territorio Danza -en Montevideo y Canelones, con la Escuela Nacional de Danza, del Sodre-, 
Dale cCuerda -con la Fundación de Orquestas Juveniles e Infantiles y con la Comuna Canaria- y Pintá tu 
Lugar, Pintá tu Mundo, mediante el cual treinta murales y espacios públicos son intervenidos para la 
convivencia. Hoy, leí en un medio de prensa en línea que los vecinos de un lugar se lamentaban porque la 
gente de Uruguay Trabaja había hecho un mural precioso, que ahora se había tapado. O sea que Uruguay 
Trabaja tendrá que ir de nuevo a hacer ese mural. 


Este es un aporte a la comunidad. A veces, los proyectos que se presentan son de lugares muy pequeños de la 
campaña. Se trata de presentaciones de comunidades, de organizaciones sociales, de jóvenes, de muchachas y 
muchachos, que hacen proyectos a través del Instituto Nacional de la Juventud. 


A continuación, solicito que la directora del Instituto Nacional de las Mujeres, asistente social Mariela 
Mazzotti, presente los temas vinculados a género. Hemos tenido avances muy importantes en Uruguay y 
hemos ido a Ginebra a rendir cuentas ante las Naciones Unidas -al igual que respecto de la afrodescendencia 
y la discapacidad- en cuanto a los avances y retrocesos, porque también nos han observado en una cantidad 
de cosas que debemos tener en cuenta. 


SEÑORA MAZZOTTI (Mariela).- El año pasado, tuvimos dos instancias internacionales de mucho peso para 
el avance de la política pública a nivel regional y de la política pública de igualdad de género a nivel 
nacional. 


Por un lado, en julio del año pasado fuimos a Ginebra, donde Uruguay fue felicitado por los avances desde el 
punto de vista legislativo y de la política pública específica, sobre todo, en las áreas de salud sexual y 
reproductiva y de la lucha contra la violencia de género. En la medida en que quedan desafíos para asumir, 
recibimos un conjunto de recomendaciones en las áreas de trabajo, de educación, de mujeres rurales y de 
mujeres afrodescendientes, que tomamos en cuenta y estamos encaminando para llevar adelante. 


El segundo evento importante fue la conferencia regional de la mujer de la Cepal. Nosotros recibimos a 
delegaciones de todos los países de América Latina y el Caribe y se resolvió, por unanimidad, la estrategia de 
Montevideo, algo que propone a los distintos países de qué forma tienen que implementar las políticas hacia 
la igualdad de género para tener resultados. 


En ese sentido, también estamos tomando esa recomendación a la que Uruguay se comprometió y, en pocos 
días -a diez años de la ley de igualdad de oportunidades y derechos-, haremos el lanzamiento público de la 
estrategia nacional para la igualdad de género, en el marco del Consejo Nacional de Género. Ese es un de los 
aspectos centrales por los que estamos rindiendo cuentas en el día de hoy. El Consejo Nacional de Género 
-creado por aquella ley de hace diez años- es una instancia en la que, bajo la consigna de que la igualdad es 
un compromiso del Estado uruguayo, con representación de altos jerarcas de los distintos ministerios y 
organismos estatales, se ha trabajado sobre una serie de prioridades. Entre ellas, podríamos destacar la 
creación del proyecto presupuestal Igualdad de Género para que, de alguna manera, sea percibida en el 
presupuesto nacional la inversión en género que hacen los distintos organismos. La actualización del modelo 
de calidad con equidad de género es un programa que aporta a la transformación democrática del Estado, y 
busca que en la institucionalidad pública -en su forma de organización interna, de política de recursos 
humanos y de trabajo entre las distintas áreas- no haya discriminaciones vinculadas con la cuestión de 
género. Esto tiene que ver con la política de recursos humanos, salarial, de incentivos, con la prevención y la 
lucha contra el acoso sexual, entre otras cosas. 


El año pasado, en este marco de trabajo interinstitucional, hicimos una campaña por noviazgos libres de 
violencia doméstica, que convocó a más de trece mil adolescentes de todo el país. Debemos destacar cómo 
los propios adolescentes, fundamentalmente, en relación con centros educativos, liceos, UTU y programas 
sociales, convocaron a los jóvenes integrantes de Propia, del INAU, o Impulsa, del INJU, de manera de crear 
distintos tipos de productos culturales, videos, pancartas y fotografías para ser promotores de noviazgos 
libres de violencia de género. Eso se hizo en coordinación con organizaciones de la sociedad civil. 


Presentamos al Parlamento un proyecto muy importante que está en el Senado y que esperamos se apruebe 
este año. Por lo tanto, la Cámara de Representantes lo recibiría en poco tiempo. Me refiero a la ley integral de 
prevención y por una vida libre de violencia de género. 


También se presentaron públicamente -con el apoyo de los distintos ministerios- insumos para un 
anteproyecto de ley integral de prevención y combate de la trata. Estos insumos ya fueron aprobados por los 
distintos ministerios. En consecuencia, el Ministerio de Desarrollo Social -en breve- elevará este 
anteproyecto de ley al Consejo de Ministros y al señor presidente de la República para que sea enviado al 
Parlamento. 


Por otro lado, hemos trabajado en los distintos servicios de lucha contra la violencia de género. El año pasado 
ampliamos el servicio de tobilleras para poder aumentar nuestro trabajo de atención a mujeres y hombres 
agresores. Debo decir que estos servicios han sido de mucho impacto para prevenir la muerte de mujeres. De 
hecho, ni una mujer ha muerto luego de que al varón agresor se le colocó una tobillera. Ha aumentado en un 
48% la colocación de tobilleras; es una medida de protección muy importante que debe seguir en la órbita del 
derecho civil, para que se garantice su acceso ágil. Esto es algo que está planteado en una ley integral y es 
muy importante que se mantenga en el área de los derechos civiles. 


Nosotros no solamente trabajamos en coordinación con el Ministerio del Interior en cuanto a las tobilleras, 
sino también con nuestros servicios de atención en todo el país. Logramos atender 13.439 consultas a nivel 
de todo el país. Debo aclarar que eso corresponde a 2.270 mujeres que se acercaron a nuestros servicios. Se 
realizaron 226 instancias de sensibilización en pequeñas localidades del interior del país. Quiero destacar que 
nosotros trabajamos mucho en coordinación con intendencias y municipios en el marco de las comisiones 
departamentales de lucha por una vida libre de violencia de género. 


También tenemos un convenio con Inefop, porque entendemos que para salir de la problemática de la 
violencia de género se requieren respuestas habitacionales, algo que logramos a través de un convenio que 
también tiene diez años de firmado con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. Ahora, firmamos un convenio con Inefop para poder llegar a trescientas mujeres, a fin de que 
puedan capacitarse y tener inserción laboral, de manera de construir un proyecto de vida autónomo que es lo 
que, en definitiva, permite la superación de la violencia de género. 


Nosotros destacamos un problema que a fines del año pasado y comienzo de este se empezó a visualizar: el 
aumento de los femicidios ha sido dramáticamente alto. Además, nos ha sucedido -lamentablemente- que 
hemos perdido vidas de niñas y niños en el marco de la violencia de género. Este ha sido un problema de 
primera prioridad para el Mides. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Quiero hablar de las vulneraciones de derechos que 
aún persisten. ¿Qué hacemos al respecto? 


Se trabajó en la protección y las políticas sociales de las personas con discapacidad y en cursos virtuales de 
señas para trescientas cincuenta personas en doce departamentos. Debo decir que este curso de lengua de 
señas no tenía por objeto formar intérpretes de lengua de señas, sino preparar a familiares y amigos de 
personas sordas o con baja audición. ¿Por qué? Porque la lengua de señas es otro idioma. No se trata de que 
la persona sorda o con baja audición piense en palabras y luego se exprese; eso se da cuando se dominan los 
dos idiomas. Cuando lo único que tengo es la lengua de señas, pienso en señas. Entonces, para que la persona 
pueda participar y socializar en algo tan simple como un cumpleaños infantil, los que la rodean necesitan 
tener un mínimo de aprendizaje. Vamos a reeditar este curso virtual en doce departamentos; reitero que es 
para familiares y amigos. 


Hubo 1.465 ayudas técnicas y 1.684 servicios prestados. Hablamos de prótesis, órtesis, reparaciones, 
evaluaciones y controles. Nosotros entregamos la prótesis inferior número mil el año pasado, trabajo que 


hacemos conjuntamente con el Instituto Nacional de Ortopedia y Traumatología. 


Ya estamos con las prótesis de miembros inferiores y el calzado ortopédico. En el Centro de Nacional de 
Ayudas Técnicas y Tecnologías (Cenatt), situado en el Prado, en un local muy grande que nos cedió la 
Intendencia de Montevideo, está el taller de ortopedia y de calzado ortopédico. Allí trabajamos con técnicos 
cubanos. Cuando decimos que tanto el calzado ortopédico como las prótesis son gratis, ellos nos aclaran que 
lo son para las personas, pero que al Estado le cuestan. 


En esta etapa nos enfocamos en los miembros superiores. La vida de las personas se transforma con la 
colocación de una prótesis a partir de la cual, por ejemplo, puede caminar libremente, porque también se hace 
fisiatría, en articulación con el INOT. A este beneficio han accedido centenares y centenares de personas que 
vamos detectando por todo el país. Los equipos van departamento por departamento, localidad por localidad. 
Lamentablemente, tenemos muchos casos por diabetes, pero también muchísimos casos de jóvenes que han 
resultado con lesiones graves como consecuencia de siniestros de tránsito, sobre todo, con motos. Lo digo 
para quienes defienden el uso de la moto sin casco. La chica que accedió a la prótesis número mil sufrió un 
siniestro en moto, en el que perdió una pierna. 


Por otro lado, tenemos el 911 accesible para personas sordas, en conjunto con Antel. 318 usuarios fueron 
visitados y valorados en Montevideo, Cerro Largo y Paysandú; realizamos 1.714 valoraciones para asistentes 
personales, Uruguay Trabaja, Yo Estudio y Trabajo y Centro de Discapacidad Visual. Se hizo la 
rehabilitación integral de 83 personas ciegas o con baja visión en 2016. Tenemos alojamiento con apoyos 
para personas con discapacidad psíquica en situación de vulnerabilidad social, donde fueron atendidas 53 
personas. Contamos con el centro transitorio para personas con discapacidad y dependencia, del que hablaba 
la directora Mayra Aldama, y con el departamento de atención a situaciones judiciales y de violencia, que 
atendió 190 casos entre 2015 y 2016. 


Nos referiremos ahora a las acciones tomadas con respecto a la primera infancia. Trataré de ser breve, porque 
es mucho lo que tengo para decir. Sé que es un día muy complicado para los señores legisladores, pero es un 
tema muy importante. Voy a referirme al pasaje, en 2016, de Uruguay Crece Contigo de la OPP al Mides. 
Formalmente, en las rendiciones de cuentas, en los dineros, en todo, durante el 2015 aparece como parte de la 
OPP y no como parte del Mides. Sin embargo, ya estaba trabajando en el Mides, a partir de un acuerdo que 
hicimos con la OPP. De la misma manera, el INDA pasó formalmente con el quinquenal, el 1* de enero de 
2016, más allá de que veníamos trabajando desde el 2015 para hacer confluir las distintas responsabilidades y 
tareas e integrar las políticas del INDA, que no estaban integradas, a las políticas de las transferencias y el 
vínculo de los alimentos con la producción de los pequeños emprendedores. 


Quien tenga hijos pequeños, nietos o nietas sabe que en las maternidades públicas y privadas entregamos a 
todos los niños y niñas, a todos los nacidos, sets de bienvenida, que durante el 2016 fueron 38.720. Los sets 
se entregan por el solo hecho de nacer en Uruguay. De esta manera, se mejoran la captación temprana, la 
calidad del control de salud con ASSE y el Ministerio de Salud Pública, con dispositivos innovadores. 


A su vez, tenemos el policlínico móvil, las parteras comunitarias y la telesonografía remota. Esto es algo 
fantástico: vamos con el móvil a una localidad, se hace una ecografía a la embarazada y un profesor Grado 5, 
desde el Pereira Rossell o desde otro lado, mediante la telesonografía, da su opinión acerca de cómo está ese 
bebé, cuya mamá vive, por ejemplo, en Cerro Chato y, de otro modo, nunca hubiera accedido a ese profesor 
Grado 5 de la Facultad de Medicina. Con la telesonografía se puede acceder a consultas con el mayor nivel 
de calidad que tenemos en Uruguay para atender embarazos que pueden ser o no de riesgo. 


Se contribuyó al plan de primera infancia, infancia y adolescencia, con el diseño y la distribución de 
materiales a técnicos para los espacios públicos, rincones infantiles y barrios para crecer. Hoy ponía el 
ejemplo de Nueva Palmira. Fue eso lo que se hizo previo a la apertura del CAIF: los barrios para crecer y los 
rincones infantiles. 


A través del programa de Acompañamiento Familiar, que es de atención temprana para embarazadas y niñas 
y niños menores de cuatro años, se acompañaron 2.703 hogares; hubo 4.788 beneficiarios directos y 6.144 
indirectos, de los cuales 3.689 fueron niñas y niños menores de cuatro años y 1.099, embarazadas. 


Una de las cosas más preciadas -lo digo como abuela que tuvo una nieta con set de bienvenida; mi nieto 
mayor no lo tuvo-, además del primer juguete, el primer CD, el primer libro de cuentos, y todo lo que se 


entrega a todos las niñas y niños uruguayos, es el libro sobre cómo alimentar mejor, cómo manejar las 
cantidades y cómo comer sano, según las nuevas orientaciones que da la pediatría. Antiguamente, las 
orientaciones de la pediatría apuntaban a que los bebés comieran a los tres meses. Ahora, las orientaciones 
son otras. Antes mandaban jugo de naranja y hoy no lo hacen. Este libro, que está hecho con la cooperación 
de Unicef y con nuestros nutricionistas del INDA, es parte del set de bienvenida de los 46.000 o 47.000 niños 
que nacen por año en el Uruguay. 


Además, entregamos 575 cajas-cuna de emergencia. En las inundaciones o en situaciones como la de 
Dolores, la mujer sale de su casa con su bebé y no tiene nada. Esa caja-cuna -que se convierte en cuna- tiene 
dentro un bolso con las cosas más elementales, entre las que están los pañales y la mamadera. 


Por otro lado, se entregaron 167 practicunas, complementadas con frazadas, ropa de abrigo, mosquiteros y 
repelente. 


Trabajamos con mujeres privadas de libertad en todo el país, hacemos trabajo grupal y familiar con mujeres 
víctimas de trata, en articulación con Inmujeres, y talleres de apoyo, crianza y cuidados en los Centros de 
Primera Infancia. 


No sé si a ustedes les parece tan interesante como a nosotros esto que voy a contar, pero las practicunas que 
se compraron en la primera etapa del programa Uruguay crece contigo -en la segunda etapa de existencia del 
Mides- eran chinas. Además de no ser de industria nacional -seguiremos comprando muchas cosas chinas-, 
tenían un problema adicional: eran demasiado amplias. Entonces, el hermanito o hermanita más grande 
también dormía en la practicuna y queremos evitar el colecho, el riesgo de aplastamiento y de asfixia, como 
ha pasado. El hermano más grande duerme con el bebe y este no tiene cómo defenderse; no estamos 
hablando de intencionalidad, sino de un hecho que sucede. Por lo tanto, la escuela de diseño de la 
Universidad de la República hizo un diseño de acuerdo a las necesidades, que luego fue estudiado, 
reestudiado, probado y reprobado miles de veces por el LATU hasta que le dio la certificación. Hoy tenemos 
emprendedores y emprendedoras, carpinteros y costureras de distintos departamentos que están 
confeccionando la nueva cuna para el programa Sueño seguro, que vamos a presentar a la brevedad. Tiene la 
ventaja de que es para un solo bebe, es excelente, hecha por manos y mentes uruguayas, y el dinero por su 
compra queda en casa. Además, conlleva un trabajo comunitario: cuando queda chica se pasa a una vecina o 
a un familiar. Queremos que esas cunas sean parte de los vínculos sociales y comunitarios. Eso tiene otra 
implicancia, que no es solo tener un sueño seguro, sino mayores vínculos de interacción social. 


Se han generado conocimientos y estrategias. Hay evaluación externa de la Udelar; hay monitoreo de los 
dispositivos de intervención; hay seguimiento de una cohorte de niños y niñas de cero a tres años con la 
Encuesta Nacional de Salud, Nutrición y Desarrollo Infantil. Se pretende plantear en la agenda pública la 
importancia de la primera infancia y la promoción de la investigación de primera infancia; la Udelar, Unicef, 
ANII y el Instituto Pasteur son los convocantes a la participación, ya que cada vez es más interesante para los 
investigadores la primera infancia. 


Sé que este tema les interesa a los diputados, porque nos lo han preguntado a través de pedidos de informes. 
En el caso de los y las jóvenes tenemos más de 80 proyectos para ellos a través del Fondo de Iniciativas 
Juveniles; para Somos de acá más de 40, junto con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca; también 
está "Expo Educa", que son ferias en todos los departamentos del país -a esta altura son tradicionales- para 
que los muchachos, las muchachas, los jóvenes, los adolescentes, vayan a mirar qué hay para estudiar, para 
capacitarse y puedan elegir, saber que existen otras cosas que no conocen; así como la 5K, que ya estamos 
preparando. En los primeros días de agosto se va a lanzar el mes de la juventud con la 5K, del programa "Ser 
joven no es delito". La primera vez se hicieron veinte carreras simultáneas en diecinueve departamentos, de 
las que participaron 32.000 personas. 


A diciembre de 2016, han participado del programa Jóvenes en red -los mal llamados por algunos nini, 
porque supuestamente no estudian ni trabajan; son jóvenes que tienen distintas dificultades que atender, 
ayudar, apoyar, acompañar- 6.824 adolescentes y jóvenes. El 63,1% tuvo algún tipo de inserción educativa 
para la totalidad del período y el 38,4% se vinculó en algún momento al mercado de empleo. Estamos 
tratando de articular estos programas; es decir, que pasen a programas de empleo, como Estudio y trabajo, 
Primera experiencia laboral o el Inefop. Es un programa que está en permanente revisión. 


En cuanto a la tarjeta joven, por la que algunos legisladores nos han preguntado, hoy es una aplicación para 
celular, que brinda beneficios, información sobre derechos, convocatorias, eventos, asuntos de interés para 
los jóvenes. La aplicación alcanza a 12.000 usuarios; todavía tenemos 180.000 que tienen la tarjeta plástica y 
aún no han pasado a tener la aplicación. 


En 2016 se crea un espacio vinculado a adolescentes en conflicto con la ley. Se trabaja con aquellos que 
egresan del Inisa. La cantidad de población privada de libertad en el Inisa anda en alrededor de 500 y 
nosotros trabajamos con 170, antes y después de la salida. A veces nos los matan, como pasó ayer o anteayer. 
A veces están incorporándose y accediendo a un estudio o trabajo, como sucedió con un caso en Tres 
Ombúes, y pasa alguien en un auto o una moto y lo acribillan y lo matan, con todo el impacto que es para la 
familia, el equipo que lo atiende, para el INJU y todos los trabajadores y trabajadoras del Mides, que 
seguimos estas cosas de cerca. Los casos nos impactan porque son personas con cara, con sentimiento, con 
identidad. Es decir que nos preocupan mucho sus caminos de salida. 


Se está trabajando con el INJU-Impulsa, en la elaboración del segundo plan Juventudes; se instala el Consejo 
Nacional de Jóvenes y se inaugura la usina cultural. Ahora no está el señor diputado Gandini, pero el año 
pasado fue invitado como uno de los exdirectores del INJU, cuando se cumplieron los veinticinco años de la 
institución -invitamos a todos los exdirectores y exdirectoras-, y les mostramos -es paradigmático- cómo en 
el sótano del Banco Transatlántico, que fue robado y fue parte de una crisis muy grande en el Uruguay, hay 
un tesoro: una usina cultural, un centro de grabación de música, de video, que está a disponibilidad de todos 
los muchachos y muchachas del país que quieran acceder a él o grabar un demo. Mucha gente no lo conoce; 
les mostrábamos a los periodistas el teatro y el centro cultural y les hablábamos del Banco Transatlántico, que 
no es que yo lo recuerde, pero lo estudié. No creo que nadie acá haya vivido esa época, pero recordará los 
impactos históricos y que no naufragó, sino que lo hundieron. 


Como decía el señor diputado Lafluf, en cuanto a la participación de la sociedad civil organizada de personas 
mayores se hicieron cuatro encuentros regionales y uno nacional, vinculado a la Redam, una red de atención 
a los adultos mayores, de la que participaron 320 organizaciones. Además, aquí, en esta Casa, tuvimos el 
segundo Parlamento Nacional de Personas Mayores. Participaron 260 personas mayores representantes de 
organizaciones sociales, se capacitó a 930 personas de organizaciones sociales y 400 policías comunitarios 
capacitados en adultos mayores. 


Por otro lado, se puso el Sistema de Información sobre Vejez y Envejecimiento, con un sitio web en el 
observatorio del Mides al cual pueden acceder, con indicadores específicos y presentación del informe. 
También contamos con atención a la problemática de abuso y maltrato a personas mayores; 227 personas 
mayores con vulneración crítica social. Además, apuntamos a la mejora en la calidad de cuidado y de respeto 
a los derechos humanos en establecimientos donde hay personas privadas de libertad. 


En el caso del INDA, 52.434 niñas y niños reciben la alimentación en el marco del Plan CAIF -hay un 
artículo que tiene que ver con esto-; 15.409 dentro del Programa de Atención de Riesgo Nutricional, donde 
estamos trabajando para pasar todo a un solo sistema de transferencias; 9.695 en el Programa de Apoyo a 
Enfermos Crónicos; 7.830 en 58 comedores dentro del Servicio Nacional de Comedores; 32.591 en 664 
instituciones en el Programa de Apoyo a Instituciones Públicas y Privadas, y el desarrollo de la tarjeta como 
principal instrumento, además de los avances en cuanto a la seguridad alimentaria y nutricional de la 
población. 


Dentro de los procesos de descentralización, uno de los más importantes es la integración de INDA a todos 
los departamentos en lo que refiere al control, a la supervisión, al apoyo y al empuje de las oficinas 
territoriales del Mides. ¿Por qué? Porque de esta forma se controla cuánto dinero llega, cómo se compra, qué 
se compra, a quién se le da y las visitas a los comedores. 


Me lo decía el director departamental de Rivera. Él se tomó la tarea, como corresponde, de hacer supervisión 
y llegar sin aviso a distintos comedores para ver cuánta gente había comiendo. De esa manera, se puede 
realizar el control respectivo de acuerdo a las planillas que le llegan al director Lorbeer, diciendo, por 
ejemplo: "Acá comen setenta y cinco". Cuando el director fue, resulta que comían cinco; ese día. Puede ser 
que otros días coman más personas. Esto es parte del cuidado de la ejecución y de los dineros públicos; 
estamos haciendo convenios con las Intendencias. Sabemos que para las Intendencias controlar los 
comedores es un peso. El apoyo de las oficinas creemos que es muy bueno. En algunos casos, tenemos la 
parte de INDA dentro de la oficina, de tal manera de que se pueda hacer el trabajo en conjunto. Es decir, si 


voy a visitar un hogar para ver cómo se mide la transferencia monetaria o si precisa algún tipo de apoyo, 
miramos otras cosas, como por ejemplo si hay enfermedades crónicas y trabajamos con las policlínicas. 
Tenemos que decir que no es sencillo. En muchos casos, el ser humano juega un papel muy importante. Si el 
ser humano que atiende en una policlínica tiene muchas ganas de resolver los problemas, la confluencia de 
las instituciones funciona. Si yo, en el Mides, no tengo ganas de atender problemas de salud porque puedo 
decir que no me toca, no voy a favorecer el trabajo que va a tener en salud o instituciones privadas del 
interior y de Montevideo. 


Estamos haciendo un trabajo en el Hospital Pereira Rossell en conjunto, pero es para el próximo año. 


Antes de pasar a que el director Mauricio Guarinoni nos hable del proceso de descentralización en 2016, en 
el cual hemos avanzado mucho, pediría al magíster Juan Pablo Labat que dé una pincelada sobre un tema que 
también se discute mucho. Nosotros tenemos muchos pedidos de informes en donde se nos pide que 
expliquemos el criterio que utilizamos para otorgar la tarjeta, para determinar que esa familia la necesita; en 
qué nos basamos, si es a ojo, si es por clientelismo, si se trata de clientelismo institucional, y este es un 
término que hemos aprendido, lo utiliza la academia 


Voy a dar un ejemplo de clientelismo institucional: yo estoy en el Mides y tengo una amiga en salud pública, 
le pido que me atienda a tal persona en vez de que eso sea natural, sea normal, que fluya. Si digo que tiene 
que ser atendido, lo tienen que atender. Por ejemplo, si tenemos una persona en situación de calle y la 
tenemos que internar de noche porque tiene un problema medico, el hospital lo tiene que ingresar; si tiene un 
problema de salud mental, esa institución lo tiene que atender. Las cosas tienen que pasar a pesar de los 
gobernantes; tienen que pasar porque el sistema funciona, porque el sistema fluye. 


Por eso me gusta que las cosas queden legisladas, por eso nos gusta la interinstitucionalidad, por eso 
trabajamos con las mesas interinstitucionales, de las cuales va a hablar Mauricio. 


Ahora pediría que Juan Pablo Labat, director de Evaluación y Monitoreo, explique una vez más cómo se 
otorgan los beneficios, si es a ojo o es porque nos enternecemos, o si hay algo científico en la base de esto. 


SEÑOR LABAT (Juan Pablo).- Agradezco a la señora ministra que me deje explicar este asunto que, de 
hecho, ya lo hemos abordado en varias comparecencias. Me refiero al sistema nacional de transferencias 
monetarias no contributivas, en especial, aquellas que están identificadas con los programas de protección y 
asistencia social que, en este país, principalmente son las asignaciones familiares y la Tarjeta Uruguay Social, 
pero también hay otras de no tanta entidad, en términos numéricos, como la asistencia a la vejez y algunas 
contribuciones que se brindan desde el programa del Inda. 


Quiero referirme al avance en el desarrollo estratégico de la integración del sistema de transferencias 
monetarias y, desde esa perspectiva, plantear que Uruguay ha evolucionado, hace más de diez años, a 
métodos de selección estadísticos de la población beneficiaria de transferencias monetarias. En Uruguay y en 
buena parte de Latinoamérica los programas de transferencias condicionadas han sido parte estructurante de 
la nueva matriz de protección social. La inversión en un criterio transparente de selección de población es un 
activo muy grande del país, porque es la puerta de ingreso a otro conjunto de programas que articulan con las 
transferencias monetarias, lo que es una buena novedad en términos continentales. La nueva generación de 
políticas públicas de programas de proximidad en Uruguay se da a partir de la información que proveen los 
sistemas de registro de beneficiarios, construidos inicialmente para las transferencias monetarias, pero que 
han trascendido esa dimensión unidimensional que abarca el acompañamiento, a través del vector de ingresos 
de los hogares con dificultades de activos para el desarrollo social. 


Uruguay cuenta con un índice de carencias críticas que es un instrumento que se viene desarrollando desde el 
Panes a la fecha. Obviamente, el instrumento se actualiza cada tres o cuatro años, esa es una estimación sobre 
la probabilidad de acceder a un cierto umbral de ingresos de los hogares en función del cual se selecciona la 
condición de elegibilidad. A ese instrumento se llega a través de estimaciones recogidas en la Encuesta 
Continua de Hogares que realiza la Universidad de la República, y en diálogo con el Ministerio de Desarrollo 
Social y otras instituciones del Estado como la OPP, el MEF, el INE, se lo somete a una revisión permanente 
para saber sobre su desempeño. Inclusive, se ha avanzado en criterios complementarios como decía la señora 
ministra, para mejorar la focalización de las transferencias monetarias. 


Es un instrumento privilegiado para atender en forma directa a la población. 


La postulación de las personas es libre porque cualquier ciudadano puede aspirar a ese instrumento; está en 
su derecho y en su ejercicio y puede presentarse en los mostradores del Estado correspondientes y será 
considerado por el mecanismo correspondiente, en el Banco de Previsión Social, a través de una declaración 
jurada y en el Mides, luego de una visita del Ministerio que, una vez recabada la información y la 
comprobación de medios -como se dice en términos técnicos-, habilita a que la persona pertenezca o no al 
Programa. 


El acceso al Programa depende de la vocación activa de las instituciones o de la demanda de la población; es 
un acto de trasparencia importante, porque cualquier ciudadano puede presentarse, incluso, a reclamar 
respecto a si fue elegido o no. Para nosotros es un activo importante. Como los criterios estadísticos por los 
que se elige al postulante tienen margen de error, los procesos complementarios que seguramente impliquen 
-se hacen en algunos casos- también son sometidos a tratamientos generalistas. Solamente en casos muy 
excepcionales los procesos complementarios -luego voy a dar un número, para que tengan una idea- son 
considerados a partir de una valoración técnica personal frente a una situación. Lo que en estos casos se hizo 
es, como decía la señora ministra, valorar aquellos hogares con muy pocas personas por el peso que tiene la 
cantidad de integrantes en el desempeño del instrumento, considerando a las madres solas con hijos. Una vez 
que se resuelve un criterio complementario se aplica para todos y no se atiende el caso excepcional de una 
madre con hijos que se presentó a reclamar, sino que se aplica un criterio que amplía la elegibilidad a los 
efectos de que todo el mundo esté considerado en forma pareja. Esto nos parece muy importante, porque 
brinda garantías a la población y una gran seguridad en la eficiencia del gasto en esos términos; obviamente 
que los sistemas de contralor del desempeño de los instrumentos dependen de la gestión del Estado, pero 
gozan de una enorme equidad a la hora de otorgar estas prestaciones. Si hay errores, son para todos, y están 
vinculados más bien a las características de los instrumentos de selección. 


Por otra parte, simplifican mucho el procedimiento de selección de la población para todas las instituciones 
del Estado, porque ahorran. Cada una de las que requieran construir programas focalizados -por un problema 
de estrategia de desarrollo de los programas, simplemente por restricción presupuestal o por objetivos del 
programa- no tienen que volver a hacerlo según sus propios criterios, porque el Mides y a través del Sistema 
Integrado de Información del Área Social -SILAS- ofrece una especie de credencial de estado 
socioeconómico de la población que distingue franjas para poder asignar distintos beneficios según lo que 
políticamente entiende cada institución. Además, el Ministerio de Desarrollo Social no se mete en la 
definición de las demás instituciones; simplemente, brinda un ordenamiento de condición socioeconómica. 
Las otras variables complementarias las definen las sectoriales que corresponden. Es un segundo avance, 
porque evita mucha burocracia del Estado incurriendo en valoraciones que se superponen y se contradicen 
entre las distintas instituciones cuando una considera que la variable A hay que preguntarla de la manera A y 
otra, de la manera B y, en realidad, estamos relevando más o menos la misma información. 


Estos son los activos fundamentales del sistema de transferencias monetarias por el que camina Uruguay. La 
novedad que plantea la señora ministra es ir incorporando el proceso de selección de beneficiarios del INDA 
hacia instrumentos de esta naturaleza, porque nos permite avanzar en la idea de unificación del sistema de 
transferencias monetarias, parte del programa de Gobierno. Si a eso agregamos los estudios que venimos 
haciendo sobre el gasto fiscal definido a través de distintos instrumentos de financiamientos provenientes de 
estructuras de programas distintos, podemos pensar que estamos cerca de tener una unidad contable que sea 
el vector de transferencias del Estado a toda la población, ya sea que provengan de transferencias monetarias 
condicionadas como estas -asignaciones familiares- o de deducciones de impuestos, como el IRPF u otro tipo 
de transferencia que se pueda agregar. 


Es de resaltar que Uruguay también cuenta con una especie de ingreso mínimo para hogares con menores 
-entre los distintos instrumentos, ronda el 80% de la población, o más-, estando muy cerca de ese propósito 
de que al menos tenemos un sef de instrumentos cuya orientación es proteger a los menores de dieciocho 
años, a la primera infancia, infancia y, aparte, a la adolescencia, a través de una vinculación con el Estado que 
se ocupa de aliviar el problema de los ingresos. 


Sobre los asuntos presupuestales a los que se refirió la señora ministra, más allá de todas las discusiones que 
permanentemente se dan, especialmente en la prensa, sobre los enormes gastos que las erogaciones por 
transferencias monetarias implican para el Estado, efectivamente, el presupuesto del Mides, incluyendo la 
tarjeta del Mides, es equivalente a la renuncia fiscal del Estado en subsidios a la educación privada. Como 
dijo la ministra, no está bien ni mal. Simplemente es un dato a tener en cuenta cuando se planea el gasto que 


hace el Estado hacia determinados sectores. Tanto la construcción del vector integrado de transferencias del 
Estado a los distintos sectores sociales como este tipo de análisis sobre gasto público, incluyendo renuncias 
fiscales, muestran claramente que el Estado se está ocupando de muchos más estratos sociales que recorren 
verticalmente la población que lo que se estila considerarse como gasto. 


Está bien hacer esa rendición de cuentas, porque estamos hablando de mucho dinero, y a ese dinero es 
importante agregarle esta otra discusión sobre la distribución en general del Estado por sus distintos 
instrumentos que vienen al tanto con esto. 


Estamos a las órdenes por cualquier otra especificación que precisen conocer. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Estamos de acuerdo con los dos números; el presupuesto total del 
Mides es igual a la exoneración fiscal que se le otorgó a la educación privada que, según la Rendición de 
Cuentas anterior, es de US$ 11.500.000. ¿Es así? 


SEÑOR LABAT (Juan Pablo).- No es así. No sé el número exacto planteado en la anterior Rendición de 
Cuentas. Generalmente, los datos de gasto público consolidado no se hacen de un año para el otro, a veces 
precisan más tiempo de ajuste. 


Pero estamos hablando aproximadamente de un 0,32% de gasto en puntos del PIB del Mides para 2015, 
contra un 0,31% de renuncia fiscal para 2014, según datos de la DGI del mismo orden de magnitud. 


SEÑOR GUARINONI (Mauricio).- Para profundizar en el proceso de descentralización nos parece 
pertinente comentar la estructura de gestión territorial que tiene el Ministerio de Desarrollo Social. 


En primer lugar, el Ministerio cuenta con diecinueve direcciones departamentales. En un Estado unitario es 
bien significativo contar con diecinueve direcciones departamentales y con el mandato que tiene el Ministerio 
de Desarrollo Social de coordinar y articular las políticas sociales a nivel central y territorial, con dos niveles 
más de gobierno. Es un dato importante que tengamos diecinueve direcciones políticas que ordenan el trabajo 
territorial que realiza Ministerio de Desarrollo Social. 


En segundo término, tenemos treinta y seis oficinas territoriales que llevan adelante diferentes tareas. Una de 
las principales es la atención ciudadana; en 2016, el Mides atendió 278.000 consultas, cifra que se incrementa 
en el correr de los años; estimamos que en 2017 llegaremos a las 300.000. La atención ciudadana es una de 
las principales. En 2016 el Mides tuvo 278.000 consultas; en el correr de los años han tenido un incremento 
importante, y este año vamos a llegar a cerca de las 300.000 consultas. 


En las oficinas territoriales también se promueven los procesos de participación ciudadana, las visitas e 
informes sociales a familias, consultorios jurídicos, la articulación intra e interinstitucional y el apoyo a todos 
los programas e institutos del Mides. 


Con respecto al proceso de descentralización, es importante destacar la mejora de la infraestructura a nivel de 
oficinas territoriales en 2016. Se hicieron tres comodatos con el BPS en Treinta y Tres y Maldonado, otro con 
ANEP en Cerro Chato -adonde vamos a instalar una oficina territorial el año que viene- y, en acuerdo con la 
Intendencia de Montevideo, la apertura de la oficina territorial terminal Colón, que depende de la oficina 
oeste, y de la oficina territorial del intercambiador Belloni, que es una nueva oficina territorial del Mides en 
el oeste de Montevideo. 


Además, el Mides realizó once nuevos arrendamientos de oficinas territoriales en Florida, Mercedes, Fray 
Bentos, Las Piedras, Paysandú, Rivera, Minas, Bella Unión, Melo, Ciudad de la Costa y Young para mejorar 
la infraestructura y tener mejor capacidad para desarrollar los procesos de descentralización. Es importante 
destacar que estos nuevos arrendamientos se hicieron a fin de mejorar el servicio de atención en violencia de 
género, que se realiza en las oficinas territoriales a través de un convenio con la sociedad civil que tiene 
Inmujeres, y la accesibilidad de todas las oficinas territoriales. 


Otro dispositivo territorial con el que cuenta el Ministerio es la oficina articuladora de políticas sociales del 
centro hospitalario Pereira Rossell, que es el centro de referencia nacional de maternidad y de salud infantil 
-el más importante del país-, que atiende las situaciones de mayor complejidad. Estamos trabajando en la 
implementación del Programa de Atención al Riesgo Nutricional, con la dirección del INDA, para atender los 


siete mil nacimientos que anualmente se producen en el Pereira Rossell, a fin de que todos los niños que 
nazcan allí se lleven una tarjeta alimentaria bajo el brazo. 


Otro dispositivo territorial importante es el Centro Nacional de Atención a Situaciones Críticas, que funciona 
en el edificio central del Mides. Aquí se realiza la atención, orientación, contención y abordaje de personas en 
situación de vulnerabilidad social: gestión de documentación, trámites, asesoramiento jurídico y atención 
psicológica. Es importante enumerar estas acciones porque es el principal centro de atención que tiene el 
Ministerio de Desarrollo Social en el país, que cuenta con unas 26.000 consultas anuales de unas 20.000 
personas. Otro servicio importante es el de atención telefónica gratuita de alcance nacional. En el año 2016, 
el 0800 tuvo 42.000 consultas de 23.000 personas. 


Finalmente, tenemos los servicios de orientación y consulta de articulación territorial, los Socat, que son 
convenios con la sociedad civil. En el año 2016 tenemos vigentes sesenta y nueve convenios a lo largo y 
ancho del país, que buscan impulsar el desarrollo comunitario, la activación de redes de protección social y la 
participación de vecinos, instituciones públicas y privadas en el marco de los microterritorios. Aquí tenemos 
ochenta mesas de coordinación zonal de participación en todo el país, cincuenta y cuatro nodos de educación, 
ochenta nodos de familia y veintisiete nodos de otras temáticas. 


En una reformulación que realizamos en el comienzo de esta gestión, los Socat tienen la posibilidad de 
movilizarse a lo largo y ancho del territorio que tiene asignada la oficina territorial -en un acuerdo de 
planificación entre la organización de la gestión del Socat y el ministerio- y una atención descentralizada en 
ciento cincuenta puntos de todo el país. Si nosotros complementamos la atención de la oficina territorial con 
el servicio de orientación y consulta de articulación territorial, a lo largo y ancho del mapa del país podemos 
ver un despliegue casi capilar del Ministerio de Desarrollo Social. 


En apoyo a los procesos de descentralización, el Ministerio está desarrollando, en cooperación con la OEA, 
una planificación integrada, con carácter territorial, para lo cual estuvimos capacitando a los equipos 
territoriales y a jefes de oficinas durante el año 2016. Este proceso continúa en 2017, involucrando a los 
referentes territoriales de las diferentes direcciones e institutos del Ministerio, que llevan la planificación de 
cada una de sus áreas. 


También es importante mencionar los consultorios jurídicos, en convenio con los centros de estudiantes de 
derecho; se trata de de dieciséis convenios vigentes para todo el interior del país. En 2016, recibieron 8.375 
consultas. Este es el primer acceso de la población más vulnerable al Poder Judicial; es la consagración del 
derecho a acceder a la justicia, en base al sistema democrático y al desarrollo del Estado de derecho con 
respecto a los derechos humanos. En materia familia se trabaja en pensiones alimenticias, régimen de visitas, 
tenencias, investigación de paternidad y declaraciones de incapacidad; en materia civil, en desalojos y 
lanzamientos, acceso a la documentación, rectificación de partidas de nacimiento -estos son aspectos muy 
importantes para que la población pueda ejercer sus derechos- y procesos de cambio de identidad para 
consolidar la identidad de las personas trans, y en materia laboral, en el asesoramiento a trabajadoras 
domésticas y trabajadores extranjeros que tienen sus derechos vulnerados, que muchas veces se encuentran 
en situación de explotación y abuso. En conclusión, los consultorios jurídicos no solo tienen una actuación 
como patrocinio letrado, sino que también detectan situaciones de abuso, de explotación laboral e, inclusive, 
de trata de personas a lo largo y ancho del país. 


En torno a la protección de trayectorias educativas de inclusión, en el marco de un acuerdo interinstitucional, 
en 2016 el Mides y la ANEP contactaron a 2.355 niños que se habían desvinculado en el pasaje de Primaria a 
Secundaria, que representan un 95% del total de estos niños, y se obtuvo información relevante para mejorar 
los procesos. Tanto es así que, en el año 2017, fuimos a buscar solo 136. Esto se debió a un proceso de 
inscripción temprana que realiza Primaria de los niños que van a pasar a Secundaria, que permitió hacer un 
seguimiento más adecuado y, por lo tanto, la reducción de esta cifra. 


Las políticas de frontera son una prioridad para el Ministerio de Desarrollo Social. Estamos trabajando un 
espacios de articulación local binacional, con abordaje institucional vinculado a la frontera y a migrantes, a lo 
largo y ancho del país. Se instalaron mesas temáticas de fronteras en Cerro Largo y en Rivera, pero se trabaja 
en coordinación binacional con todos los departamentos de frontera. Se hicieron ocho jornadas de 
capacitación a técnicos de oficinas territoriales y programas Mides en territorio sobre trata y tráfico de 
personas, una reunión de alto nivel para la nueva agenda de cooperación fronteriza entre Uruguay y Brasil, y 
en agosto, un encuentro en Brasil con los ministerios de desarrollo social de Uruguay y Argentina para el 


intercambio y proyección de acciones conjuntas. También se conformaron los comités de integración 
Uruguay-Argentina en Bella Unión - Monte Caseros, Concordia - Salto y Paysandú -Colón. 


Con respecto a las políticas de cuidados, hay que destacar que se hizo una gira nacional de cuidados por los 
diecinueve departamentos. Ello involucró reuniones con las diecinueve intendencias, un vínculo directo con 
cincuenta y seis municipios, reuniones con las veintiuna mesas interinstitucionales de políticas sociales y con 
cuatrocientas cincuenta organizaciones de la sociedad civil. Asimismo, en 2016 se comenzó con la ejecución 
de dieciséis fondos de iniciativas locales en cuidados, que pone en valor el desarrollo comunitario y que la 
comunidad pueda discutir el sistema de cuidados y pensarlo desde el territorio, buscando complementar la 
política pública con iniciativas de la sociedad civil de carácter local. 


También se generaron siete fondos de corresponsabilidad de género en cuidados, en el marco de la Mesa 
Interinstitucional de Políticas Sociales. El objetivo es que las instituciones a nivel del territorio puedan pensar 
la corresponsabilidad de género en los cuidados como política de cambio cultural, que modifica la relación 
del cuidado hacia adentro de los arreglos familiares. 


A su vez, en el marco de los procesos de descentralización, como definió el presidente de la República en 
torno a los gobiernos de cercanía, el Ministerio de Desarrollo Social participó en todas las instancias. Se 
mantuvieron 249 audiencias a lo largo y ancho del país en el año 2016, en Artigas, Paysandú, Rivera, Salto, 
Minas, Paso de los Toros, Tacuarembó, Colonia del Sacramento, Carmelo, Fray Bentos, Rocha, Chuy, San 
José, San José de Mayo, Treinta y Tres y Trinidad. Hemos dado respuesta al 80% de los planteos realizados y 
el 20% restante está en proceso de gestión. 


Con respecto al cambio climático y al rol del Ministerio de Desarrollo Social dentro del Sistema Nacional de 
Emergencias, debo decir que hemos entrevistado a 11.834 personas en 17 departamentos en torno a la 
emergencia climática que tuvimos en el año 2016, que fue de gran envergadura. Lo ocurrido fue algo nunca 
visto en cuanto a las inundaciones en el país. En ese sentido, duplicamos 3.116 Tarjetas Uruguay Social por 
tres meses a las familias de mayor vulneración social. Además, a este trabajo se integraron las diferentes 
direcciones nacionales que tiene el Ministerio de Desarrollo Social. Uruguay Crece Contigo hizo el 
seguimiento de las mujeres embarazadas y los niños de cero a tres años, y se entregaron canastas de 
emergencia y pañales. El INDA apoyó con víveres secos y alimentos frescos. Asimismo, en el marco de un 
acuerdo con la Dirección Nacional de Economía Social e Integración Laboral, se hizo la compra a 
emprendedores a nivel local, como una experiencia piloto, en el departamento de Salto. 


A su vez, con el INJU se gestionaron espacios de convivencia. Esto puede parecer poco importante, pero en 
el marco de situaciones de emergencia y de inundaciones que hace que las familias convivan en gimnasios 
más de dos o tres semanas, es importante gestionar esos espacios, generando actividades recreativas. Además, 
Jóvenes en Red realizó el seguimiento de jóvenes con alguna situación de consumo, que es muy importante. 


Por otra parte, Pronadis preparó kits de emergencia para las personas con discapacidad y nuestras oficinas 
territoriales pudieron dar una respuesta rápida en el marco de la emergencia. 


De acuerdo con el rol de articulador y coordinador de las políticas sociales del Ministerio de Desarrollo 
Social y su repercusión en el territorio, se elaboraron planes de desarrollo departamentales en el marco del 
Consejo Nacional de Políticas Sociales en todos los departamentos del interior. Como estas cuestiones 
muchas veces no tienen visibilidad, es importante decir que se requirieron ciento cincuenta reuniones de 
trabajo de las mesas interinstitucionales de políticas sociales y diez de la Comisión Territorial del Consejo 
Nacional de Políticas Sociales. Los planes de desarrollo departamental no son otra cosa que priorizar a nivel 
territorial la agenda social de cada uno de los lugares. Según el territorio tenemos una agenda con diferentes 
prioridades, que ordena la cancha a la hora de articular las necesidades de cada lugar. 


Para finalizar, quiero decir que en el marco de un convenio interinstitucional de electrificación rural, estamos 
trabajando con la OPP, los ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca, y de Industria, Energía y Minería, y 
con UTE. El convenio busca llegar al 100% de la ruralidad. En el año 2016 el Mides hizo visitas sociales en 
Poblado Godoy y Paso Centurión en el departamento de Cerro Largo, Paso del Medio en Tacuarembó, Paso 
de Gaire en Rivera y Poblado Los Rodríguez en Paysandú, a fin de entregar informes sociales que sirvieran 
para que se ejecutara la exoneración de la conexión a la energía en el marco de este convenio. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Escuché con atención, sobre todo lo manifestado acerca de la atención 
ciudadana y la descentralización. Nosotros tenemos muchas dudas en cuanto a cómo es el funcionamiento del 
Mides, específicamente en el caso de las personas en situación de calle. Sabemos que existen líneas de 
atención ciudadana para denunciar casos de personas en situación de calle, como el 0800 8798 y el 0800 
5050 para el caso de niños, que funciona en conjunto con INAUÚ, 


Mi inquietud tiene que ver con la descentralización y la operativa logística. En ese sentido, nos consta que no 
es lo mismo estar en situación de calle pasando 200 metros del puente Carrasco que 200 metros antes. ¿Por 
qué? Porque hemos comprobado que la atención ciudadana es simplemente para la capital. La ministra me 
hace señas de que no es así, pero yo llamé personalmente para hacer un reclamo por una persona en situación 
de calle y puedo decir cuál fue la contestación. 


Teniendo una zona metropolitana con tanta densidad de población, no tendrían que existir los límites y 
mucho menos los geográficos, sino que se deberían extender para lograr una mejor atención. 


En definitiva, quisiera saber cómo se maneja el Ministerio en cuanto a esos límites y cuáles son los derechos 
y cuáles no son los derechos para las personas que no están dentro del departamento de Montevideo, que 
tienen una atención totalmente distinta. Por ejemplo, se puede decir que el número 105 de Salud, que no 
corresponde el Mides, existe solamente para la ciudad de Montevideo y la gente del interior se tiene que 
comunicar a través del 911. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Es muy importante lo que plantea el diputado 
Andújar. Es un asunto que para nosotros es muy complejo y estamos trabajando para modificarlo. 


Cuando nació el Mides, se hizo un Plan de Emergencia, porque la situación de calle que teníamos era terrible 
y distinta a la actual, puesto que había familias enteras en la calle. Por lo tanto, un porcentaje muy importante 
de personas accedía a concurrir a los refugios, a la atención y había una cantidad que no, pero en general era 
otra situación. En ese sentido, hicimos experiencia y siempre digo que nosotros vamos modificando la 
realidad, que cambia por nuestra acción, omisión u otros factores. Por eso no podemos aferrarnos a querer 
trabajar siempre de la misma manera. 


En esa primera etapa llevamos adelante la experiencia de poner familias enteras en refugios y el resultado fue 
muy malo. El resultado en cuanto a estar cubiertos y alimentados, sin duda fue bueno, pero desde el punto de 
vista del proceso de salida y de la convivencia, fue una experiencia muy mala, que nos enseñó mucho. 


Por lo tanto, en la segunda etapa del Mides se instalaron los refugios para mujeres solas con niños, en los que 
se trabajó de manera diferente que con el resto de la población en situación de calle. En aquel momento, 
había mujeres y varones en situación de calle. En cambio, actualmente solo de vez en cuando aparece alguna 
mujer sin niños en situación de calle. Además, tenemos refugios para mujeres y para varones. Digo esto 
porque es un problema en el interior del país y nuestros directores departamentales lo plantean con mucha 
vehemencia e inteligencia, ya que conocen el lugar. El refugio llamado La Heroica, en Paysandú, es un 
ejemplo de este aprendizaje, porque ha sido un lugar muy complejo, ya que ingresaban varones y mujeres; 
llovía y entraban al refugio, etcétera. No se podía tener un plan de trabajo para que la gente saliera de los 
refugios, a lo que hay que sumar otros problemas muy serios. 


Tengo un matiz con lo que dijo el señor diputado Andújar. La gran ventaja de la descentralización es que 
nuestra oficina, nuestros trabajadores, nuestros equipos en territorio son los que indican qué se precisa en 
cada zona. 


Por ejemplo, nuestros equipos de fronteras nos dicen qué se precisa para los caminantes: aquel que cruza la 
frontera y se queda dos, tres o cinco días en Montevideo o aquellos que piensan que en la frontera -estoy 
hablando de hoy, y no de hace diez años- la vida es más fácil y mejor. Estos caminantes van transitando por 
la Rutas N* 5 hacia Rivera o por la Ruta N* 8. ¿Por qué digo que van transitando? Porque, por ejemplo, se 
nos ha reportado que muchos de los que van transitando por la Ruta N* 8 se quedan en Minas. La directora o 
la oficina de Minas nos dice: "Hay una familia así y así que quiere llegar a Cerro Largo, pero se quedó aquí 
porque no le da para más: ni para seguir ni para volver". 


Esa es una parte del fenómeno. Otro es la puesta en libertad, que es algo que estamos ajustando. Cuando el 
juez o la jueza determina la puesta en libertad de una persona, en ese minuto, por acatamiento de la ley -debe 


ser así, y está bien que así sea-, tiene que ser puesta en libertad. O sea que si es puesta en libertad a las once 
de la noche, tiene que ser puesta en libertad a las once de la noche. Si no tenemos idea de que esto va a 
ocurrir, si no hubo un trabajo previo, esa persona va a ir a la calle. En aquellos lugares donde tenemos equipo 
móvil y otro tipo de relevamiento, se localiza al liberado, se lo alberga, se lo alimenta o el dinero para viajar 
al departamento al que pertenece, si tiene lazos familiares. 


Es cierto que en el área metropolitana -cuando hablo de Montevideo no me refiero a los límites geográficos 
ni políticos, sino al área metropolitana- existe la mayor concentración de población, y también tiene mayor 
población de calle o de gente que transita por la calle y vuelve al hogar. Un ejemplo clásico es el de una 
persona con problemas de salud mental, de consumo o ambos. En algunos casos, la familia existe y sabe 
dónde está, y la persona queda tranquila y contenta; además, los psiquiatras aconsejan cortar el lazo. Este tipo 
de problema es muy complicado. 


Una de las cosas que queremos modificar -parece muy tonto, pero no lo es-, y que el área de informática del 
Ministerio va a resolver es que cuando se llama al servicio 0800 -que actualmente suena y parece que nadie 
atiende-, se anuncie en qué orden de espera está, como pasa en otras instituciones: "Usted está en el número 
4"; "Usted está en el número 3", etcétera. Eso lo vamos a modificar a la brevedad. 


Me gustaría que la señora subsecretaria, que está al frente de Intercalle, hiciera algunas apreciaciones sobre 
este tema. 


SEÑORA SUBSECRETARIA DE DESARROLLO SOCIAL (Ana Olivera).- Me gustaría que el señor 
diputado Andújar comentara su experiencia con el 0800 y conocer la respuesta que tuvo. 


El sábado pasado atendí un caso en Pando, donde este servicio funcionó. El 0800 recogió el pedido, se pasó 
el pedido a la persona que estaba de guardia, se contactó con la policía -porque la persona se había dirigido a 
la comisaría- y hoy la Dirección Departamental de Canelones se está haciendo cargo del seguimiento y 
acompañamiento de la situación. Eso es descentralización. 


No obstante, recogemos estos reclamos vinculados con la comunicación. 


Sin duda, en el Programa Intercalle tenemos una cuota parte importante de trabajo en la atención a las 
personas en situación de calle, pero no podríamos llevar adelante esta tarea si no participara ASSE, la 
Secretaría Nacional de Drogas, el INAU, diferentes áreas del Ministerio del Interior. Inclusive, hemos 
involucrado al Poder Judicial en el abordaje de las diversas situaciones porque, a pesar de que es un número 
acotado de personas, requieren variadas estrategias, porque las personas en situación de calle acumulan 
diversos problemas, algunos vinculados con una situación de pobreza inicial y otros, con consumo 
problemático. 


Ponemos especial atención en el área metropolitana -esto forma parte de un reclamo en otros departamentos, 
y por eso la mayor cantidad de refugios está concentrada en Montevideo, Canelones -Pando y Las Piedras-, 
Maldonado y San José. Estos refugios están vinculados con la atención nocturna y con la atención 
veinticuatro horas para mujeres con niños y niñas. 


Entonces, abordamos la diversidad, y entendemos que no es igual el área metropolitana que el resto del país 


Para el Ministerio de Desarrollo Social el INAU es muy importante para la prevención. Necesitamos que esos 
cuatro mil niños que hoy están en amparo en el INAU, si no tuvieron una familia amiga o un proceso de 
adopción, no vayan a la calle cuando salgan a los dieciocho años. 


A propósito de esas trayectorias que seguimos -y mucho- podemos hablar de la trayectoria de una persona 
recientemente fallecida -no fue por hipotermia-, desde que salió del INAU a los dieciocho años y apareció 
muerta a los veintitrés años en un predio. Esta persona estuvo en situación de calle en Montevideo, en 
Canelones y en Maldonado, siempre atendido en los centros, e hizo el camino inverso. 


Nosotros nos nutrimos de las experiencias de los ciudadanos y recibimos muchos aportes que nos han 
permitido mejorar muchas situaciones, inclusive vinculadas con los derechos que estas personas tienen. 
Cuando una persona está en situación de calle no se sabe si tiene ingresos, o si tiene derecho a tener ingresos 
y no los percibe. Cuando hablamos de la cantidad de personas que han pasado por los refugios en relación 


con las que están actualmente, es porque hay personas que han podido salir porque accedieron a una pensión 
por discapacidad a la que tenían derecho, a una pensión a la vejez a la que tenían derecho, a una jubilación a 
la que tenían derecho, o a la asistencia a la vejez. 


Entonces, el equipo de calle que lidera la directora Mayra Aldama toma especialmente en cuenta el hecho de 
conocer las experiencias de esas personas -hablamos de un número acotado-, ya que sus trayectorias 
requieren un análisis. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Para que no quede ninguna duda, quiero decir que realicé esa llamada el 31 
de mayo, a la hora 21 y 39, y la hice para consultar cómo debía abordar a una persona en situación de calle; 
concretamente, se trataba de una mujer que estaba en la ciudad de Canelones. Entonces, me dijeron que si 
bien ese era el número indicado, allí se atendían los casos del departamento de Montevideo. Por tanto, me 
informaron que debía comunicarme con el 23654042 de la ciudad de Las Piedras, en horario de oficina, es 
decir, entre la hora 9 y la hora 15; además, me dieron el nombre de la encargada de las personas en situación 
de calle en el departamento de Canelones, pero ahora no recuerdo su nombre. También me indicaron que me 
podían dar el celular de esa persona. Por supuesto, nunca dije quién era; al contrario, me comuniqué como un 
vecino más, porque lo que buscaba era que se me informara sobre el protocolo de abordaje, ya que comparto 
algunas decisiones que tomó el Ministerio con respecto a no dar a las personas todo lo que piensa que le 
puede ofrecer, porque quizás le esté haciendo un mal. 


De todos modos, debido a las responsabilidades que tengo por ocupar este cargo, el 1” de junio realicé un 
pedido de informes a fin de aclarar algunas cosas con respecto a la comunicación y a las personas que se 
encuentran en situación de calle en nuestro departamento, que tiene 550.000 habitantes, y una extensión muy 
notoria. En realidad, quería saber, de aquí en más, cómo tratar estos temas. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Agradezco al diputado Andújar por la información; 
creo que eso es lo que precisamos, que la gente se involucre con la situación. Sin duda, permanentemente 
recibimos llamadas y mensajes en ese sentido, ya que nuestro Ministerio es muy transversal y va siguiendo 
los casos. Por esa razón, todo el mundo tiene los números de teléfono del Mides y los nuestros particulares; 
inclusive, nos llegan mensajes por whatsapp para informarnos en qué esquina o ciudad hay una persona en 
esa situación, y nuestros equipos acuden al lugar y tratan de resolver la situación. A veces se logra, aunque en 
otros casos no es así porque, por ejemplo, para internar a una persona con problemas psiquiátricos 
necesitamos la firma de dos psiquiatras, ya que no podemos internar a nadie de manera compulsiva, que es 
algo con lo que estamos en contra. De todos modos, si contamos con esas firmas podemos internar a alguien 
de esa manera, pero para ello debemos interactuar con distintas instituciones, ya que de lo contrario no es 
posible. 


Asimismo, si un juez o una jueza da la orden, podemos internar a algunas personas, por ejemplo, en el 
Hospital Piñeyro del Campo, o en otro tipo de establecimiento. También podemos ubicar a algunas personas 
a través de otras prestaciones, como el cupo cama que tiene el BPS; inclusive, nos hemos encontrado con 
personas que tienen derechos económicos, u otros, y no lo sabían. Por ejemplo, en una ocasión llegó una 
persona con una señora mayor que se encontraba en situación de calle, pero resultó que era el sobrino que 
quería que la internáramos para quedarse con la casa y la jubilación. 


Por lo tanto, todas estas cosas forman parte de nuestro trabajo colectivo. 


A continuación, quisiera ceder el uso de la palabra a la economista Graciela Mazzuchi para que haga 
referencia a la ejecución financiera de 2016 y a los artículos que presentamos. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- Vamos a presentar la ejecución financiera correspondiente a 2016 a 
través de unos cuadros que resumen los otros cuadros que tienen los señores diputados. 


En 2016 el Mides ejecutó $ 6.951.000.000 de los cuales: $ 423.000.000 se destinaron a recursos humanos, 
$ 41.000.000 a inversiones y $ 6.486.000.000 a gastos de funcionamiento aproximadamente. El cuadro que 
está en pantalla también figura en la presentación que vamos a dejar en manos de la Comisión. Por lo tanto, 
el Mides gasta el 6% de su presupuesto en recursos humanos, el 1% en inversiones, y el 93% en gastos de 
funcionamiento. 


A continuación, voy a detallar qué hicimos en estas tres áreas. 


Con respecto a recursos humanos, la ejecución fue de $ 423.722.090, lo que se volcó a 522 funcionarios: 499 
presupuestados, 9 provisorios, 13 contratados, y 1 que corresponde a otros. Esto suma todas las unidades 
ejecutoras del Mides, y refiere a los funcionarios públicos. Como ustedes saben -esto fue discutido aquí hace 
un par de años cuando presentamos la ley de presupuesto-, estamos en un proceso de regularización de un 
conjunto de funcionarios, algunos de los cuales fueron presupuestados en 2017; por supuesto, eso no 
pertenece a esta ejecución de recursos humanos. 


Por otro lado, en la imagen que está en pantalla figuran los grandes rubros en los que ejecutamos los 

$ 41.301.994 destinados a inversión, que son los típicos, es decir, equipamiento y mobiliario, informática, 
inmuebles, vehículos, fortalecimiento del Sistema Nacional Integrado de Cuidados y dispositivos 
transversales. Si lo desean, más adelante podemos abundar en cada uno de ellos. 


Por ejemplo, el fortalecimiento del Sistema Nacional Integrado de Cuidados, que es el más importante en 
términos de inversiones, refiere a lo que explicó el sociólogo Julio Bango; se trata de una transferencia, un 
dinero, que sirve para fortalecer e invertir en los distintos centros que necesiten arreglos, casas comunitarias, 
etcétera. 


El cuadro que está en pantalla refiere a los gastos de funcionamiento que, como dije, insumen el 93% de 
nuestro presupuesto. Como ven, en el cuadro figuran los diferentes programas que ejecuta el Mides; se puede 
apreciar que la tarjeta Uruguay Social insumió el 34% de la ejecución del año 2016; Asistencia a la Vejez, el 
5% y la alimentación de INDA, el 16%. Por tanto, más de la mitad de nuestro presupuesto se vuelca en 
transferencias directas. 


Asimismo, tenemos otros programas, como el Programa Nacional de Discapacidad, Uruguay Trabaja, 
emprendimientos de cooperativas y ruralidad, Asistentes Personales, todo lo relativo a la infancia del Sistema 
Nacional Integrado de Cuidados, Uruguay Crece Contigo, Jóvenes en Red, Cercanías, los programas de calle, 
mujeres con niños, otros centros de cuidados, programas de jóvenes, violencia de género, y otros. Por lo 
tanto, aquí figura cuánto dinero gastamos en los distintos programas que se fueron mencionando a lo largo de 
toda la mañana; figura cuántas tarjetas pagamos, cuántos centros tenemos, cuánta gente atendemos en calle, 
etcétera. Y al final del cuadro figuran las tareas de apoyo. 


Entonces, como dijimos, el 87% de los gastos de funcionamiento se destinan directamente a las personas; 
más de la mitad corresponde a transferencias, y el resto a programas que trabajan directamente con las 
personas. Por ejemplo, en Uruguay Crece Contigo hay duplas que van casa por casa y trabajan con 
embarazadas y niños menores de cuatro años. Esto no es considerado como "Apoyo", que es el ítem que 
figura en el último renglón del cuadro, sino como una transferencia directa en un programa de atención a la 
ciudadanía. Lo mismo ocurre con quienes trabajan en Jóvenes en Red, y otro montón de recursos humanos 
que trabajan con la ciudadanía dentro de sus casas. Lo que nosotros consideramos "Apoyo" es la Dirección 
General de Secretaría, la Dirección Nacional de Evaluación y Monitoreo, y algunos otros equipos que 
trabajan en el edificio central como soporte a todos los programas. SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Quisiera 
plantear una duda para ver si la directora general nos la puede explicar. 


Me quedó claro que al público objetivo le llega ese 87%. ¿En ese 87% está determinado cuánto es lo que 
realmente se transfiere al público objetivo y cuánto queda, por ejemplo, en el funcionamiento de 
organizaciones no gubernamentales o de las instituciones que realizan esos programas? ¿El Ministerio de 
Desarrollo Social puede saber cuánto dinero está destinado directamente a atender a la persona? No me 
refiero a lo que queda en el camino de lo burocrático, al gasto de funcionamiento y hasta de las propias 
instituciones no gubernamentales que tienen convenio con el Mides. Quisiera saber si eso lo tienen 
cuantificado y si nos podrían brindar esa información. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Con relación a los cuadros que se están exhibiendo, hay algo que me llamó la 
atención. Quisiera saber cuál es la razón por la cual lo que corresponde a la inversión en sistema de cuidados 
aparece en el rubro inversiones, donde también aparecen inversiones de tipo edilicio, de infraestructura, 
etcétera, y el resto de los programas aparecen en funcionamiento. Seguramente, debe haber una cuestión 
metodológica, pero quisiera saber cuál es el motivo. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Disculpen, pero economista es economista, y yo 
quiero decir algo para que quede muy claro. 


Cuando hablamos de Uruguay Crece Contigo, nos referimos a dos personas, a una dupla -donde puede haber 
una médica, una pediatra y una nutricionista- que lo que hace es ir a las casas, acompaña, entra, lleva al 
hospital o a la policlínica. 


Cuando hablamos de Calle, el ejemplo es más claro, porque es un caso típico. ¿Por qué es más claro el 
ejemplo de Calle? Porque en el caso de Uruguay Crece Contigo, se trata de personas que entraron por 
concurso y que, por el artículo tal y cual del presupuesto que ustedes votaron, están en proceso de ingreso a la 
función pública. 


(Diálogos) 


Si nosotros contratamos equipos a través de organizaciones de la sociedad civil -este es el ejemplo de 
Calle-, esa organización pone a personas a trabajar en la calle. Lo que hacen es ir por las calles hablando con 
las personas, discutiendo con ellas y, muchas veces, siendo agredidas por las personas. Asimismo, realizan el 
traslado al refugio en locomociones del Mides sin importar las condiciones en que se encuentra esa persona, 
ya sea su estado de higiene, de salud mental, de consumo de alcohol. 


En el refugio tengo otra organización social que atiende. ¿Qué quiere decir "que atiende"? Que trabaja para 
que esa persona se bañe, se cambie, cene, sea atendida si tiene un problema de salud, sea contenida si tiene 
un problema de alcohol o de sustancias, se acueste a dormir y duerma toda la noche sin problemas de otro 
tipo. No consideramos que eso sea un trámite burocrático ni que quede nada por el camino. Al contrario; si 
me preguntan, les diría que les tendríamos que pagar mucho más y tendrían que ser mucho más rotativos. 
Para que tengan una idea siempre pongo este ejemplo, porque creo que es la contracara de la burocracia. Una 
tarde, me golpean la puerta dos jóvenes que no conocía, y me dicen: "No tenemos auto para salir a levantar 
gente en calle". Efectivamente, consultamos y había problemas con la locomoción. Conseguimos 
locomoción. ¿Qué hace un funcionario público o un burócrata, según la opinión de mucha gente? Se sienta y 
dice: "No salgo nada", porque salir a buscar gente borracha, mugrienta, que está consumiendo pasta base, 
etcétera, no es cháchara, no es fácil. Sin embargo, esos dos chicos vinieron a reclamar, consiguieron la 
locomoción y salieron a la calle. Eso va directo a la población. Eso es entrega, es ponerse la camiseta, es 
vocación por lo que hacen. Reitero que podrían haberse sentado y hubieran tenido razón en decirme: "No hay 
locomoción, no salimos", y los que están en la calle que se embromen. 


Cuando hablamos de Jóvenes en Red, nos estamos refiriendo -para dar un ejemplo con lo que estamos 
trabajando muy de cerca- a Tres Ombúes, Marconi, la Cantera del Zorro, Malvín Norte, Casabó, etcétera. Me 
refiero a los que van a trabajar de Uruguay Crece Contigo adentro de la casa; a los que van a trabajar de 
Jóvenes en Red adentro de la casa; los que trabajan en los ETAF -Equipos Territoriales de Atención Familiar- 
Mides-INAU, que también lo hacen con organizaciones de la sociedad civil. También cuando se va a atender 
la violencia de género, ya sea con las mujeres o con los varones. En el caso de los varones agresores, hay que 
atender, capacitar, contener y tratar de reformular en su masculinidad. Para eso hay que estudiar mucho; es 
trabajo directo con la gente, es cuerpo a cuerpo con la gente. Entonces, no es entender que yo le transfiero 
porque, uno puede decir: "Yo le doy a la organización social y la organización social que haga lo que le 
parezca". Acá no; esto es compromiso de la organización, compromiso del Mides y seguimiento cotidiano, 
nocturno, diurno, feriado, lo que sea, con la gente. Por eso consideramos que ese trabajo cuerpo a cuerpo, que 
va directo a la población, no es un problema de transferencia monetaria. Hay gente que está trabajando, 
buscando que la persona estudie, trabaje, viendo cómo se capacita, buscándole cómo sacar la cédula. Ahora 
estamos mirando cómo instalar terminales en las policlínicas -como hay en los aeropuertos, en la cárcel y en 
otros lugares- para que, poniendo el dedo, lea la huella digital y, de esa manera, no tengan que mostrar la 
cédula en todos lados. Lo que ocurre es que si muestran la cédula en todos lados, termina desgastada, se 
deteriora y se la terminan rompiendo, porque dicen que está estropeada. Y nosotros seguimos sacando 
cédulas a la gente. ¿Por qué? Porque les pedimos la cédula para cualquier cosa, cuando hoy se puede poner el 
dedo en una maquinita para que lea la huella y se atienda sin necesidad de presentar el documento de 
identidad. 


Este es un tema que me entusiasma pero también me enoja. Me gustaría que vieran cómo trabajan para que se 
dieran cuenta de que de lo que estamos hablando no es de una atención burocrática sino de un trabajo cuerpo 
a cuerpo con las personas. 


Y voy a agregar algo -lo iba a decir cuando el sociólogo Julio Bango estaba presentando el Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados- que es una preocupación que tenemos y que voy a compartir con el Poder 


Legislativo. No sé qué ocurrirá -ya tenemos un caso- cuando una persona que vive en Cerro Norte -como nos 
pasó-, en Marconi, en Casabó, en el barrio Hipódromo de Las Piedras, en Prado Español, Florida, pida un 
asistente personal. No es obligatorio que yo se lo mande. El asistente personal no tiene obligación de ir. 
Quiero saber si allí no se producirá una situación en la que los que más necesitan, los que peor están, sean 
los que tendrán menos acceso, porque si el asistente personal puede elegir -como puede hacerlo, porque es 
una transacción privada entre persona que necesita y persona que trabaja-, puede decidir no ir a ese rancho. 
Entonces, ahí vamos a tener otro problema que deberemos analizar. 


No sé si le contesté al diputado Penadés. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Entiendo perfectamente la connotación de la contratación humana, pero voy 
a tratar de ser más específico. 


Vayamos al programa Uruguay Crece Contigo que la señora ministra ponía como ejemplo: advierto que se le 
destina aproximadamente $ 196.000.000. La ministra nos ponía el ejemplo de dos personas que salen a la 
calle y van a la casa de los beneficiarios. Pero una cosa es que ese programa sea eficiente, si el nivel de 
ejecución de esos $ 196.000.000 involucra -vamos a ridiculizar la cifra- a diez personas, que tienen una 
población objetivo de mil, que si son mil personas para una población objetivo de diez. De alguna manera se 
debe medir esa calidad y a eso refería mi pregunta. Imagino que el ministerio debe tener estándares para 
determinar que este programa atiende tanta cantidad de gente a través de tanta cantidad de organizaciones. A 
su vez, debería haber contralor dentro de la organización a la que se le concede recursos; descarto que debe 
ser así: eso es lo que me gustaría que me explicaran. Entonces, de la cantidad de plata que le damos a tal 
organización para que atienda a tal público objetivo, ella rinde cuentas de que atendió con diez a mil o con 
mil a diez. Eso es lo que yo quería saber: si se tiene esa cuantificación. Entiendo que es muy difícil cualificar 
el apoyo humano que se realiza, pero sí lo que vemos que una organización hace con diez, atendiendo a mil y 
lo que hace otra con mil, atendiendo a diez. Reitero que estoy ridiculizando para que nos demos cuenta de la 
grosería de los ejemplos, que no tienden a ser así. 


Entonces, quería saber si el ministerio nos puede informar sobre esto para conocer la calidad del gasto que se 
lleva adelante. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Existen protocolos, desagregados y hay una cosa con 
la que somos muy maniáticos y tiene que ver precisamente con la pregunta del diputado Penadés. Por lo 
menos yo no había entendido bien hacia dónde iba su interrogante y enseguida me saltó la defensa de las 
personas que realmente dejan la vida en esto, que se desgastan, como me acota la subsecretaria, en su 
mayoría muchachos jóvenes, todos profesionales. 


Si el señor presidente me permite, el tema relativo a los $ 196.000.000 se lo voy a dejar al director de 
Uruguay Crece Contigo, que se lo va a explicar mucho mejor que yo al señor diputado Penadés. 


SEÑOR MAZZINI (Pablo).- Dentro del programa Uruguay Crece Contigo en este momento reportan 278 
personas, 20 de ellas están en la unidad central y 257 -es decir, el 92%- está trabajando en el despliegue 
territorial. Ese despliegue se hace en todo el país, en ciento setenta y cuatro localidades de los diecinueve 
departamentos. El trabajo se hace en duplas que son supervisadas por profesionales de las disciplinas a las 
que refería la ministra y tienen un orden de intervención de entre 40 y 50 familias como intensidad, por las 
complejidades de algunos de los casos que estamos atendiendo. Hemos aprendido que una cantidad mayor 
nos debilitaría la calidad de la atención en esos hogares. Inclusive, recuerdo ahora el caso de Paysandú, 
donde las personas recorren 200 kilómetros para llegar a una localidad y ver a la familia, porque esta es la 
única respuesta del Estado que tenemos para llegar a esa zona rural aislada. 


También nos pasa que tenemos un creciente grado de familias con situaciones de violencia doméstica que hay 
que tratar de que salgan del entorno en el que están viviendo con los niños, porque hay riesgo de vida. Hay 
muchas personas que están vinculadas a redes de micro narcotráfico y, por lo tanto, estamos enfrentando 
situaciones que demandan una intensidad de dedicación muy superior a la que sería el promedio, si nos 
dedicáramos exclusivamente a trabajar con desarrollo infantil y controles de embarazo de muchas de las 
personas que atendemos. 


Como dato de lo que trabajaron los equipos -ya lo dijo la ministra-, durante 2016 atendimos 4.788 
beneficiarios directos, mujeres, embarazadas y niñas y niños menores de cuatro años, 


El promedio de hogares atendidos desde el comienzo de nuestra intervención, en setiembre de 2012 a la 
fecha, es de 13.031 hogares, 14.858 niños y 5.794 embarazadas. Nos gustaría atender a toda la demanda 
potencial, pero estamos en el orden del 33% de dicha demanda, que son unas 18.000 personas que tienen 
situaciones de bajos ingresos y, sobre todo, bajo clima educativo en el hogar. A estas problemáticas sociales 
se le agregan los riesgos derivados de la salud: anemia elevada, bajo nivel de controles, parasitosis, etcétera. 
En fin, hay un conjunto de indicadores que utilizamos para determinar ese riesgo sociosanitario. Eso hace a la 
complejidad de la población con la que estamos trabajando y a la ratio dupla de técnicos con familias. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- ¿Usted dijo que había 257 personas o 257 duplas trabajando? 
SEÑOR MAZZINI (Pablo).- 257 personas. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- ¿Cuántas Organizaciones No Gubernamentales participan de este programa? 
¿O son funcionarios directos del Mides? 


SEÑOR MAZZINI (Pablo).- Son personas contratadas por el ministerio en proceso de regularización. 
(Interrupciones) 

SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- ¿En 2016 este programa atendió a 18.000 personas? 

SEÑOR MAZZINI (Pablo).- Era la demanda potencial. 

(Interrupciones) 

SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- ¿Y a cuántos atendió? 


SEÑOR MAZZINI (Pablo)- 4.788 personas: si tuviéramos más recursos, atenderíamos a una mayor cantidad 
de personas. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- En este cuadro figura una manera de presentar la información, donde 
hicimos sumas de los gastos de funcionamiento; podríamos hacer otros diferentes. La idea de estos cuadros 
es presentar de una manera sintética todo el detalle de hojas y hojas que están en estos tomos de la CGN. 


Con respecto a la pregunta que me habían hecho al principio, sí es una cuestión metodológica: lo de inversión 
fue abierto así por la Contaduría y está en un reglón aparte; por eso lo presenté en un reglón aparte. En este 
caso, están los gastos de funcionamiento y también figura el dinero ejecutado por el Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados en asistentes personales o en infancia, con su nombre. Pero lo otro es metodológico: 
así fueron abiertos los créditos y así lo presentamos. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Ahora le voy a pedir a la ministra, que es maestra, que no hable; que lo haga 
la economista Mazzuchi a ver si entiendo bien. 


Si vemos que hay $ 196.000.000 destinados al programa Uruguay Crece Contigo y que las personas 
atendidas fueron 4.788 ¿es correcto dividir $ 196.000.000 entre las 4.788 para conocer? Tengo claro que no 
es científicamente así, pero la conclusión a la que se podría arribar es que cada beneficiario de este programa 
recibió $ 41.000. Entonces, justamente para desmitificar los datos, me gustaría saber si se nos puede dar 
algún tipo de explicación para saber si dentro de ese monto -si el razonamiento fuese correcto, sería elevado; 
advierto que me dicen que no-, cuánto quedó para el salario de las duplas y cuánto se destinó directamente al 
público objetivo al que recién hacía referencia el señor director. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- La respuesta es que la división no es posible. En otros casos sí lo es. En 
este caso, se suma todo lo relativo a Uruguay Crece Contigo. El dato proporcionado incluye las duplas, las 
familias en situación de vulnerabilidad que atiende y las políticas universales que lleva adelante, como los 
sets de bienvenida -que se otorgan a todos los niños que nacen en el Uruguay- o las ecografías móviles. 
Entonces, reitero, ahí sumamos todo lo que hace Uruguay Crece Contigo. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Está claro. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- Continúo. 


Estos son los grandes números de la ejecución del año 2016. En la imagen vemos la distribución: cuánto se 
destina a servicios directos, a servicios de apoyo -la parte jurídica, los que liquidamos sueldos, etcétera-, a 
recursos humanos y a inversiones. 


Hasta aquí me he referido a los números de ejecución. A continuación, voy a presentar los artículos 
propuestos. 


Presentamos nueve artículos. En general, son muy sencillos y, básicamente, corrigen detalles de la ley de 
presupuesto. 


El artículo 195 propone transferir un inmueble del Mides al Inisa. Se trata del predio de La Tablada, que era 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y que el año pasado fue cedido en comodato al Ministerio 
de Desarrollo Social. Siempre estuvo pensado que pasara al Inisa, que quiere mejorar su infraestructura. 
Como ustedes saben, en momentos del Sirpa, el Inisa y el INAU estaban juntos y estaba previsto dividirlos. 
En aquel momento, el inmueble pasó al Mides. Este artículo propone pasárselo al Inisa -esa era la idea 
original-, que lo necesita para hacer sus nuevas instalaciones. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- La transferencia que hizo el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca al 
Mides el año pasado también fue a título gratuito. Hoy, el propietario es el Mides y se lo transferirá al Inisa. 
¿Es así? 
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SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- Exacto. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL .- Quiero aclarar que no se trata de una enajenación, 
como se afirmó en un tuit hoy de mañana. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- El artículo 196 refiere a la facultad para la incorporación de pases en 
comisión de distintos organismos a la Administración Central, en el Mides. 


En la ley de presupuesto había algunos artículos que permitían que pases en comisión con más de tres años 
de antigiledad que estaban en el Mides, que quisieran seguir con nosotros y que el ministerio necesitara, 
pasaran a ser funcionarios de la cartera. Esto es automático para el que viene de la Administración Central, 
pero si el funcionario es, por ejemplo, profesor, viene sin créditos. El Mides decidió usar sus vacantes para 
solucionar este problema. Lo que sucedió fue que en la ley de presupuesto nos quedó mal redactado el 
artículo y el año pasado, cuando los quisimos incorporar, había dos normas contradictorias. Este artículo 
corrige eso y nos permite hacer lo que habíamos querido en la ley de presupuesto. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- ¿Cuántos funcionarios están en esta situación? 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- No lo sé exactamente, porque algunos funcionarios son de la 
Administración Central, pero puedo mandar la información exacta. De todos modos, diría que son treinta o 
cuarenta las personas que vienen de otros organismos. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Agradezco que nos envíen esa información. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- El siguiente artículo tiene que ver con la reasignación de créditos de 
becas del convenio INJU a becas de trabajo y pasantía. Simplemente, se trata de ordenar y reasignar créditos. 
El problema es que figuraba en gastos de funcionamiento algo que debería estar en rubro 0. Lo que hacemos 
aquí es mover las becas de un lado al otro, ya que para que todas queden registradas como becas de trabajo y 
pasantía deben estar en el rubro 0. O sea que para poder gestionar estamos corrigiendo errores. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- ¿El cambio es solamente de nombre? 
SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- No, cambia el proyecto. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Evidentemente, se trata de una cifra de dinero muy importante. ¿El cambio 
de proyecto implica que uno de los proyectos se desfinancie, se descontinúe y se empiece otro? ¿Qué es lo 
que va a suceder? ¿Qué va a suceder con las becas del convenio con INJU, que serían las que dejarían de 
percibir el dinero? A lo mejor, la intención era cambiar al rubro O para que eso sucediese de esa manera. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- Nada deja de hacerse. Hoy hay becas por el convenio con INJU, y 
quedan registradas. Están en el programa 500, unidad ejecutora 01, proyecto 112, objeto del gasto 577/004. 
Estas becas quedan registradas como gastos de funcionamiento. Se trata de becas y pasantías para jóvenes 
estudiantes, y el llamado se debe hacer a través de la Oficina Nacional del Servicio Civil. El problema es que 
quedaba registrado en gastos de funcionamiento algo que debería figurar en rubro 0. Estamos hablando de la 
misma plata que se mueve de proyecto para lograr una registración más exacta de lo que estamos haciendo. 
Vamos a ejecutar el mismo dinero contratando a becarios y pasantes jóvenes. 


Continúo el análisis del articulado. 
Los tres artículos siguientes están vinculados al Sistema Nacional Integrado de Cuidados. 


El artículo 198 corrige el número de proyecto presupuestal en el que se habían creado los cargos del Sistema 
Nacional Integrado de Cuidados. Acá nos pasó lo mismo que con los pases en comisión. Por la ley de 
presupuesto creamos ocho cargos para armar una estructura mínima en el Sistema Nacional Integrado de 
Cuidados, pero quedaron con un número de proyecto presupuestal equivocado. En consecuencia, no pudimos 
llenar las vacantes. Ahora, este artículo los pone en el proyecto correcto. 


El artículo 199 refiere a la integración de la Junta Nacional de Cuidados. Cabe aclarar que la Junta ya está 
funcionando. Lo que se modifica en este artículo es que va a estar integrada por los titulares de los 
organismos que la componen o por quienes estos designen. La intención es agilitar su funcionamiento. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Esto es muy sencillo de explicar. 


Originalmente, se había puesto a los ministros o ministras, a los presidentes del BPS, del INAU y de la 
ANEP, y al director de la OPP. El tema es que la Junta funciona con actas y con votos, si los hubiere. El acta 
se firma. El problema es que el día que no va el titular, aunque mande al subsecretario, es lo mismo que si no 
estuviera. Entonces, puede pasar -no sucede ahora- que no haya quorum. Por eso, se plantea la posibilidad de 
delegar. 


Varios de mis compañeros legisladores cuestionaron un poco esta medida, argumentando que esto puede 
hacer que después se tienda a mandar a una persona que no es la que sigue permanentemente el tema y que la 
Junta tiene otra fuerza cuando están los número uno. Yo comparto eso, pero entiende que a veces puede ser 
necesario mandar a un subsecretario o a un director general. 


Estos son los motivos que explican esta modificación. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- El artículo 200 establece el plazo para formular el Plan Nacional de 
Cuidados. 


En la creación del Sistema Nacional Integrado de Cuidados se mencionaba un plan, pero no se había 
determinado su alcance. Este artículo indica que su formulación debe realizarse a los 120 días de iniciado el 
gobierno. 


Mediante el artículo 201 se interpreta que los trabajadores del INDA están incluidos en el artículo que 
habilita a realizar contratos de trabajo. Este es otro error que quedó en la ley de presupuesto. Como el INDA 
pasó al Mides, una vez promulgada la ley de presupuesto sus trabajadores -que ahora son trabajadores del 
Mides- tienen el mismo derecho que el resto a ser regularizados. Me refiero a los que están en condiciones; 
no atodos. De hecho, los créditos del INDA se habían traspasado a estos efectos. Como la ley se promulgó el 
19 de diciembre y el INDA pasó al Mides a partir del 1” de enero, quedó un vacío legal. Este artículo corrige 
esto y respeta lo que ya se había votado en cuanto a los créditos. 


El artículo 202 transfiere créditos entre objetos del gasto. Se están imputando compensaciones en un objeto 
que hoy es genérico. Estamos pasando las compensaciones de un objeto genérico a un objeto específico, de 
manera que cuando usemos esa plata quede registrado, como debe ser. 


El artículo 203 traspasa créditos asignados para alimentación de los CAIF del INDA hacia el INAÚ. El INAU 
gestionaba la parte de los equipos, los CAIF y los niños, y el INDA la parte de alimentación. Al tratarse de 
dos organismos diferentes, a veces teníamos problemas con los controles. Podría haber pasado que hubiera 


menos niños y la alimentación se mandara para más niños, que era los que estaban registrados, o cualquier 
otra combinación. Lo que hacemos, simplemente, es que la persona que estaba gestionando eso tenga todo el 
dinero para gestionar también la alimentación. Así se logra más eficiencia. 


Por último, queremos incluir un artículo. Es algo sencillo. Desde hace muchos años, hay dos partidas 
adjudicadas al Cottolengo Don Orione. Me refiero al Inciso 21. En origen, las liquidaba el Ministerio de 
Economía y Finanzas y luego fueron pasadas al Mides para que su ejecución. Este año nos dimos cuenta de 
que hubo un error que se arrastró durante mucho tiempo. La intención original era que una de las dos partidas 
fuera para el Cottolengo masculino y la otra para el Cottolengo femenino. Debido a los nombres, advertimos 
que las dos partidas están yendo para el Cottolengo masculino. 


A través de este artículo queremos corregir los nombres extraños que se les puso: obra Don Orione y pequeño 
Cottolengo uruguayo obra Don Orione. El nombre debería ser: Asociación Pequeña Obra de la Divina 
Providencia. En la primera parte de este artículo dejamos en claro que estas dos partidas deben seguir yendo 
al Cottolengo masculino. Vamos a reasignar un monto de dinero del Mides al Inciso 21 a efectos de que vaya 
una partida al Cottolengo femenino. 


Con este artículo pretendemos corregir un error que se viene arrastrando, sin perjudicar al Cottolengo 
masculino, que está recibiendo un subsidio. Las hermanas del Cottolengo nos vinieron a hablar y siempre 
estuvo claro que no queremos perjudicar a nadie. El Mides transferirá un monto, que es de $ 1.000.000, al 
Inciso 21 Subsidios y Subvenciones, que será destinado a la Asociación Pequeñas Hermanas Misioneras de la 
Caridad, que atiende a un conjunto de niñas, adolescentes y mujeres adultas con discapacidad severa por 
trastornos neurológicos. 


La partida que estamos transfiriendo no es exactamente la que recibe el Cottolengo masculino, pero como 
todos los años hay algunas partidas del Inciso 21 que quedan sin ejecutar por distintos motivos -porque no se 
rinde cuentas o porque las organizaciones ya no están-, esperamos que tengan en cuenta al Cottolengo 
femenino para esta reasignación de partidas. 


Dejo el texto del artículo en poder de la Comisión. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- El objetivo del Mides es aclarar una situación, sin tocar las partidas que hoy 
recibe el Cottolengo Don Orione masculino. Quiero que quede claro. Yo apostaría que en el Inciso 21 está 
claramente determinado el Cottolengo Don Orione femenino. La directora me señala que no y voy a creer en 
su palabra. Me preocuparía que el poco dinero para la gigantesca obra que lleva adelante el Cottolengo 
masculino fuese disminuido en pos de otra gigantesca obra que es el Cottolengo femenino 


¿Cómo pretende el Mides financiar la partida del Cottolengo femenino? El Inciso 21 no se va a abrir en esta 
rendición de cuentas. No queremos que mañana se produzca una nueva interpretación y alguien termine 
perjudicando una gran obra. Todos sabemos cómo pasan las cosas abajo. 


Que quede claro que no se tocaría lo que ya recibe el Cottolengo masculino y que estamos buscando una 
partida para financiar al Cottolengo femenino. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- Es así. En el Inciso 21 -no sé por qué- figura el nombre de dos 
instituciones. Todos creíamos que una era el Cottolengo femenino y otra el Cottolengo masculino. Sin 
embargo, las dos partidas están llegando al Cottolengo masculino. La partida que va al Cottolengo masculino 
ni siquiera tiene el nombre correcto para que llegue efectivamente. 


En la primera parte del artículo corregimos los nombres de las instituciones. Supongo que estas cosas pasan 
porque van cambiando las organizaciones, los formatos y nos olvidamos de cambiar la ley. En la segunda 
parte del artículo, como nuestra intención no es perjudicar a nadie, transferimos créditos del presupuesto del 
Mides, del Inciso 15, al Inciso 21. Queremos que en el Inciso 21 quede abierto el Cottolengo femenino, que 
tiene una obra fantástica. La parte que se está transfiriendo al Cottolengo masculino es $ 1.400.000 o 

$ 1.500.000. Una vez que en el Inciso 21 quede abierto el Cottolengo femenino, solicitamos que se tenga en 
cuenta lo que nosotros le vamos a transferir. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- ¿Qué cantidad transferirá el Mides al Inciso 21 para atender a la Asociación 
Pequeñas Hermanas Misioneras de la Caridad? 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- Se transferirá $ 1.000.000 de nuestro presupuesto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No sé si sobrará algo para otorgar por encima del $ 1.000.000. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- Las hermanas estuvieron hablando con nosotros y creo que también con 
varios legisladores. La Asociación debe quedar dentro del Inciso 21. En el caso de que haya partidas para 
redistribuir, tiene que ser tenida en cuenta. Hoy, no está recibiendo nada. Sabemos que $ 1.000.000 es 
insuficiente para la obra que realiza. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Quiero decir que nosotros nos comprometimos con las 
hermanas cuando ellas participaron en uno de los consejos abiertos del gobierno de cercanía. Ellas se 
anotaron y pidieron para ser recibidas en esa instancia, y nosotros nos comprometimos por lo menos a 
cumplir con lo que está en nuestras manos: la transferencia y plantear el proyecto de aditivo. Además, 
hicimos las consultas pertinentes con el Ministerio de Economía y Finanzas y tenemos el aval de que ese 
aditivo, así como lo planteamos -y como lo interpretó el señor diputado-, implica que las dos partidas que hoy 
estamos pasando al Cottolengo masculino se mantengan en una sola con el nombre correcto; hoy no tiene el 
nombre correcto y lo chequeamos con la institución. 


En el caso del Cottolengo femenino, queremos que aparezca su nombre correcto en el Inciso 21. Se trata de 
un lugar que se está adecuando a las nuevas concepciones y paradigmas de atención a las personas con 
discapacidad profunda, con parálisis cerebral, porque pasan la vida ahí dentro: desde niñas hasta que fallecen 
de viejas. Están haciendo todo un trabajo para remodelar el local de manera que aquella concepción asilar 
que tanto hemos combatido en su momento desaparezca y se conviertan en pequeñas casas con una atención 
distinta y cierto intercambio por edad que permita que la vida de esas niñas, adolescentes y mujeres sea más 
plena y cuidada. En tal sentido, apoyamos el Cottolengo porque conocemos su trabajo y porque hemos 
destinado allí a personas que no tenían dónde estar. Sabemos que están muy bien atendidas. 


Tenemos entendido que están cambiando sus métodos de trabajo de acuerdo a las nuevas concepciones y a 
los nuevos descubrimientos de la ciencia y de la biología. El hecho de que figuren en el Inciso 21, en la parte 
de Subsidios y Subvenciones, hará que estén presentes en las rendiciones de cuentas y en los presupuestos 
quinquenales, más allá de si podemos destinar más dinero en este momento. Queremos que aparezca el 
nombre y que se abra con este dinero que transfiere el Mides. 


SEÑOR CARDOSO (Germán).- Esto no refiere al articulado pero sí a una decisión que se tomó en el 
presupuesto. Mi pregunta no tiene intencionalidad alguna; solo pretendo informarme con las autoridades del 
ministerio. Me refiero al proceso vivido con el instituto Tiburcio Cachón. Quiero saber la evaluación del 
Ministerio respecto a su funcionamiento y los planes inmediatos. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Como cualquiera puede corroborar, seguimos 
trabajando en el Tiburcio Cachón. 


Ya hablamos de la capacitación en orientación y movilidad para decenas de maestras rurales de todo el país 
-solo se presentaron mujeres y se capacitaron a través de la ANEP- para atender a niños y niñas con bajo 
nivel de visión o sin visión. Se sigue atendiendo en lectura braille, así como el pasaje a ese sistema y la 
ampliación de los textos para estudio. Además, se incorporó personal. 


Por otro lado, dentro de muy poco -si todo sale bien- los vamos a invitar a la reinauguración o inauguración 
del nuevo Instituto Artigas, remozado de acuerdo a las normas UNIT y a las exigencias para una dependencia 
de ese tipo. Lo vamos a hacer con el Municipio F porque las obras beneficiaron al barrio, solucionando una 
cantidad de problemas que había en las veredas, en las paradas, etcétera. Suponemos que los vamos a invitar 
antes de fin de año. 


SEÑOR BANGO (Julio).- En cuanto a la pregunta del señor diputado Gustavo Penadés, en realidad se hacía 
referencia a un gráfico que hablaba sobre el cumplimiento del plan estratégico. Este no es un problema del 
señor diputado; a veces hay que hacer autocrítica sobre cómo presentamos la información. 


En este caso, no se está evaluando si el Mides cumplió las metas sino cuál es la eficacia de la planificación. 
Cuando se cargan los indicadores en el Ministerio de Desarrollo Social, por ejemplo, puede suceder que la 
meta esté por encima de lo previsto pero que no se haya cumplido con lo que se definió en la planificación. 


Lo que se plantea -para mejorar el instrumento de planificación- es que hay un desajuste en la eficacia del 
planificador 


Si dejan de lado las gráficas y ven el documento renglón por renglón en cuanto a la meta 2016 y lo que se 
logró, por ejemplo, en cantidad de consultas en atención ciudadana en todo el país, podrán observar que el 
valor era 240.000; sin embargo, se consiguieron 278.492. Ese es un indicador negativo de la planificación. El 
problema es que no se miden las metas sino el ajuste de la planificación. 


La segunda gráfica de barras plantea un 51% y un 17,6% de desvío. Cuando hay variación del ajuste entre la 
meta definida y la meta lograda se puede saber cuánto de lo que se planificó se ajusta a la meta establecida. 
Puede suceder que se haga mucho más pero que la planificación arroje un número en rojo porque no es 
correcta. La intención de la OPP es ajustar y hacer más eficiente la medición de los indicadores para que las 
planificaciones sigan como un instrumento real de seguimiento de la actuación. 


En casi todos los casos del Inciso 15, el desfase está dado por un sobrecumplimiento de la meta. Es decir, se 
jugó a menos, se planificó que habría equis casos y se obtuvo equis más diez como resultado. Creo que valía 
la pena aclararlo, porque es correcta la apreciación que se hizo. 


Lo que indica la gráfica es que hay que hacer un ajuste en términos de la eficacia de la planificación, pero 
nada dice sobre los resultados y los logros o los eventuales no logros que se hubieran obtenido, tanto en la 
gestión de este como de otros ministerios. Tengo entendido que cuando compareció ante esta Comisión el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas se generó el mismo tipo de problema. Es un tema estrictamente 
técnico, y los señores diputados no están para entender lo técnico. Como puede inducir a error, nos parece 
que de esta manera queda resuelto. Entonces, no se podrá decir: "No se cumplieron con las metas del Mides"; 
se puede decir: "Hay una mejor ajuste o un desajuste de la planificación de este o de cualquier otro Inciso". 


Recordemos que desde hace muy poco tiempo el Estado está haciendo una planificación con objetivos por 
proyecto y por resultado. Eso implica un proceso de aprendizaje, dentro de las burocracias estatales -lo digo 
en el mejor sentido de la palabra burocracia-, que hay que ir afinando. 


Estos indicadores sirven para ir evaluando y ganando eficiencia, a la hora de utilizar los instrumentos de 
planificación. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Agradecería al licenciado Julio Bango que nos hiciera llegar los datos en los 
cuales el nivel de ineficiencia es por una sobreeficiencia. 


SEÑOR BANGO (Julio).- Todos los tienen. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Ya sé que lo tengo, pero me gustaría que me hiciera llegar la fotocopia de los 
programas, para poder revisarlos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de las autoridades del Ministerio de Desarrollo Social. 
La Comisión pasa a intermedio hasta la hora 15. 


(Es la hora 14 y 38) 


Continúa la sesión. 
(Es la hora 15 y 16) 


(Asiste una delegación del Ministerio de Defensa Nacional) 


La Comisión tiene el gusto de recibir a una delegación del Ministerio de Defensa Nacional, integrada 
por el señor ministro, doctor Jorge Menéndez; el subsecretario, señor Daniel Montiel; el director General de 
Secretaría, profesor Hernán Planchón; el director General de Recursos Humanos, señor Ángel Antonio 
Sánchez Silva; el director de Recursos Financieros, señor Joel Rodríguez, la directora de los Servicios 


Sociales, señora Andrea Vázquez y las asesoras, doctora Josefina Nogueira, contadora Adela Rigoli y 
contadora Jacqueline Guerrero. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL .- Es un gusto estar en la Cámara de Representantes 
tratando temas de Defensa y, puntualmente, lo que tiene ver con la rendición de cuentas y balance de 
ejecución presupuestal del año 2016. 


Los legisladores tienen en su poder los quince artículos que presenta este Ministerio, aunque hay otro que 
está en otro Inciso, que también tiene relación con Defensa y es de mucha importancia. 


El presupuesto vigente de 2017 fue aprobado por este período de gobierno a través de la promulgación de la 
Ley de Presupuesto N* 19.355, de 2015, siendo la asignación para nuestro Ministerio del 8% del crédito total 
de la Administración Central y de los Organismo del artículo 220 de la Constitución. En términos del PBI, la 
asignación total se sitúa en el orden del 1%, particularmente, el 0,91%; es decir, el 3,7% del gasto público 
total. Debemos decir que esto es una foto de 2017, pero que ha tenido una línea descendente desde el punto 
de vista presupuestal para el Ministerio de Defensa Nacional desde antes de 1985, de la reinstitucionalización 
democrática. Ha tenido un ascenso exponencial hasta mitad de los años setenta; luego, el presupuesto de 
Defensa fue entrando en una etapa de meseta y después de disminución hasta llegar a ese casi 1% del PBI, es 
decir, un 8% del crédito de la Administración Central y un 3,7% del gasto total del Estado. 


La asignación presupuestal es de $ 14.770.724.000, lo que equivale a US$ 510.000.000, de los cuales el 77% 
se utiliza en gastos referidos al rubro 0 Remuneraciones del Ministerio de Defensa Nacional; un 20% para 
funcionamiento y un 2,8% para inversiones. Esto hace que esas inversiones sean del entorno de los 

US$ 15.000.000. Digo esto al pasar y despegado de lo otro por apreciaciones que haré posteriormente. 


Teniendo en cuenta las dieciocho áreas programáticas que componen el presupuesto del Estado, el 
presupuesto de Defensa Nacional participa en once de ellas. En lo que tiene que ver con la administración de 
justicia, tiene un 0.25%; del presupuesto de defensa; en Defensa Nacional específicamente, un 62.7%; en 
desarrollo productivo 2.41%; en educación un 5.75%; en infraestructura transporte y comunicaciones un 
5.45%; en medio ambiente y recursos naturales 0.45%; en protección y seguridad social 1.84%; en registros o 
información oficial 0.4%, en salud 14.18%; en seguridad pública 40.72% y en servicios públicos generales 
1.84%. 


Hacemos hincapié en lo que son estas áreas programáticas, porque cuando se habla de defensa, se hace 
referencia exclusivamente a lo que es la actividad militar propia de la concepción tradicional de defensa. Pero 
luego de la aprobación de la ley marco de defensa y desde que hace algunos años, los presupuestos son por 
programas y no por incisos. La actividad programática revela que defensa está en once de las dieciocho 
actividades programáticas que componen el presupuesto nacional. Esto lo reafirmo con cierto orgullo desde 
el Ministerio de Defensa Nacional: que podamos estar trabajando por el país, por el desarrollo nacional, por 
la educación, por la seguridad, por la infraestructura, por la salud -hecho muy importante para nosotros- no 
solo para el universo de 150.000 funcionarios, familiares y exfuncionarios que atiende sanidad de las Fuerzas 
Armadas, sino para lo que significa una reserva de carácter estratégico desde el punto de vista de la defensa 
ante eventualidades que pudieran presentarse. El Ministerio de Defensa Nacional tiene nueve unidades 
ejecutoras. La Secretaría de Estado se lleva el 8,24% del presupuesto de Defensa. La ex-Dinacie por ley pasó 
a denominarse Dirección de Inteligencia Estratégica, unidad ejecutora Estado Mayor de la Defensa. Ya no 
existe la Dinacie, el Parlamento, a propuesta del Poder Ejecutivo, creó la Dirección de Inteligencia 
Estratégica, y luego el Estado Mayor de la Defensa, transformado en unidad ejecutora. Allí se destina el 
0,52% del presupuesto de Defensa. Al Ejército se destina el 48,58%; a la Armada Nacional, el 18,08%; a la 
Fuerza Aérea, el 10,4%; a Sanidad, el 14,31%; a la Dirección General de los Servicios de las Fuerzas 
Armadas, el 0,4%, y a los retiros, el 0,5%. A la Dirección Nacional de Aviación Civil e Infraestructura 
Aeronáutica se destina el 5,90%. 


Como dijimos, por concepto de gasto, el 70% corresponde a sueldos y cargas sociales; a funcionamiento y 
suministros se destina el 20% y a inversiones, el 3%. 


Se destaca la elevada participación de las remuneraciones, que alcanzó el 77% del total del crédito: 
$ 11.372.000.000. Los gastos de funcionamiento ascienden a $ 2.680.000.000 y las inversiones, a 
$ 419.000.000.000. 


Como ya mencionamos en otras oportunidades, la normativa presupuestal también habilita al otorgamiento 
de refuerzos de créditos, que utilizamos para atender, fundamentalmente, requerimientos de las distintas 
Fuerzas, en el correr del año, para cumplir con las funciones que debemos realizar de acuerdo con las 
misiones asignadas. 


Esto tiene que ver con que el Estado asigna recursos del presupuesto nacional para que el Ministerio de 
Defensa Nacional lleve adelante sus misiones. Obviamente, no es lo único con lo que el Ministerio cuenta 
para atender las distintas áreas de gestión; existen lo que denominamos "fondos de terceros", integrados, 
entre otros rubros, por lo recaudado por nuestra participación en misiones de paz que, a esta altura, representa 
una parte importante del presupuesto de la Cartera. 


Voy a referirme al período 2009-2016, porque en 2009 comenzamos a tener registros reales de los ingresos, a 
partir de la existencia de organismos de contralor propios del Ministerio, lo que habilita a los organismos de 
contralor externos -como el Tribunal de Cuentas y la Contaduría General de la Nación- a que controlen el 
ingreso de estos dineros. 


En el mencionado período, el Ministerio de Defensa Nacional recibió, por concepto de misiones de paz, 
US$ 425.566.541, con un promedio anual de US$ 53.000.000 hasta el presente. Del total recibido, le 
corresponde el 76% al Ejército Nacional, 12,5% a la Armada y 11% a la Fuerza Aérea. El resto -0,5%- 
corresponde a OSE, organismo que también participa con nosotros en misiones de paz, atendiendo las 
unidades potabilizadoras de agua. 


Considerando la ejecución anual del período 2012-2016, el total de gastos e inversiones financiadas con 
reembolso de las misiones de paz, cuyos destinos a atender fueron necesidades generales de las Fuerzas 
Armadas, representó el 21% del total del ejercicio ejecutado. 


En el ejercicio 2016 se recibieron de misiones operativas de paz unos US$ 40.000.000, de acuerdo al 
siguiente detalle. Es importante tener en cuenta que existen misiones que ya dejamos de cumplir, y ese dinero 
ya no va a ingresar en el Ministerio de Defensa Nacional. 


Por Congo, se recibieron US$ 31.326.020, 79%; por Haití -misión que hemos cerrado-, US$ 7.612.758, 19%; 
por Sinaí, misión que no hacemos bajo bandera de Naciones Unidas, sino por acuerdos de MFO, US$ 73.296, 
0,2%. 


El 21% del total ejecutado con cargo a reembolso de las Naciones Unidas se destinó a la adquisición de 
bienes, equipos y servicios para atender las necesidades operativas de las Fuerzas Armadas. Y del total 
ejecutado del período 2012-2016, el 10% de las actividades normales de las Fuerzas Armadas se financió con 
fondos ONU. 


El Ejército Nacional es la fuerza que utiliza en mayor medida los reembolsos de la ONU, y el financiamiento 
de parte de su funcionamiento e inversiones representó en el período, aproximadamente, 20% del total de 
gastos o Inversiones. 


De las principales inversiones para la defensa financiadas con reembolsos de misiones de paz, podemos 
destacar inversiones permanentes de todo tipo, por ejemplo, equipo mayor, que tiene que ver con 
adquisiciones en el Ejército de radares, de Land Rover, materiales, como pistolas, fusiles y todo lo que tiene 
que ver con municiones. También hemos hecho algunas inversiones a nivel nacional -porque nos habilita la 
ley- que tienen que ver con la propia estructura del Ministerio de Defensa Nacional y, en este caso, el 
Ejército. Por ejemplo, se ha adquirido un predio en el departamento de Durazno para hacer el traslado de tres 
unidades: el Regimiento Teniente General Pablo Galarza de Caballería Blindado N* 2; el Regimiento de 
Infantería Blindado N? 13, que también está en este departamento, y la Brigada de Infantería N* 5. 


La construcción de toda la infraestructura que albergará el predio que ya se compró, se realizará con fondos 
ONU y también con la venta de los predios que quedarán excedentarios por este traslado, sin tocar lo que es 
monumento histórico nacional del Regimiento Teniente General Pablo Galarza. Estos ejemplos muestran para 
qué sirven los fondos ONU, para qué los utiliza el Estado y cuáles son las fuentes de financiamiento que a 
veces tenemos para las inversiones. 


En cuanto a los salarios, en el repartido enviado por el Poder Ejecutivo que tienen todos los señores 
diputados se hace referencia a la evolución que han tenido en el Ministerio de Defensa Nacional. Estamos 
hablando de un Ministerio muy grande desde el punto de vista de los recursos humanos -tal vez los más 
importantes del Estado-, que tiene 27.923 cargos ocupados, 26.468 militares y 1.455 civiles. Si bien hemos 
tenido mejoras importantes desde el punto de vista salarial, creemos que -somos parte de este Gobierno y de 
este presupuesto- tenemos una situación salarial deprimida en ciertos sectores, como es obvio y conocido por 
todos, fundamentalmente, en los grados de personal subalterno. Hemos realizado importantes esfuerzos para 
mejorar esta situación, pero tal vez no han sido suficientes. Trabajamos para incrementar los salarios y nos 
acompañó el Parlamento en muchas etapas. Creamos compensaciones para integrarlas al salario para algunas 
tareas o funciones específicas. También, en el Ministerio trabajamos mucho para brindar diversos beneficios 
que no tienen que ver con el salario, pero sí forman parte de la vida misma de la gente: boletos para el 
transporte urbano, tiques de alimentación, ayudas para mejorar viviendas, etcétera. 


Desde el año 2010 se han logrado aumentos salariales, según el grado de incremento, que van desde 60%, en 
casos de soldados, a un promedio de 22% para los oficiales. Un soldado de primera en 2010 ganaba nominal 
$ 6.909. Dejado a la evolución natural, por el índice de precios al consumo, hubiera llegado en 2016 a ganar 
$ 11.000. Con los aumentos salariales generados a propuesta del Poder Ejecutivo, pero asignados por el 
Parlamento nacional, el salario nominal es de $ 17.799. O sea que hay una diferencia de 61% entre la 
evolución natural y el aumento salarial que se consignó. A nivel de oficiales, un capitán o un teniente de 
navío, que tiene el mismo nivel, que en 2010 ganaba $ 25.839, dejado a la evolución natural del índice de 
precios al consumo, en 2006, hubiera ganado $ 36.640, y hoy gana nominal $ 46.470, un 24% de diferencia. 


Como he dicho, en base a reasignación de créditos propios se han creado en sucesivas leyes de rendiciones de 
cuentas distintas compensaciones orientadas a mejorar la redistribución de quienes cumplen con tareas o 
funciones específicas en distintos niveles de especialización y/o riesgo. Esto ha significado, por un lado, un 
reconocimiento a quienes cumplen las tareas y, por otro, una forma de retener a un personal que por sus 
ingresos y por un mercado con avidez hubiera migrado a otro tipo de actividades. Por ejemplo, en la 
Secretaría de Estado se han creado compensaciones para: funcionarios que desempeñan tareas prioritarias 
con alto grado de especialización; en el Ejército, por tareas de guardia y custodia protocolar de la Unidad 
Ejecutora 001 del Ministerio de Defensa; para el personal de la Compañía Especial Antiterrorista, CEAT; 
para el Batallón de Infantería Paracaidista N* 14; para el personal de la sección de antenistas del Batallón de 
Apoyo y Servicios de Comunicaciones N? 2; para el personal de ingenieros afectados por incidentes 
químicos, bacteriológicos, radiológicos. Esta compensación asciende al 50% de la retribución, que los 
funcionarios perciben por todo concepto excepto los beneficios sociales y está integrada al salario. Tal vez 
sea por eso que hoy tenemos esta cantidad de funcionarios especializados dentro del Ministerio de Defensa 
Nacional y no por lo que significa el salario en sí. 


En la Armada está la compensación al personal embarcado, al personal de operaciones especiales, a 
integrantes de la Sección Reconocimiento del Cuerpo de Fusileros Navales. 


En la Fuerza Aérea hay una compensación por asiduidad de vuelo, a personal que desempeña tareas en la 
Policía Aérea Nacional; nuevo elemento de no lejana creación. Hoy tenemos una nueva realidad a nivel aéreo 
y en las comunicaciones aéreas de nuestro país. A su vez, tenemos una nueva realidad por nuestros 
compromisos con la Organización de Aviación Civil Internacional que nos exige otra respuesta en materia de 
seguridad. De ahí la presencia de la Policía Aérea Nacional. Se trata de funcionarios de la Fuerza Aérea 
especializados en seguridad para tratar los temas que tengan que ver con la aeronáutica, en particular, con la 
Policía Aérea Nacional. 


Formar un funcionario para que integre los cuadros de la Policía Aérea Nacional, después de estar integrado a 
la Fuerza Aérea, puede llevar de nueve meses a un año. O sea que la rotatividad del personal subalterno, 
teniendo en cuenta los contratos bianuales, debe ser también atendida cuando existe un grado de especialidad 
de estas características. Sucede que pasamos un año para preparar a ese funcionario que se contrata 
bianualmente para que sea primero integrante de la Fuerza y luego de la Policía Aérea Nacional, por lo que es 
posible que cuando terminemos ya no esté. 


Así podría mencionar otra cantidad de compensaciones en la Fuerza Aérea y en la Armada, como la 
compensación en sanidad para quienes atienden pacientes directamente, que es el 20% sobre el básico del 
sueldo. 


Es de público conocimiento que se requieren mayores inversiones -así lo consignamos desde el Ministerio de 
Defensa Nacional- en equipamientos para la Fuerza Aérea y la Armada Nacional, que están fuera del alcance 
de esta Cartera teniendo en cuenta la asignación presupuestal con la que contamos. Lo decimos sin 
estridencias, pero claramente. Sabemos en qué país vivimos, cuál es el presupuesto de la nación y cuáles son 
las prioridades, pero esto lo decimos claramente. No obstante, en los últimos años se realizó una serie 
importante de inversiones en equipo y en infraestructura, financiadas con recursos presupuestales, pero 
también con los recursos extrapresupuestales a los que hicimos mención anteriormente, principalmente los 
que tienen que ver con reembolsos. También tenemos otras áreas en las que contamos con fondos de terceros 
muy importantes, como por ejemplo en sanidad de las Fuerzas Armadas. Esto nos ha permitido hacer una 
serie de inversiones como, por ejemplo, la Torre 5 en su primera etapa. Hoy estamos tratando de realizar la 
segunda etapa. Y hay otra serie de inversiones en sanidad que son muy importantes para el país, no solo por 
los 150.000 funcionarios que se atienden allí sino también por los servicios que se brindan externamente y se 
pueden comprar. También se puede alquilar infraestructura o llevar adelante intervenciones que, por su 
especialidad única, se realizan solamente en ese recinto. Tal es el caso de los trasplantes hepáticos, entre 
otros. Ni qué hablar de la presencia del IMAE cardiológico, de la colocación de marcapasos, del IMAE 
traumatológico, y del Banco de Tumores, único en sus características a nivel nacional. 


Voy a mencionar algunas de las inversiones. 


En 2013 y 2014 se realizaron importantes obras en el aeropuerto de Durazno que incluyeron el recapado 
completo de las pistas. Estas obras estuvieron en el entorno de los US$ 4.500.000. 


También se ha trabajado en el aeropuerto de Melilla con una importante inversión millonaria en dólares, que 
seguiremos realizando en la medida en que vayamos consiguiendo los fondos previstos. 


Estamos trabajando en el aeropuerto de Rivera, con una inversión muy importante, pensando en la 
posibilidad de transformarlo en un aeropuerto binacional, a través de la Junta Aeronáutica, en acuerdo con el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, el de Economía y Finanzas y la Intendencia de Rivera, con la que 
tenemos un trato muy fluido respecto de este tema. 


En la Base Científica Antártica Artigas podemos hablar de la construcción de ocho tanques de combustible 
con capacidad para 230.000 litros de gasoil. Esta inversión permite obtener la autonomía de almacenamiento 
de combustible y cumplir con toda la normativa ambiental en materia de generación de energía. 


También se adquirió todo el equipo para realizar de forma segura la maniobra de descarga del combustible 
del barco a los tanques, lo que supuso una inversión de US$ 350.000. A su vez, se realizó la compra de un 
transporte antártico carrier por un valor de US$ 100.000, y de una lancha cerrada que permitirá a los 
científicos uruguayos tomar sus muestras en un estado de seguridad en la zona de la isla Rey Jorge y en el 
continente antártico. 


A su vez, podemos referirnos a la compra de algunas aeronaves, como ocurrió tiempo atrás con el helicóptero 
sanitario, que costó US$ 4.200.000, que se puso al servicio de la Unasev y que hoy trasporta órganos, tejidos 
y pacientes. 


Últimamente, hemos comprado dos aeronaves Aviocar a Portugal, con el producto de la venta de un inmueble 
ubicado en Santiago de Chile y fondos de reembolso de las misiones de paz. Esto supuso una inversión 
cercana a los US$ 2.000.000. 


En los últimos tiempos, hemos adquirido un simulador de navegación de maniobras, complementando un 
simulador de comunicaciones, para la Escuela Naval, una aeronave B 200 T para patrulla marítima de 
US$ 1.500.000 y vehículos para la Prefectura Nacional Naval. 


También se realizaron importantes mejoras en la recuperación de los buques ROU 26, "Vanguardia", y el 
ROU 04, "Artigas" 


A modo de ejemplo, respecto del ROU 26, cabe señalar que entre 2016 y 2017 se van a invertir en su mejora 
más de $ 10.000.000. 


A su vez, desde hace un tiempo estamos realizando una inversión para la reparación del buque-escuela 
Capitán Miranda. Esta inversión ha sido más importante de lo que pensábamos inicialmente e insumirá un 
tiempo mayor que el estimado. Estuvimos en la disyuntiva de hacer una inversión para la compra de un 
buque escuela o reparar el que teníamos. La decisión fue reparar el existente, porque era menor el costo -la 
inversión está en US$ 5.000.000- y, además, porque es una reparación a fondo que transformará al Capitán 
Miranda en su estructura, hasta los últimos elementos desde el punto de vista marítimo y naval. Este barco 
será un orgullo para el Uruguay y pensamos que estará navegando entre los últimos meses de este año y los 
primeros del que viene. Seguirá siendo un buque escuela, con capacidad para albergar a los cadetes -hombres 
y mujeres- de nuestra Escuela Naval y un representante internacional de nuestro país en cada puerto al que 
llegue. 


A través de la Dinacia se han realizado varias inversiones de importancia para la aviación civil. Se ha 
adquirido: un radar de procedencia italiana para el Aeropuerto de Carrasco; una consola para comprobación 
de vuelo; un simulador de sistemas para el entrenamiento de controladores. 


El Ejército Nacional, especialmente con fondos ONU, en los últimos años ha realizado importantes 
inversiones: en 2012, US$ 4.000.000; en 2013, US$ 13.000.000; en 2014, US$ 2.983.000; en 2015, 
US$ 2.177.000, y en 2016, US$ 1.000.102. Con estos recursos se han adquirido vehículos blindados, 
materiales para paracaidismo, equipos de comunicaciones, municiones, granadas, morteros, armamento 
personal, etcétera. 


Desde el punto de vista operativo, en el año 2016, nuestra Fuerza Aérea completó 13.036 horas de vuelo, de 
las cuales 3.321 fueron para instrucción; 7.794 para entrenamiento y misiones de la Fuerza Aérea; 90 para 
evacuaciones aeromédicas; 87 para apoyo al Ejército Nacional; 202 para apoyo a organismos 
gubernamentales; 220 para apoyo al Sinae, y 1.051 para apoyo a la ONU. Recordamos que, por la ONU, 
tenemos la presencia de un contingente importante de nuestra Fuerza Aérea en el Congo atendiendo in totum 
el aeropuerto de Bukavu. Toda la operativa de ese aeropuerto la controla nuestra Fuerza Aérea, así como 
todas las actividades de aeroevacuación médica, a través de dos helicópteros con capacidad de vuelo 
nocturno. 


Mencionamos esto porque tiene que ver con un sistema de actuación que está compuesto, en primer lugar, 
por el personal; en segundo término, por las comunicaciones de nuestra Fuerza Aérea, y en tercer lugar, por 
las aeronaves que tienen que ver con el enlace, con el transporte y con otro tipo de actividades. Y dejo para el 
final las aeronaves de combate, con un centro de control de operaciones que también es un orgullo para el 
Uruguay, donde están integrados los vuelos de carácter civil y de carácter militar, con un sistema de 
detección de vuelo hoy integrado por dos radares militares tridimensionales que ha comprado el Estado hace 
no mucho tiempo, uno fijo, situado en Santa Clara, y otro móvil, que aleatoriamente está en una u otra parte 
del país, con la integración de radares civiles, que también dan su información al centro de control, y los 
elementos de carácter interceptivo para vuelos irregulares o ilícitos. 


La función principal de nuestra Fuerza Aérea es el control del espacio aéreo, pero también de la operativa 
aérea, y esta puede ser regular o, en algunos casos, irregular. Trabajamos con los países vecinos en base a 
determinado tipo de actividades para trasladarnos ante la presencia de vuelos irregulares, pero tenemos que 
tener la presencia de interceptores. Nuestro país, que no tiene hipótesis de conflictos reales con países 
vecinos, sí tiene que tener presencia ante lo que hoy pueden ser nuevas amenazas para un país en democracia, 
y esos interceptores son de mucha importancia. En nuestro país son interceptores, pero también son 
aeronaves de entrenamiento. Hoy, en base al esfuerzo de los integrantes de la Fuerza, fundamentalmente de 
sus aerotécnicos, contamos con los A-37, que se mantienen volando después de muchos años, pero que 
necesitan un recambio en un futuro cercano y una atención en particular a su logística actual. 


Como ministro de Defensa, debo plantear en el Parlamento nacional que es una de nuestras necesidades 
reales mejorar la logística para tener mayor capacidad operativa. También debo decir que tenemos el orgullo 
de contar con estas aeronaves, hoy con capacidad de intercepción en base a su fortaleza, pero 
fundamentalmente por el recurso humano con que cuenta el Estado uruguayo, que permite mantenerlas en 
orden de vuelo y haciendo lo que deben hacer. 


Nuestro Ejército Nacional tiene un despliegue nacional que es de larga data, su integración ha venido 
disminuyendo en número, pero mantiene habilitada, como Fuerza, la atención de los requerimientos de las 
misiones a que, desde el punto de vista de la normativa, estamos obligados; porque ya no se trata solamente 


del mantenimiento de la soberanía territorial y de la independencia, de la defensa de los recursos naturales 
estratégicos, sino que también tenemos otras misiones: hoy estamos integrados a tareas de seguridad en lo 
que tiene que ver con las guardias carcelarias. Actualmente atendemos siete recintos carcelarios a través de su 
guardia perimetral, dedicamos más de cuatrocientos cincuenta funcionarios exclusivamente a atender la 
tercera cerca perimetral. Entendemos que hemos tenido un muy buen resultado. Hace un tiempo dijimos que 
ha habido un antes y un después de la existencia de esta cerca perimetral, no solo por nosotros, sino también 
por lo que ha hecho el Ministerio del Interior, pero nuestra presencia ha sido muy importante. 


Estamos trabajando en otras áreas, a través del Ejército. Particularmente, en estos días la presencia de las tres 
Fuerzas -pero fundamentalmente del Ejército- para atender la situación por las inundaciones en el litoral fue 
de mucha importancia: miles de horas-hombre, cientos de efectivos e importante cantidad de logística han 
estado al servicio del país. 


Hoy estamos trabajando en la preparación de nuestra gente para lo que será la actividad, junto con el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, en las barreras sanitarias de nuestro país. Se procura mantener 
la defensa de un área central para el desarrollo presente y futuro, que tiene que ver con la manutención del 
estatus sanitario animal, humano y vegetal de nuestro país. Algunos nubarrones se ciernen en otras áreas de 
nuestra América en relación a los estatus sanitarios. Debemos fortalecer nuestras fronteras, y ello requiere un 
trabajo conjunto del Estado. 


Ya ustedes han aprobado la participación en conjunto del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y de 
Defensa Nacional en tareas de apoyo en lo que tiene que ver con la detención y la revisación en áreas de 
frontera a través de puestos fijos y móviles. El anterior presupuesto había asignado a nuestros funcionarios 

$ 12.000.000 para compensaciones. Hoy, a través del artículo 98, perteneciente al Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca -no al Ministerio de Defensa Nacional- se les asignará $ 36.000.000 para estas funciones. 
Creemos que esto es muy importante porque a través del Estado Mayor de la Defensa estamos preparando a 
nuestra gente, no solo a la de la Armada Nacional a través de sus puestos fijos en Colonia, en el puerto de 
Montevideo, Fray Bentos, Salto y Paysandú, sino también a la del Ejército Nacional para la frontera seca y 
las rondas móviles que puedan existir. 


Nuestra Armada Nacional cumple su misión a nivel marítimo, fluvial y lacustre, que se ha extendido a las 
350 millas, hasta la mitad del océano Atlántico. Tiene dificultades importantes desde el punto de vista de su 
logística, que es nuestra. Nuestras plataformas marítimas tienen un promedio de cincuenta años, además de la 
situación de deterioro de muchos de los buques adquiridos tiempo atrás y últimamente, en categoría C3 y C4. 
Ha habido una mejora a nivel fluvial debido al reintegro de plataformas que estaban en Haití y que hoy 
podemos utilizar a nivel fluvial, fundamentalmente en el río Uruguay, en la zona costera del Río de la Plata y 
a nivel lacustre. 


De aquellas dieciséis lanchas Boston Whaler, que fueron adquiridas para trabajar en Haití, hoy tenemos 
nueve operativas: en Punta del Este, en Paysandú, en Montevideo, en la laguna Merín, entre otros. La 
Armada piensa ir reacondicionando en la medida de las posibilidades estas plataformas que cuando se 
compraron generaron dudas acerca de su destino final. Hoy tenemos la satisfacción de ver que el destino 
final, luego de haber cumplido la etapa de participación en misiones de paz, está en Uruguay y al servicio de 
la Prefectura Nacional Naval. 


Sé que vendrán preguntas con respecto a esto. Una pregunta lógica sería qué pensamos sobre la adquisición 
de nuevas plataformas y logística para la Armada Nacional. Hemos estado trabajando mucho. No contamos 
con recursos de carácter presupuestal para las inversiones necesarias. No venimos acá a quejarnos de esa 
situación. No hemos logrado conciliar la inversión con las ofertas que hemos tenido en nuestro país. Hemos 
transitado una etapa de estudio de carácter técnico de los elementos que se necesitan. Nuestra Armada 
Nacional ha hecho una valoración de los mismos y una ponderación de los ofrecimientos. Tenemos claro qué 
es lo que precisamos. Inclusive, de acuerdo con lo que se ha presentado en nuestro país, tenemos claro los 
elementos que podrían ser adecuados para nuestras necesidades y sus orígenes -no estamos hablando de 
procedimientos de compra-, pero no hemos logrado conciliar la forma de incorporación, de acuerdo con las 
posibilidades con que cuenta el Estado uruguayo, dado que estamos hablando de elementos de alta 
tecnología. Esa es la situación al día de hoy. 


Seguimos trabajando. Estamos adelantados en algunas áreas, pensando también en lo que tiene que ver con el 
número, con los años, con otras posibilidades. 


La inversión que debería hacer nuestro país desde el punto de vista aéreo y marítimo sería de cientos de 
millones de dólares. Y cuando hablo desde el punto de vista marítimo me refiero a plataformas navales que 
tengan la posibilidad de tener una utilización dual, es decir, atender nuestra franja costera pero también estar 
días en el mar, poder llevar un helicóptero a bordo, lo que facilita las tareas de búsqueda, rescate y de 
aproximación, como así también pensando en una cadena de radares costeros. Como comprenderán, se trata 
de una inversión que desde el punto de vista del presupuesto es muy difícil. Entonces, pensamos en otras 
líneas de acción. 


Se ha hablado públicamente, con buena voluntad -porque todos acá aportan con buena voluntad-, de 
fideicomisos, entre otras cosas. Se ha pensado en compras que tienen que ver con pagos diferidos, todas ellas 
generando un peso desde la compra en su globalidad desde el punto de vista fiscal, si bien se podrían pagar 
paulatinamente o anualmente. 


Asimismo, se ha pensado en hacer aportes de los activos prescindibles del ministerio y también del Gobierno 
nacional. Por ejemplo, pensemos en un activo prescindible como lo es un campo, a valor de mercado de 

US$ 3.000 la hectárea. Para comprar una sola de estas plataformas marítimas precisaríamos 20.000 hectáreas. 
Si pensáramos en estructuras edilicias, por ejemplo, en un apartamento de dos dormitorios en el centro de 
Montevideo de US$ 140.000, precisaríamos 414 apartamentos. Doy estos ejemplos, porque a veces se dice 
fácilmente que vendamos esto o aquello, pero no es suficiente con ese ejemplo. Hay que ir más allá. Por eso a 
veces las cosas que necesitamos y queremos no se hacen fácilmente, lo cual no implica que no sigamos 
trabajando. 


Tengo la esperanza cierta de que podamos lograr, en un tiempo no lejano, el inicio de operaciones que nos 
habiliten a que el país tenga en el futuro -cualquiera sea el gobierno que esté en este país- la posibilidad de 
tener nuevos recursos desde el punto de vista logístico, que habiliten a trabajar técnicamente de otra forma, 
con menos personal y más capacitado para la defensa de nuestro país, que no es estar en guerra con nadie, 
pero sí defender, desde el punto de vista de un multipropósito, las capacidades y los valores que nuestro país 
tiene a nivel marítimo, en el subsuelo marítimo, a nivel de nuestra riqueza ictícola, la de hoy y la de mañana. 
Estamos sumamente comprometidos y preocupados por hacer realidad esto que les estoy diciendo. 


Podría hablar de otra serie de cosas, pero respeto el tiempo de los señores diputados. Me gustaría hablar de 
las cosas que estamos haciendo en el Instituto Geográfico Nacional, así como también profundizar en el 
Instituto Antártico Uruguayo y hablar sobre sanidad, que no refiere solo a las Fuerzas Armadas, sino que es 
un recurso sanitario del país, pero atendiendo el tiempo de que disponemos, voy a parar por acá. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Lamento mucho que el señor ministro tenga que parar por acá, porque es 
muy interesante lo que venía diciendo y porque además creo que nos merecíamos un informe. Por lo tanto, le 
agradeceríamos que lo que no pudo decir lo deje para que lo podamos leer, porque son muchos datos que 
consideramos importantes y de relevancia. 


A nadie escapa que vamos a eludir el debate que podríamos estar teniendo hoy aquí, no solamente con el 
señor ministro, sino con la fuerza política de gobierno, con relación al tema de la defensa nacional y las 
noticias que tenemos en cuanto a la intención de las modificaciones de algunos servicios, especialmente de 
los retiros de los militares, porque eso nos llevaría un debate que terminaría a altas horas de la noche y quizás 
hasta coincidiríamos con el señor ministro, más de lo que diferiríamos en cuanto a este tema y a cómo se ha 
manejado. Sin embargo, me gustaría conocer algunos datos que el señor ministro nos pudiera aportar al 
respecto. 


En primer lugar, me gustaría que nos hiciera llegar la gráfica sobre la escala de salarios a la que hizo 
referencia, porque es significativo el dato de algunos de los aumentos que el señor ministro manejó que se 
han logrado. Él manejaba el grado de Capitán o de Teniente de Navío y es significativo el monto a que hizo 
referencia. Entonces, me gustaría que nos hiciera llegar esta gráfica, aunque tengo claro que a través de la 
página web del ministerio y de las Fuerzas Armadas se puede encontrar, pero sería bueno que nos hiciera 
llegar una escala de salarios de lo que hoy gana un soldado hasta un General o Almirante en actividad. 


En segundo término, me interesaría mucho conocer, en cuanto a la Armada Nacional, qué se tiene pensado 
por parte del ministerio en cuanto a la conmemoración de los doscientos años que la Armada estará 
cumpliendo este año. Es la primera orden de corso del General Artigas y es la fecha que la Armada entiende 
como la de su fundación, por lo que creo que no es poca cosa la conmemoración de los doscientos años. En 


ese sentido, quiero saber en qué está pensando el ministerio, porque esto está relacionado con que creo que 
esa fecha nos podría invitar a todos a pensar en una renovación, especialmente, de las plataformas marítimas. 
Al respecto, el señor ministro ha hecho algunas afirmaciones con relación a lo que se está haciendo en el 
Buque Capitán Miranda y a la posible inversión en nuevas plataformas, pero me gustaría saber cuántos días a 
la semana o al mes hoy nuestro mar territorial es patrullado por unidades de la Armada Nacional, porque 
cuando se dice que se pretende llevar adelante la defensa de nuestra riqueza ictícola y del mar territorial, eso 
es sinónimo de horas de navegación. 


En ese sentido, me gustaría conocer de parte del Ministerio de Defensa Nacional la inversión o la partida que 
se destina a combustible y, especialmente, qué plataformas marítimas o navales están en condiciones de 
ejercer la custodia del mar territorial y de los espacios, fundamentalmente, el del Río de la Plata y el del río 
Uruguay. 


Me acuerdo que hace pocos años atrás, en el Senado, se había votado por unanimidad una declaración en 
cuanto a exhortar al Gobierno a la compra de plataformas de patrullas o de patrulleras atlánticas. El señor 
ministro hizo alguna referencia elíptica a esto, pero me gustaría saber si hay algún tema puntual que se esté 
pensando en la incorporación de nuevas unidades navales a corto plazo. 


En el plan de aquí al 2020 -a la finalización del presente Gobierno-, ¿hay posibilidades o no de una 
renovación o una compra de alguna plataforma naval que pueda suplir a la tan desgastada que conocemos 
todos, a pesar de los esfuerzos de mantenimiento que hace la Armada? 


Lo mismo con relación a la Fuerza Aérea. El señor ministro hablaba de los aviones interceptores. En algún 
momento, había trascendido la información de que la Fuerza Aérea había desactivado los aviones o gran 
parte de ellos -el señor ministro hablaba de los A-37, que son aviones interceptores y están destinados a la 
ciudad de Durazno- y, en ese sentido, quiero conocer si hay también un plazo en el cual se esté pensando en 
algún tipo de renovación o la incorporación de alguna unidad que pueda cumplir con ese objetivo que creo 
que es central para la custodia del espacio aéreo nacional. 


Tengo una pregunta relacionada con la Dirección Nacional de Sanidad Militar. Me gustaría que el señor 
ministro nos pudiera explicar qué planes de contingencia tiene pensados el ministerio frente a la realidad de 
que, eventualmente, se concretaran algunas de las decisiones que el Poder Ejecutivo está promoviendo en 
cuanto a la reforma del servicio de retiros y pensiones o relacionados con alguna otra medida de carácter 
salarial. ¿En qué planes está trabajando el Ministerio de Defensa Nacional frente a la noticia oficial que se 
tiene? En alguna oportunidad hemos sido visitados por médicos, con autorización del mando, que nos han 
informado que hay una gran cantidad de especialistas y de médicos y nurses de la Dirección Nacional de 
Sanidad Militar que estarían pensando en proceder a retirarse, producto de la eventualidad de la aprobación 
de alguna ley que está hoy radicada en el Senado de la República. Frente a la cantidad de personal que se 
retiraría y, especialmente, teniendo en cuenta el grado de especialización que tienen muchos de estos 
técnicos, ¿qué eventualidad traería al servicio y al ministerio? ¿Qué cálculo o análisis están haciendo al 
respecto. 


Por último, en cuanto al Instituto Antártico Uruguayo, me alegra que el ministerio haya retomado una vieja 
práctica que creemos de los asuntos estratégicos más importantes que tiene el Uruguay fuera de sus fronteras, 
que es la Antártida y su presencia allí, así como también integrar ese club selecto de los países que formamos 
parte del Tratado Antártico; inclusive, hoy el Uruguay está en la Secretaría General. Al respecto, me gustaría 
conocer de parte del ministerio qué partidas presupuestales tiene previsto asignar, aumentar o mantener al 
Instituto Antártico Uruguayo y a las fuerzas que realizan el mantenimiento y la presencia, tanto aérea, como 
naval o del Ejército Nacional. 


SEÑOR MUJICA (Gonzalo).- No voy a entrar en la discusión que se ha dado a nivel público y que ha 
tomado estado parlamentario, pero sí quiero hacer algunas preguntas con respecto al contexto de este debate. 


En primer lugar, quisiera saber si desde el punto de vista del ministerio es posible llevar a cabo un 
tratamiento integral del tema de las Fuerzas Armadas, sin incluir las remuneraciones de los activos. 


La segunda pregunta, también de contexto, tiene que ver con el hecho de si el Ministerio de Defensa 
Nacional tiene una propuesta de transformación del sistema de retiros. No quiero que me la expliquen; 
simplemente, quiero saber si tienen alguna propuesta respecto a ese tema, que es polémico. 


La tercera pregunta no está relacionada con este tema, sino con una inquietud que se me hizo llegar en algún 
momento con respecto al viejo edificio del aeropuerto de Carrasco. Es un edificio que en este momento está 
siendo custodiado, pero tengo entendido que todavía no tiene un destino o, por lo menos, no se ha ejecutado. 
Me gustaría saber cuáles son los planes del ministerio respecto a ese edificio, que tiene un alto valor 
arquitectónico, de una gran riqueza constructiva. Precisamente, por esa calidad y por su emplazamiento, 
interesa mucho saber qué planes tienen con respecto a este edificio. 


SEÑOR AYALA BARRIOS (Mario).- Quiero preguntar al ministro qué opina con respecto a la 
compensación por nocturnidad que pueda corresponder a los efectivos de las Fuerzas Armadas. En ocasión de 
la comparecencia del Ministerio del Interior en esta Comisión, hicimos esta pregunta a sus autoridades y nos 
contestaron que a su juicio correspondía el pago de la compensación por nocturnidad. Nos gustaría conocer la 
opinión del Ministerio de Defensa Nacional al respecto. 


Por otra parte, visto que el ministro estuvo presente en el primer Consejo de Ministros de este período de 
Gobierno, en el pueblo de Sequeira, donde el presidente de la República se comprometió al balizamiento del 
aeropuerto de Artigas, nos gustaría saber en qué situación está dicha obra de balizamiento y si hay alguna 
fecha para su concreción. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Solo quiero agregar una pregunta concreta a la que ya han formulado los colegas 
que intervinieron con antelación y que tiene que ver con un tema que es público y suscitó mucha polémica en 
su momento, inclusive la convocatoria del señor ministro al Parlamento en el último receso parlamentario. 
Me refiero a sí finalmente se concretó la compra del avión multipropósito -el Ministerio de Defensa Nacional 
quedó habilitado para hacerlo, particularmente, la Fuerza Aérea Uruguaya-, popularmente conocido como 
avión presidencial. Si es así, me gustaría saber cuánto se pagó por él y qué uso se le ha dado desde el 
momento en que ingresó al patrimonio público hasta la actualidad. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL .- Empezaré contestando las preguntas del señor diputado 
Penadés. 


Con respecto a la escala salarial, dejaremos al señor diputado la gráfica correspondiente. Tal vez la podamos 
mejorar, pero por ahora le dejaremos la que tenemos acá. 


En cuanto al bicentenario de la Armada, me gustaría enviar la respuesta en detalle, en términos bien 
prudenciales, a fin de contestar con certeza. 


Por otra parte, con respecto a si de aquí a 2020 vamos a adquirir alguna plataforma, tengo la esperanza de que 
para entonces podamos haber cerrado alguna negociación en ese sentido. Hemos adelantado bastante, 
fundamentalmente, a través de conversaciones Estado a Estado y con empresas que si bien son privadas 
tienen una integración del Estado en su capital accionario, lo cual de alguna manera nos facilita los 
procedimientos. No hemos encontrado las formas que nos habiliten con un criterio cierto a hacer una 
adquisición que no pese desde el punto de vista fiscal, desde el punto de vista financiero, en la totalidad de la 
compra del Estado, que es lo que estamos buscando en una primera instancia. En la medida en que podamos 
conseguir ese mecanismo -tenemos negociaciones avanzadas en ese sentido-, pensamos que podremos hacer 
la adquisición en la forma que deseamos y que el Senado de la República planteó tiempo atrás, como bien 
decía el señor legislador. Creo que fui específico en cuanto al tema. 


Con respecto a los interceptores, hemos discontinuado algunas aeronaves -lo dijo lateralmente el señor 
legislador-, en particular, los denominados Pucará. Razones de costo beneficio y el hecho de que las líneas de 
producción de estas aeronaves se hayan ido discontinuado, han llevado al Comando de la Fuerza Aérea a 
tomar esa decisión. Lo mismo ha pasado con otras aeronaves; por razones de costo beneficio han dejado de 
prestar servicios. Apuntamos a otras cosas. Los A-37 nos están dando una gran mano; pensamos seguir 
contando con ellos. En este momento, estamos trabajando para dotarlos de nuevos asientos eyectables, los 
cuales nos permitirían un tiempo mayor de utilización. Tampoco esto es poca cosa; el cambio de esos 
asientos implica inversiones muy importantes en dólares, pero pensamos tener esta posibilidad en el muy 
corto plazo. 


Estamos pensando en otro tipo de aeronaves, inclusive, con la incorporación de radares que habiliten a los 
interceptores no a actuar por vista humana, sino en forma mucho más cierta que hoy, con una tecnología 


incorporada en forma diferente. En ese sentido, hemos avanzado. Como comprenderán, la lista se amplía. 
Veremos si tenemos posibilidad de alguna respuesta cierta en el corto plazo. 


En cuanto a los planes de sanidad en función de la contingencia de la ley de retiro, no queremos actuar al 
respecto bajo el título de catástrofe. Hay varias áreas a trabajar antes de llegar a esas circunstancias. 


En primer lugar, como integrante del sistema público de sanidad del Estado, hicimos las comunicaciones al 
Ministerio de Salud Pública -a través de las líneas que corresponden-, ante la eventualidad de determinado 
tipo de circunstancias que pudieran generarse. Ese ha sido el primer paso, que es serio y lógico por ser parte 
de la red de asistencia pública del Estado. Y ante un determinado escenario de dificultad, debemos hacer las 
comunicaciones que correspondan al organismo rector sanitario a nivel nacional, que es el Ministerio de 
Salud Pública. Esto se ha realizado. 


Por otra parte, trabajamos en distintas líneas para generar escenarios de contingencias diferentes a las 
actuales, a través de la propia sanidad, pero son escenarios y no tienen nada que ver con la realidad; son 
hechos que no se han consumado. Espero -y al respecto no voy a adelantar ninguna otra cosa- que esos 
escenarios de mucha dificultad sean diferentes a las dificultades planteadas inicialmente. Y no voy a decir 
nada más a ese respecto. 


En cuanto a los planes del Instituto Antártico Uruguayo, estamos incluyendo un artículo en este proyecto de 
presupuesto por el que se pide habilitación al Estado en su conjunto para contribuir, de una forma natural y 
fluida, al Proyecto Antártico. No queremos transformar este proyecto en uno de Defensa. Nosotros tenemos 
un decreto que nos habilita y nos exige poner la atención en el tema antártico. Ahora, integrado al Consejo 
Antártico tenemos otros ministerios, como, por ejemplo, el de Relaciones Exteriores -es lógico- y el de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente -sobre la base del último decreto-, fundamentalmente 
por el medio ambiente. Y debo decir acá que tenemos proyectada la integración del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería, que no está resuelta -forma parte de un nuevo decreto en el que pensamos trabajar en los 
próximos días-, porque creemos que este Ministerio generará un aporte muy importante en el Consejo 
Antártico. 


Asimismo, planteamos una serie de modificaciones, pero, fundamentalmente, proponemos la elaboración de 
una política antártica nacional. Esto es algo que hoy Uruguay no tiene, aunque sí tiene voluntades y una 
historia de trabajo, que ha pasado transversalmente por los distintos partidos que han estado a cargo del 
Ejecutivo nacional. Cabe recordar que nosotros estamos en el Tratado Antártico como miembros plenos 
desde el Gobierno del doctor Julio María Sanguinetti, al que luego sucedieron los de los doctores Luis 
Alberto Lacalle y Jorge Batlle, y los del Frente Amplio. Felizmente, en todos hemos encontrado una política 
de Estado en la materia. Sin embargo, no hemos tenido una política antártica desde el Estado uruguayo y 
desde el Gobierno. Estamos trabajando al respecto. 


No solo pensamos en la isla Rey Jorge -el señor diputado sabe de lo que hablo-: pensamos en el continente 
antártico. Hoy pensamos en una actividad en la base Ruperto Elichiribehety diferente de la que tenemos, con 
una actividad científica ampliada. Hoy se tiene diecinueve proyectos científicos; pensamos ampliarlos. 
Pensamos en una escuela antártica al servicio del país y de los organismos que trabajan en la ciencia en el 
Uruguay. 


Tenemos el orgullo de decir acá que la primera expedición antártica de alumnos escolares y liceales se realizó 
el año pasado, en función de un llamado público que se hizo conjuntamente con la ANEP. Se presentaron 
setenta y siete proyectos, públicos y privados, de trabajos antárticos. Ganaron una escuelita de Treinta y Tres 
y un liceo público de San José. A la base antártica concurrieron niños y liceales con sus docentes; hoy, son 
niños y liceales antárticos. El proyecto ganador de la escuela de Treinta y Tres -aquí tenemos a un diputado 
de ese departamento-, versó sobre los ruidos y los sonidos de la Antártida. Eso lo pensaron niños de Treinta y 
Tres. Con esto quiero dar el ejemplo de lo que es y deberá ser la Antártida para el Uruguay. Al respecto 
estamos trabajando, y creo que hemos tenido un buen avance. 


Por otra parte, la presencia en la Secretaría del Tratado Antártico de un uruguayo por primera vez en la 
historia, quizás es un hecho que Uruguay no ha valorado. ¡La presencia de un latinoamericano en la 
Secretaría del Tratado Antártico! Pasarán muchísimos años -muchísimos- sin que Uruguay tenga otro 
secretario del Tratado Antártico. Y eso se da por el trabajo que se realizó ahora en la Antártida, pero también 


por el que se hizo ayer -entiendo que en este ámbito debo decir esto-; asimismo, se da por la capacidad de la 
persona que se postuló, el capitán de navío Albert Lluberas. 


Obviamente, los recursos para el Tratado Antártico se tramitan a través del Inciso 21, pero el Ministerio de 
Defensa Nacional aporta todo lo que tiene que ver con los salarios del Instituto Antártico en el Uruguay, con 
su infraestructura, con los salarios de la dotación antártica del Uruguay y con lo que es la preparación y la 
estructuración de los viajes antárticos que lleva adelante la Armada, fundamentalmente, a través del buque 
Vanguardia. 


El señor diputado Gonzalo Mujica preguntó si tenemos una propuesta de retiros y si es posible discutir retiros 
sin salarios. En realidad, nosotros trabajamos en el proyecto de reforma del servicio de retiros. No quiero 
entrar en la discusión del proyecto en este ámbito, como bien se ha dicho. Tuvimos un proyecto; algunos 
puntos se incorporaron al proyecto actual. Hoy el proyecto es el del Poder Ejecutivo. Obviamente, no recoge 
muchos de los artículos de nuestro proyecto. Reitero que nosotros tuvimos un proyecto de retiros, que fue 
discutido. Hoy, como integrante del Poder Ejecutivo, el proyecto de retiros militares es el del Ministerio de 
Defensa Nacional, que está en discusión en el Parlamento nacional. 


Con respecto a la posibilidad de discutir retiros sin salarios, pensamos que es muy importante la discusión del 
tema salarial, tanto para los retiros como para la actividad. Obviamente, cuando se habla de retiros, se está 
haciendo referencia a haberes de retiros relacionados con la actividad; no se habla de una cosa aislada de la 
otra. Con respecto a los salarios en actividad, yo ya hice la apreciación correspondiente en este Cuerpo; se 
sabe cuál es el concepto que tenemos desde el Ministerio de Defensa, lo que hemos trabajado al respecto y lo 
que podemos atender desde el punto de vista presupuestal. 


Con respecto al aeropuerto de Carrasco, coincido con lo expresado en cuanto a la importancia de esa 
infraestructura. Tiempo atrás, el Ministerio de Defensa Nacional tenía la idea de trasladarse hacia esa 
locación. Actualmente, hemos reconfigurado esa idea y pensamos que lo adecuado es quedarnos donde 
estamos y no mudarnos hacia ese lugar por razones que tienen que ver con criterios de seguridad, distancia e 
integración con el resto de la estructura del Estado. Es por eso que hemos tomado la decisión de no 
trasladarnos hacia allí. Si bien estamos haciendo la custodia del lugar, tenemos en el horizonte -si es posible, 
cercano- hacer alguna negociación que permita la utilización de esa infraestructura tan importante para del 
Estado uruguayo, por parte de algún organismo que no forme parte de la Administración Central -esa es otra 
de las posibilidades; inclusive, hasta me refiero a alguna intendencia-, o de la actividad privada, por lo que 
también hemos tenido conversaciones. Estamos en un espacio de evaluación y de valoración e, incluso, 
hemos tenido algún ofrecimiento, pero esto no se decide en un día. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- El señor ministro invita a hacer una sugerencia, por lo que quiero saber si el 
Ministerio de Defensa Nacional no ha pensado trasladar el Comando de la Fuerza Aérea al Aeropuerto 
Internacional de Carrasco. Lo digo por el hecho de que el Comando de la Fuerza Aérea está en un lugar en el 
que no hay un aeropuerto. Allí están la Base Aérea N* 1 y la Escuela Militar de Aeronáutica, y la Escuela 
Técnica de Aeronáutica a pocos kilómetros, y los servicios que la Fuerza Aérea cumplía en la Base Boiso 
Lanza se han reducido sensiblemente, por lo que no sé hasta qué punto no convendría pensar en la idea de 
trasladar allí al Comando de la Fuerza Aérea y disponer de los terrenos de la Base Boiso Lanza, que son 
cientos de hectáreas que podrían perfectamente enajenarse para la construcción de viviendas u otro tipo de 
emprendimiento. Realmente, me parece que de esa manera el Comando de la Fuerza Aérea estaría mucho 
más cerca de un aeropuerto, en una zona en la que su nivel de acción es mucho más concreto, porque ahí 
también están ubicadas varias unidades militares aeronáuticas; resultaría más adecuado estar allí que en la 
otra punta de la ciudad, en un lugar en el que hay un aeródromo, pero nada más. No sé si el Ministerio ha 
evaluado esta posibilidad. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Me parece muy atinado el planteo del señor diputado. Lo 
hemos pensado y hemos trabajado en ello con la Fuerza Aérea. Incluso, hemos pensado en la utilización de 
todos los predios de Boiso Lanza para otro tipo de actividades, pero las decisiones que se toman 
políticamente deben encontrar viento a favor en ciertos aspectos. Reitero que hemos trabajado en el tema; es 
una idea que no descartamos, ni tampoco descartamos la de alguna otra área perteneciente exclusivamente a 
la Fuerza Aérea que trabaja en el lugar. 


En cuanto a la nocturnidad, debemos decir que los Ministerios de Defensa Nacional e Interior se manejan con 
regímenes diferentes. Nosotros no tenemos un régimen de ocho horas, sino de veinticuatro; eso está incluido 


en el estatuto militar. El funcionario militar trabaja veinticuatro horas por veinticuatro; no se desempeña en 
un régimen de diurno y nocturno, a diferencia del Ministerio del Interior, que tiene un régimen de ocho horas. 
Por lo tanto, ese concepto de nocturnidad no está integrado a lo que es el estado militar, que tiene otro tipo de 
connotaciones que forman parte de lo que son las leyes orgánicas militares. Concretamente, esa es la gran 
diferencia. 


Por otra parte, es cierto lo que expresó el señor diputado Ayala Barrios en cuanto al aeropuerto de Artigas. 
Como se recordará, en algún momento se dijo: "Acá hay que hacer una vaquita", referido a que había 
diferentes partes del Estado -cuando menciono al Estado, me refiero al Gobierno y a la intendencia- y a que 
se debía llevar adelante algún tipo de aporte. Nosotros, como aporte, planteamos el sistema de luces, que 
hemos evaluado en el entorno de US$ 200.000 y US$ 300.000. Ese es el aporte que va a hacer el Ministerio 
de Defensa Nacional, pero faltan las conexiones, el zanjeado y otra serie de actividades. 


Hemos estado hablando con algún otro diputado del departamento que nos ha visitado en el Ministerio -así 
como también con el señor diputado Ayala Barrios- y con el señor intendente, y creemos que es necesario 
empezar con la actividad de infraestructura en el lugar. El zanjeado, por ejemplo, no deberá hacerse de 
manera personal, como se planteó en cierto momento, sino con máquinas. Y la preparación de la pista es otro 
de los elementos a tener en cuenta porque de nada valdría hacer una iluminación si la pista no está en 
condiciones, inclusive con la pintura. Nosotros tenemos para aportar las luces -que están y tienen esa 
valoración- y la dirección técnica del proyecto. En eso no tenemos inconveniente, pero precisamos que las 
otras partes también contribuyan para poder llevarlo adelante. 


Si lo que expresé genera alguna duda, no tengo inconveniente en aclararlo. 


SEÑOR AYALA BARRIOS (Mario).- La Intendencia se comprometió en hacer el zanjeado, pero no me 
queda claro quién se encargará de iniciar la obra y quién se hará cargo de ella. Esa es la duda que tenemos. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL .- Nosotros ya hemos planteado al señor intendente que no 
tenemos inconveniente en hacer la dirección de la obra desde la Dirección Nacional de Aviación Civil e 
Infraestructura Aeronáutica. Técnicamente tenemos gente como para poder aportar. Inclusive, en estos días 
hemos estado hablando de este tema y de hacer alguna disminución de costos con algún tipo de acciones en 
cuanto a lo que puede ser el recapado de la pista y la pintura. Sabemos que hay obras en la zona que tal vez 
puedan darnos alguna mano allí. Y sin lugar a dudas, la actividad que debe realizar la Intendencia, debe 
hacerse. Como dije, nosotros aportaremos el sistema de luces, que creemos que es una de las partes más 
importantes. 


En lo que tiene que ver con el avión multipropósito, debo decir que aún no es del Estado. Como se recordará, 
en la exposición que hicimos manifestamos que existía una serie de etapas que aún no han concluido. Por 
ejemplo, todavía no se ha realizado el vuelo de verificación. Había una etapa de puesta a punto del avión y de 
mejoras que debían realizarse en Argentina, que ha ido insumiendo determinados tiempos. Según lo que se 
nos ha informado, creemos que se está realizando muy bien, y pensamos que tal vez la semana próxima ya 
estaría en el Uruguay -así nos lo ha dicho la Fuerza Aérea- para poder realizar el vuelo de comprobación y, 
luego, las etapas subsiguientes en cuanto al procedimiento de adquisición. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Agradezco mucho la información que nos brinda el señor ministro y pregunto si 
se ha firmado algún tipo de compromiso o instrumento jurídico con el vendedor, o si se ha acordado el precio 
definitivamente. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL ..- Sí, por supuesto. La adjudicación se realizó. La 
adquisición se realiza luego de que se lleva a cabo el vuelo de comprobación para verificar si lo que fue 
licitado está en condiciones reales de poder ser adquirido. Sin eso no existe cierre de la negociación. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- ¿Cuál fue el precio que se pactó? No lo tengo presente. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL .- Acá no tengo el número, pero no tengo inconveniente en 
enviárselo. De todas maneras, aclaro que no hay variaciones con respecto a lo ya informado en el Senado de 
la República. 


No tengo el número aquí, pero es el precio del avión, en sí, más los servicios con los que estaba siendo 
adquirido, que tenían que ver con todo el kit sanitario, con la preparación de los pilotos y con todo ese tipo de 
cuestiones. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- He escuchado con atención la situación que el Ministerio exhibe en materia de 
recursos, la prudencia con que se maneja, la necesidad que existe en algunos rubros, particularmente en la 
Armada, y el control de toda esta gran área marítima que tenemos ahora, y eso me lleva a volver a preguntar 
sobre un tema que ya planteé varias veces; quizás el ministro se acuerda, porque lo planteé varias veces, y lo 
voy a volver a plantear. Se necesita dinero, algunos millones de dólares para estas plataformas, pero en un 
cajón está guardada el águila del Graf Spee que se rescató del mar. Del producido de la venta de esa águila, a 
través de un remate, el Estado obtendría el 50% del ingreso bruto que se pudiera obtener. Los particulares, 
por contrato firmado, tendrían el otro 50%, pero deberían hacerse cargo de una cantidad de gastos que ya 
tuvieron y que tendrán. 


Uno se pregunta por qué no se comercializa esa águila, por qué está guardada en un depósito de la Armada, 
por qué no se procede a rematarla, a venderla. Si fuera necesaria una autorización legal, la podríamos hacer 
aquí y le pondríamos un destino: "Con destino a la Armada Nacional", "Con destino a la adquisición de estas 
plataformas". No sé a cuánto podría venderse en el mercado, pero hablan de millones de dólares por parte de 
museos, de coleccionistas. Es más, hasta podría ponerse -para que no se malinterprete su destino- que solo 
podrá ser adquirida por museos con reconocida trayectoria, para que no termine en un destino no querido. 
Material de este tipo hay en varios museos del mundo, museos particularmente de la guerra y museos de 
Europa, y no generan ningún tipo de inconveniente porque el Holocausto es un hecho histórico y en ese 
contexto se acumulan elementos diversos, de toda naturaleza. 


Además, Uruguay podría exhibir una historia muy digna de la batalla del Río de la Plata, porque su actitud 
fue muy digna y en ella se expresó una política de Estado que nos hizo un lugar en el mundo durante 
muchísimo tiempo. Por lo tanto, tampoco en eso nos pueden doler prendas. No me explico por qué tenemos 
guardado eso en un cajón, si es por cuidados, por intervenciones de gente o de organizaciones que puedan 
tener una visión crítica al respecto. 


Deberíamos cuidarnos instrumentando la normativa necesaria. Es un patrimonio; es un bien histórico sobre el 
que el Estado, además, tiene firmados contratos. 


Dejo planteado este tema una vez más. Si ese objeto vale lo que dicen que vale, no sé si no se haría una 
plataforma con ese dinero, y da lástima tenerlo guardado en un cajón. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL .- Recuerdo claramente el planteo del señor diputado en 
nuestra anterior comparecencia. 


En realidad, la justicia en casación, en tercera instancia, determinó que el Estado uruguayo es el propietario 
de la totalidad de ese rescate. El permisario tiene el derecho sobre el 50% del producido de una venta. 


Obviamente, el águila no se ha vendido. Está depositada en un hangar, en determinado lugar del Ministerio 
de Defensa Nacional, en custodia. Hemos tenido intención proactiva con respecto a este tema. De todas 
maneras, dudo que con esa venta podamos comprar -como dice el señor diputado- una plataforma. Han 
existido disímiles valoraciones de tasación -inclusive, cuando recién se hizo el retiro-: algunas muy bajas y 
otras muy importantes. No puedo decir cuánto vale o no vale este rescate. Además, debo decir que también 
hemos tenido una serie de aproximaciones de distintos actores -hay un espectro variopinto: embajadas, 
intendentes- interesados en contar con ese objeto para exhibirlo en un museo. 


Se me ocurre que se podría generar una instancia a nivel político -dado que esto es algo en lo que el Estado 
actuó como tal y con mucho respeto y ponderación en determinado momento- para que no sea un gobierno el 
que defina esto, sino que varios actores determinen el destino final de algo que Uruguay tiene porque en 
algún momento actuó con la dignidad con la que actuó. No obstante, hoy estamos en un contexto de 
relacionamiento internacional, con leyes, con tratados -de los cuales dependemos y que los distintos países 
tratan de reivindicar-, lo que podría generar algún tipo de certeza estatal como para poder realizarlo. La idea 
que me ha dado el señor diputado Gandini me genera un revulsivo como para poder pensar con esta idea que 
estoy trasladando. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Me alegro de que el señor ministro tome la idea, que podamos colaborar en ese 
sentido y coincidir también. Nos ilustra mucho en esa fina disquisición de quién es el propietario; creo que 
eso se dilucidó en los tribunales y que el propietario es el Estado. Tiene derechos, tiene un contrato firmado 
de quien lo obtuvo y también deberá pagar con su parte una cantidad de gastos, pero el día en que eso se 
pueda transformar en dinero, tendrá el 50% limpio de todos los gastos. 


Asimismo, me parece que quedó definido a nivel internacional, a lo largo del tiempo, que Uruguay tiene 
derechos, y no otros países que en su momento reclamaron derechos sobre esa pieza. Particularmente 
entiendo que es un bien que salió del mar y que la Armada Nacional debería ser el destinatario de esos 
recursos. Esta es una opinión personal. Creo que no haríamos nada mejor que destinarlo a la Armada 
Nacional porque esa fuerza fue la que colaboró y lo tiene en custodia. Además, es un bien de una batalla 
naval; me parece que ahí debería estar. 


Señor ministro: yo estoy a la orden para colaborar. Si se necesita un marco legal, puede contar con nosotros; 
si se necesita un intercambio político para darle contexto y respaldo, también estoy a la orden pues integro el 
directorio del mi partido. Creo que debería ser usted quien iniciara estos pasos. 


Ahí hay un patrimonio importante -recursos para enfrentar el futuro-, que podría ayudar al momento que está 
pasando la Armada Nacional o el ministerio; deberíamos transformarlo en un bien más útil. Reitero que estoy 
a las órdenes. 


Gracias por su respuesta y comprensión. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Doy por finalizado este intercambio. Creo que fui bien 
claro en los conceptos. Digo esto porque en este momento no estamos planteando vender. 


Con respecto al articulado, solicitaría al director de Recursos Financieros que comience con el análisis. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Joel).- El artículo 29 de este proyecto propone el incremento de una compensación. 
Al igual que el Parlamento tiene como guardia al Batallón Florida y la Presidencia de la República al Cuerpo 
de Blandengues, el Ministerio de Defensa Nacional posee como guardia protocolar al Grupo de Artillería 

N? 1, con una custodia de prácticamente una decena de efectivos, a quienes se les paga mensualmente una 
compensación, que hasta el momento es muy reducida. 


Estamos planteando duplicar dicha compensación, que aun duplicándose sería una cifra abultada. 
Concretamente, serían $ 3.453 para los soldados y $ 6.900 para el sargento a cargo. Esto se hace con recursos 
propios de la unidad ejecutora, por lo cual no generaría gasto alguno, transfiriéndose este crédito al ejército 
para realizar el pago. 


El artículo 30 refiere al Instituto Antártico Uruguayo -todo lo que había para acotar en este caso ya fue 
anunciado por el señor ministro-, que busca dar un marco legal lo más acorde y beneficioso posible para que 
distintos organismos del Estado y los privados realicen aportes a la actividad que desarrolla dicho instituto. 


El artículo 31 plantea definir un nuevo destino al 20% de la recaudación de la Armada Nacional por concepto 
de venta de formularios y publicaciones. Este porcentaje se destinaría para la inversión y funcionamiento del 
Registro Nacional de Buques, que debe ser modernizado e informatizado. 


Actualmente se utiliza un sistema prácticamente manual, que fue creado por ley. Hay ciertos compromisos a 
nivel internacional que implican el cumplimiento de este tipo de información y registro en determinado 
tiempo, pero Uruguay no los está cumpliendo a cabalidad. 

Se está por realizar la informatización de este servicio a través del uso de recursos propios de la Armada 
Nacional, pero en este caso se solicita un crédito para el mantenimiento técnico y eventuales actualizaciones 
o mejoras del registro. 


Este artículo no implica costos, sino que simplemente modifica un porcentaje de la recaudación. 


El artículo 32 plantea la reutilización de una partida. 


A través del artículo 60 de la Ley N* 14.106, de 1973, se asigna una partida a la Armada Nacional para 
contratar en la temporada estival a marineros de playa. Esta partida de dinero se aplica en contratos de seis 
mees, no implica la generación de cargos y se aplica exclusivamente para los funcionarios que trabajan de 
marineros haciendo rondas y se desplazan por los balnearios. 


En función de la necesidad de personal que se tiene actualmente, la Armada Nacional plantea incrementar el 
número de efectivos en varios destinos. Se han abierto varias subprefecturas y, en algunos casos, se han 
ampliado la jurisdicción y algunas tareas. 


La propuesta es utilizar de otra forma dicha partida y crear ochenta cargos de marineros de primera y, con el 
resto, realizar contrataciones de marineros de playa durante un período más acotado. Esto permitiría cumplir 
con la función y con relación a los ochenta marineros de primera, sería personal más estable, mejor instruido, 
con algunas otras capacidades y competencias que hoy no tiene el marinero de playa. En caso de ser 
necesarios, estos marineros de primera apoyarían las tareas de los marineros de playa en la época en que sea 
necesario. 


Este artículo tampoco implica costos. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Quisiera saber cuántos son los marineros de playa. Creo que aquí tenemos 
un problema. Pensé que la creación de los cargos de marineros es porque la Armada los necesitaba para las 
nuevas subprefecturas, pero se necesitan los marineros de playa. 


La Prefectura Nacional Naval ejerce la tarea policial en la franja costera y, en ese sentido, hay algunas zonas 
en las que es notoria la ausencia de marineros, especialmente en los balnearios con alta densidad de turistas y 
personas en general. 


Por lo tanto, quisiera saber cuántos son los marineros que desempeñan la tarea de marinero de playa en la 
temporada estival, que se reducirá a un tiempo de cuatro meses. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Joel).- Anualmente se contrata a trescientos marineros de playa -que es lo que 
permite esta partida- y prestan funciones durante seis meses. 


En este caso la propuesta es reducir la contratación a cuatro meses -según evaluaciones de la Prefectura 
Nacional Naval, ese tiempo sería suficiente para cumplir el servicio y las necesidades existentes-, que 
permitiría cubrir otras necesidades de la Prefectura con personal permanente. 


Reitero que este personal permanente -los marineros de primera- apoyarían las tareas de los marineros de 
playa durante esos cuatro meses y que el resto del año estarían cumpliendo otras funciones. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- No se pierde en términos de cantidad sino de tiempo de 
ejecución de la tarea, que es lo que varía. Se trata de una solicitud de la Prefectura a los efectos de mejorar el 
funcionamiento de su área de jurisdicción. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Quiero dejar constancia de una preocupación. Producto de los escasos 
salarios que un marinero de playa percibe, lo atractivo podría llegar a ser que sean seis meses. Al reducirse a 
cuatro, quizás uno de los problemas que se tenga sea el nivel de reclutamiento de ese personal para cumplir 
con la tarea de marinero de playa, pero eso lo dirá el tiempo. 


SEÑOR PLANCHÓN (Hernán).- Me voy a referir a los artículos 33, 34, 35 y 36 en bloque, relativos a una 
modificación de la Ley Orgánica de la Armada Nacional. 


Debo hacer un pequeño preámbulo, tomando en cuenta lo que se venía discutiendo. 


La Ley Orgánica de la Armada Nacional es de octubre de 1946. Previamente, en setiembre de 1941, se 
aprobó la Ley Orgánica Militar, un año y poco después de la Batalla del Río de la Plata. 


Las leyes orgánicas, que definen naturaleza y misión de las Fuerzas Armadas, son el correlato del orden 
lógico que empezamos en la discusión del gran debate sobre defensa, en 2006, que compartimos con algún 
legislador aquí presente. Ese año empezó el Debate Nacional sobre Defensa, que cristalizó en la Ley Marco 


de Defensa, de 2010, aprobada por todos los partidos políticos. En 2014, se aprobaron, por decreto, las 
políticas de defensa nacional y, en 2016, la política militar de defensa. Como orden lógico, seguiría la Ley 
Orgánica Militar, las leyes militares de cada una de las Fuerzas y la del Ministerio de Defensa Nacional. Así 
está marcado también en el decreto sobre política militar de defensa. 


La Auditoría Interna de la Nación, a pedido del Ministerio de Defensa Nacional, hizo una auditoría en la 
Armada Nacional y en el Ministerio, y sugirió que Secom dependiera funcionalmente de COMAR, el 
Comando General de la Armada. Por lo tanto, estos cuatro artículos agregan en el artículo 6” de la Ley 
Orgánica de la Armada, bajo la dependencia del Comandante en Jefe de la Armada, la planificación y la 
ejecución de recursos financieros. Como se agrega un ítem, dice exactamente lo mismo que el ítem que 
define los deportes náuticos; simplemente cambia la numeración. Así se plantean estos cuatro artículos: como 
un bloque. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿No se cambia ninguna palabra en esos cuatro artículos que ustedes mandaron? 
SEÑOR PLANCHÓN (Hernán).- No. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Antes que nada, dejo constancia de que no es buena práctica modificar leyes 
orgánicas a través de una rendición de cuentas, pero, bueno, dejémoslo pasar. 


Lo que no logro entender es el objeto de las modificaciones y pediría al señor director general que fuera un 
poco más específico. Tienen que ver con deportes náuticos, pero después se refiere a lo que le compete al 
Comandante en Jefe de la Armada. Calculo que lo que se incluye es el numeral 5, correspondiente a deportes 
náuticos. 


También quiero saber si fueron consultadas las instituciones vinculadas al mundo náutico civil y si están de 
acuerdo con las modificaciones que el Ministerio nos presenta en esta rendición de cuentas. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL .- Nosotros tampoco estamos de acuerdo con las 
modificaciones de las leyes orgánicas en forma extemporánea, una vieja práctica que ha acontecido en este 
recinto. 


(Diálogos) 


———Tuvimos una serie de solicitudes de modificación de leyes orgánicas que hemos rechazado. En cuanto a 
esta modificación puntual, se produce por cuestiones de notoria relevancia. Es una solicitud que nos realiza la 
Auditoría Interna de la Nación a raíz de un pedido del propio Ministerio y entendemos que lógicamente no 
puede esperar el tiempo que insumirá tener una nueva Ley Orgánica de la Armada Nacional. Es una cuestión 
relacionada con la mejor administración y es de interés público; por eso, lo introducimos en este momento. 


SEÑOR PLANCHÓN (Hernán).- Es como dijo el señor ministro. En mayo de 2014, se pide la intervención 
de la Auditoría y, en 2015, hace recomendaciones. La recomendación que hizo la Auditoría de la Nación fue 
que dependiera directamente del Comandante en Jefe. La antigua ley orgánica, la N* 10.808, de octubre de 
1946, dice que al Comandante en Jefe compete la organización y dirección de fuerzas navales; servicios; 
enseñanza naval; Prefectura Nacional Naval; planificar y ejecutar los recursos financieros, y deportes 
náuticos. El ítem "planificar y ejecutar los recursos financieros" está entre medio de prefectura y deportes 
náuticos en la redacción original de 1946. Entonces, se corre un punto más y la redacción que se da con 
respecto a deportes náuticos es tal cual la que tenemos vigente y sigue dependiendo del Comando General de 
la Armada; lo que pasa es que cambia el numeral. 


El artículo 37 transforma cargos de marineros de primera en diez cargos de cadete de la Escuela Naval. Esta 
transformación trata de agrandar la puerta de entrada de la Escuela Naval. Obviamente, es un proyecto que 
trabajamos con la Armada Nacional, al igual que el anterior. 


La relación entre el ingreso de aspirantes y el número de los que terminan cada año la Escuela es muy 
diferente a la que había veinte o treinta años atrás. Este nuevo plan de promoción de la Escuela Naval que 
propone la dirección actual de personal naval y de enseñanza naval requiere tener diez cargos más. Hay un 
sinfín de factores que influyen; uno de ellos es que no terminan la misma cantidad que ingresan, como 


sucedía tiempo atrás en la Escuela Naval, más allá de la adecuación de los planes de estudio y la realidad 
actual. 


SEÑOR SÁNCHEZ (Ángel).- Antes que nada quiero saludar a las señoras y a los señores legisladores; 
siempre es un honor estar en esta Casa. 


El artículo 38 promueve la sustitución de parte de una tabla que había sido presentada en la rendición de 
cuentas pasada. En esa ocasión, la Dinacia presentó la transformación y creación de cargos. Pero Dinacia 
omitió que parte de los cargos que se suprimían, estaban siendo concursados. Por lo tanto, este año se agrega 
una sustitución a esa primera tabla que en parte suprimía tres cargos del escalafón F grado 4, auxiliar TIL 
serie rampa, y ahora se propone que sea un F 3, auxiliar IV, servicios; un F4, auxiliar III, rampa; y un FS, 
auxiliar II, servicios. Con esta modificación de la tabla se podría continuar con el proceso de transformación 
que se había iniciado con el artículo de la Ley N* 19.438, del año pasado. 


El artículo 39 incluye en una compensación especial creada por la Ley N* 19.355, a oficiales del Escalafón de 
Apoyo del Cuerpo Técnico de Profesionales del Ejército y funcionarios profesionales universitarios o 
técnicos profesionales con jerarquía de personal superior, ya que una compensación anterior que se creó no 
incluía a este personal. Esto ha generado dificultades de funcionamiento. Se estarían sumando dos 
funcionarios más a una compensación que ya perciben catorce. 


El artículo 40 genera un incremento en la Unidad Ejecutora 018 Comando General de la Armada, en el Grupo 
0, Servicios Personales, con cargo a la Financiación 1.1 Rentas Generales, el objeto del Gasto 042.528, para 
la Compensación especial de funcionarios del SCRA. Este incremento se genera debido a que los 
funcionarios civiles del SCRA están equiparados, de alguna manera, con el Untmra. Entonces, con los 
convenios colectivos del Untmra, los trabajadores del SCRA también perciben sus aumentos salariales y, a su 
vez, la compensación que se paga por presentismo. En este caso, se está intentando acompasar esa situación y 
se suprimen algunos cargos que teníamos dentro del área del SCRA, promoviendo el pago del presentismo 
para, de alguna forma, ponernos al día con esa inequidad que se venía generando. 


El artículo 41 incrementa en el Ministerio de Defensa Nacional, en el Comando General de la Fuerza Aérea, 
una partida asignada por el artículo 56 de la Ley N* 18.996, que refiere a la policía aérea nacional. Se trata de 
una compensación que se creó en otro momento y hoy, de la manera que está calculada, puede ser percibida 
por 271 de los 350 funcionarios con que cuenta la policía aérea nacional. Este es un cuerpo muy necesario 
dentro del Ministerio de Defensa Nacional. Este incremento, que de alguna manera se sustenta con la 
supresión de algunas vacantes, permitiría pagarle a todo el personal de la policía aérea nacional que cumple 
los requisitos establecidos. De esta forma quedaría comprendido todo el personal en funcionamiento y 
cobrarían la compensación. 


El artículo 42 genera una transformación que viene a reconocer una situación que, de hecho, se está dando. 
Sería la transformación de cargos ocupados de Soldados de Primera, en el subescalafón servicios y 
administrativos. Se propone reconocer sesenta Soldados de Primera en el Subescalafón B, especializado. Es 
un escalafón que está dentro de la Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas. En definitiva, 
cumplen funciones técnico profesionales, pero pertenecen a otro subescalafón. Esto no implica ningún costo, 
y se estaría reconociendo una situación de hecho que se está dando. No implica ningún otro cambio, más allá 
de la nominación dentro de la carrera administrativa. 


El artículo 43 incrementa en la Dinacia, en la Unidad Ejecutora 041 en el Programa 367 "Política e 
Infraestructura Aeronáutica", las partidas con financiación 1.1 a Rentas Generales, un crédito previsto en el 
Objeto del Gasto 042.557 que es para "Compensación especial inequidades controlador Tránsito Aéreo". Esta 
partida se incrementa porque en acuerdos de negociación colectiva que se han venido dando, la 
Administración ha ido adquiriendo determinadas obligaciones que generaron inequidades debido a que no se 
estaba cubriendo en su totalidad lo comprometido por la Administración. Por lo tanto, se estarían 
suprimiendo vacantes para lograr acompasar las obligaciones contraídas por parte de la Administración y 
acordadas por medio de convenios colectivos por esta asociación de trabajadores. 


Hemos traído una redacción alternativa a parte de este artículo. Casi al final del párrafo, dice: "[...] más 
aguinaldo y cargas legales, y el Objeto del Gasto 092.000 "Partidas globales a distribuir" en $ 8.645.396 
(ocho millones seiscientos cuarenta y cinco mil trescientos noventa y seis pesos uruguayos), que incluye 
aguinaldo y cargas legales [...]". Nosotros proponemos omitir lo que sigue en este párrafo y agregar: "para 


abonar obligaciones retributivas varias". ¿Por qué hacemos este planteo? Porque si se mantiene la redacción 
que hoy está incluida en este artículo, nos generaría obligaciones demasiado rígidas y no nos permitiría 
distribuir este dinero en el pago de la nocturnidad u otra situación que pudiera generarse. Luego el artículo 
continuaría con la misma redacción que tiene. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Joel).- El artículo 44 pretende corregir una situación que se generó a partir del 
último aumento salarial para el personal subalterno, que se dio en oportunidad del presupuesto nacional. 
Debido a la complejidad en la composición del salario de estos funcionarios por los distintos conceptos que 
lo componen, en el caso de ascensos de Soldado a Cabo de Segunda y de Cabo de Primera a Sargento, se 
producen modificaciones de algunos de los montos, por ejemplo, la permanencia en el grado, y la persona 
pasa a ganar un poquito menos que antes. Estamos hablando de $ 400 o $ 500, pero estos montos son bien 
importantes en los salarios a los que nos estamos refiriendo. Esto se ha generado debido a aumentos 
parciales. Se ha tratado de hacer aumentos diferenciales en los grados más bajos, con montos más altos, para 
corregir alguna situación extrema. Entonces, se requiere una solución porque no es lógico y además es 
desestimulante que la persona ascienda y pase a ganar un poco menos. Lo que está planteado acá es que se 
autorice al Ministerio de Defensa Nacional a que esa diferencia sea pagada como una compensación a la 
persona, mientras tanto no se generen derechos a través de la permanencia en el cargo, de aumentar el monto 
y que esa diferencia quede diluida. Esto no genera ningún gasto; se hace con créditos propios del Inciso. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Quiero hacer una pregunta más global con respecto a las diferencias que 
pueden existir entre lo que las Fuerzas Armadas envió al Ministerio y lo que, en definitiva, el Ministerio ha 
enviado aquí en este articulado. Quiero saber si hay diferencias sustanciales en cuanto a los requerimientos 
que tienen que ver con compensaciones, retribuciones personales, gastos de funcionamiento y de inversión. 


Por otro lado, quiero trasladar al señor ministro una inquietud que nos parece de orden. El viernes pasado 
vino aquí a la Comisión de Presupuestos, la Asociación Honoraria de Salvamentos Marítimos y Fluviales 
-ADES- la cual, como ustedes saben, realiza una gran tarea en el mar, ayudando sobre todo en el salvataje de 
vidas humanas. Nos plantearon que recibieron una donación por parte de Alemania de dos lanchas 
especialmente equipadas para el salvamento, pero que les es muy complicado trasladarlas al Uruguay, debido 
a su costo. Quisiera saber qué acción puede llevar adelante el Estado para ayudar a traerlas, porque de lo 
contrario, lamentablemente, según lo que nos han dicho ellos, se pueden llegar a perder, y creo que para la 
ayuda que brinda ADES a la marina y al salvataje de vidas en el mar es muy importante contar con este tipo 
de equipamientos. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL .- En el proceso de preparación de una rendición de cuentas 
y una ampliación presupuestal se trabaja mucho y, obviamente, las Fuerzas son consultadas como unidad 
ejecutora. De las nueve unidades ejecutoras, tres pertenecen a la Fuerza: Ejército, Fuerza Área y Armada 
Nacional. 


Existen una serie de inquietudes que tienen que ver con la realidad que vive cada una de ellas. Nosotros, el 
Ministerio de Defensa Nacional, debemos decir que la mayoría de estos artículos, como ustedes han visto, 
tiene que ver con planteos realizados por las Fuerzas, por esta unidad ejecutora. 


Por supuesto, este es un presupuesto que debió ser sin gastos. Todos los artículos no generan gastos 
adicionales a los ya existentes en el Presupuesto, y ese ha sido el criterio. Por lo tanto, hay un montón de 
artículos que quedan por el camino; algunos que sabemos justos, otros con los que no estamos de acuerdo; 
algunos que tienen que ver con leyes orgánicas que, a veces, los descartamos, porque pretendemos que no se 
modifiquen por esta vía. 


En cuanto al otro tema, vamos a tomar contacto con ADES. Algo sabíamos al respecto porque la propia 
Armada Nacional recibió un planteo relativo a las donaciones. El Estado tiene distintas formas. Si bien no 
siempre se pueden hacer los traslados de materiales que se nos donan o gestionarlos a través de nuestros 
propios medios, tenemos muchos acuerdos internacionales que permitirían, por ejemplo, que se hicieran a 
través de distintos buques que llegan a nuestro país, de distinto tipo, no necesariamente buques grises, de 
Armadas. Sabemos de la importancia de la tarea que realiza ADES y que es coordinada exclusivamente con 
nuestra Armada Nacional. Por lo tanto encontramos de recibo el planteo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por todas las explicaciones que nos han dado. 


Quedamos en contacto para realizar una ampliación si fuera necesario. 
(Se retira de Sala la delegación del Ministerio de Defensa Nacional) 


(Ingresa a sala una delegación del Tribunal de Cuentas) 


La Comisión tiene el gusto de recibir a una delegación del Tribunal de Cuentas, integrada por la 
contadora Susana Díaz, presidenta; la contadora Beatriz Martínez, vicepresidenta; el ingeniero Ruperto Long, 
ministro; la contadora Diana Marcos, ministra; el señor León Lev, ministro; el ingeniero Miguel Aumento, 
ministro; el doctor Álvaro Ezcurra, ministro; la contadora Olga Santinelli, directora de Secretaría General; la 
contadora Amelia Boix, contadora central; doctor Rafael Quintas, División Jurídica, y contador Omar Zoby, 
director División Auditoría. 


SEÑORA DÍAZ (Susana).- Les agradecemos que nos hayan recibido. 


Lo nuestro no va a ser muy largo porque entre articulado y exposición de motivos no llegamos a dieciséis 
artículos. 


En primer lugar, vamos a solicitar el retiro del artículo 3” del proyecto que se presentó, que fue incluido ad 
referendum de la asamblea de funcionarios, y surgido de una bipartita, pero los funcionarios no lo 
acompañaron; por lo tanto, vamos a esperar a hacer un estudio más largo y detenido de los temas. 
Seguramente, en 2018 estaremos hablando de la adecuación de estructura y de conceptos retributivos. 


El Cuerpo de ministros planteó este articulado en virtud de que nuestro cometido es mejorar la calidad del 
control, tanto para la interna del Tribunal de Cuentas como para los organismos sujetos a nuestro control. 


Consideramos que el Tribunal de Cuentas ha hecho un esfuerzo a pesar de no contar con recursos suficientes 
para avanzar tecnológicamente y con los nuevos conceptos de auditoría que se manejan a nivel internacional. 
Se ha capacitado a una gran cantidad de funcionarios en estas nuevas prácticas, y se ha tratado de fortalecer 
el cambio hacia una auditoría de gestión que, en realidad, haría el control más eficiente y facilitaría el control 
a los órganos constitucionalmente sujetos al mismo. 


Nos interesa, fundamentalmente, continuar con la formación de los recursos humanos, pero no solo del 
Tribunal de Cuentas, porque consideramos que falta capacitación a nivel de los organismos y de sus jerarcas. 
Tenemos que convencerlos de que deben tener sus propias auditorías y sus propios sistemas de control, lo que 
facilitaría el trabajo de todos y haría mucho más transparente la gestión y mucho más ajustada a la voluntad 
del propio ordenador. Nos consta que tanto del lado de la ejecución como del lado del contralor hay cierto 
tipo de situaciones desconocidas por los jerarcas, que siempre fueron así, y nunca logramos detectarlas a 
tiempo, sino cuando ya es tarde para corregirlas o es costoso. 


Estamos convencidos de que el Tribunal de Cuentas tiene que cumplir con su rol de intervención preventiva y 
de que no es una figura perimida; no obstante, debe tener una definición diferente a la que tiene en este 
momento. Tenemos que prevenir, ver cosas antes, durante y después, para que la situación, tanto nuestra 
como la de los jerarcas, se maneje con un nuevo concepto del gasto público. Nosotros buscamos la eficiencia 
del gasto público porque somos servidores públicos; nos toca la legalidad del gasto público pero, a veces, por 
desconocimiento, por falta de formación o de interpretación de las normas, tenemos que observar gastos que, 
en realidad, son problemas formales y no de fondo. Nos parece que esa tarea la tenemos que hacer antes y, 
para ello, estamos planteando en esta instancia fortalecer ciertos grupos de gastos que permitirían ir 
evolucionando hacia una auditoría de gestión. Somos concientes de la situación que está viviendo el país y de 
la rendición de cuentas, en particular; no obstante, nos parece de orden informarles a ustedes cuáles son 
nuestras necesidades y plantear el proyecto de articulado, en el que exponemos lo que sería para nosotros el 
mínimo imprescindible, a los efectos de poder contar con los recursos en tiempo y forma. 


En cierta oportunidad, un legislador nos preguntó si el Ministerio de Economía y Finanzas nos había negado 
algún refuerzo de rubro. En ese sentido, quiero señalar que el Tribunal está funcionando con refuerzo de 
rubros, prácticamente, desde 2012; ha tenido muy poco incremento y el que ha tenido ha sido a los efectos de 
brindar el crédito a disponibilidad que el Tribunal ya tenía, o sea, eran gastos con recursos de afectación 
especial, fundamentalmente, para el tema de la sede y alguna compensación a los funcionarios. Tenemos 
muy pocas posibilidades -no hay mucho margen de discrecionalidad- de que los funcionarios sientan el 


reconocimiento del Tribunal por la función bien hecha. Hasta el momento solo se les ha reconocido por hacer 
bien la tarea; prácticamente esa fue la recompensa. Creemos que debe haber un sistema de compromiso de 
gestión más fuerte, que es el crédito que se nos otorgó por última vez en este período de casi siete años, pero 
también que es muy necesario el aggiornamiento tecnológico. Ya tenemos una base, pero todavía nos falta 
-Inclusive, hay mucho más que no sabemos, pero que también nos falta- para lograr lo que verdaderamente 
nos dejaría satisfechos: que este Tribunal pueda mejorar lo que es la calidad del gasto, la obtención de los 
resultados y, en especial, para que pueda dejar la tranquilidad de que los gastos fueron hechos en el marco de 
la legalidad, con la correcta interpretación de las normas, que es fundamental en este momento para los 
ejecutores. Si bien es cierto que puede reiterarse el gasto ante cualquier observación del Tribunal, no creo que 
a nadie le guste hacerlo; es una posibilidad constitucional; en la mayoría de los casos se hace por necesidad. 


Lo que nosotros queremos es no observar, que las cosas se hagan lo mejor posible y para ello tenemos una 
necesidad importante de créditos teniendo en cuenta lo que es el Tribunal. No vamos a hablar del porcentaje 
del gasto del Tribunal sobre el Presupuesto; creo que eso ya lo escucharon unas cuantas veces; nuestro 
presupuesto no llega al 0,02% del Presupuesto quinquenal; ese no es el tema. Nosotros entendemos la 
situación, pero no es imposible realizar el sacrificio para lograr que el Tribunal vaya hacia donde el país 
merece y creo que eso es lo que el Estado requiere. 


No obstante ello, en este momento, estamos intentando cubrir vacantes. Digo "estamos intentando" porque el 
trámite no es tan ágil como desearíamos. Tenemos una importante cantidad de egresos por jubilación o 
renuncia, dado que las retribuciones tampoco son tentadoras como para que los funcionarios se queden en el 
Tribunal, pero fundamentalmente lo que estamos necesitando es poder programar y planificar nuestras 
actividades en tiempo y forma. El Ministerio de Economía y Finanzas nos da los refuerzos de rubro, que en 
general es muy cercano a lo que el Tribunal pide, pero uno no puede planificar porque cuando se quiere hacer 
una licitación en enero o febrero, tengo que tener todo el crédito; no puedo tener solo la mitad. Si los créditos 
me llegan en julio o agosto -obviamente, los recibimos con mucha alegría- realmente no puedo hacer una 
correcta planificación para el organismo. 


Por lo tanto, nuestro planteo se basa en solicitar créditos, sin duda; queremos dejar constancia de qué es lo 
que le falta la Tribunal, pero a su vez, queremos destacar la necesidad de que el Tribunal vaya hacia otro tipo 
o calidad de control. Para eso, iniciamos la carrera de la auditoría operativa. Creemos que la auditoría 
operativa es fundamental para ir avanzando en el tema del control eficiente, pero eso se logrará con mayor o 
menor agilidad, en función de la disponibilidad que tengamos para hacer frente a los gastos de capacitación 
tecnológica y de organismos. 


Quisiera que el ministro Miguel Aumento, quien ha trabajado en el tema, les explicara hacia dónde va ese 
tipo de auditoría, que para nosotros es fundamental porque los recursos que tenemos están casi en un ciento 
por ciento dedicados a la auditoría preventiva y esa proporción no nos parece razonable. No queremos eludir 
la auditoría preventiva ni nos parece correcto hacerlo; creemos que es un muy viejo y útil mecanismo para el 
control; hay que prevenir antes que curar. Hay que definir qué es preventivo, calificar cuáles son los gastos 
que imprescindiblemente deben ser intervenidos previamente y cuáles son pasibles de otro tipo de control. 
Para ello, lo que hoy se está utilizando a nivel de la región, y creo que en gran parte del mundo, es la 
auditoría operativa. 


SEÑOR AUMENTO (Miguel).- Somos de las pocas entidades fiscalizadoras superiores en el mundo que no 
ha abordado el instrumento de la auditoría operativa aún. Constitucionalmente, estamos habilitados desde 
1934. En la Constitución de aquel entonces había que remitirse al artículo 201; hoy es el artículo 228. A su 
vez, desde el punto de vista legal, desde el año 1987, están los artículos 115 y 122 del Tocaf. Ahí surge 
claramente la competencia del Tribunal de Cuentas para hacer evaluaciones en términos de eficiencia, 
eficacia, economía y efectividad de las actividades o proyectos gubernamentales. 


En la definición de auditoría operativa está el perfeccionamiento de la gestión pública y este instrumento de 
control no va en desmedro de otros controles o mapas de controles que el Tribunal está haciendo, como la 
intervención preventiva de gastos y pagos o la auditoría financiera propiamente dicha. 


Esto requiere de la confianza de los gobernantes porque esta acción de auditoría operativa no se hace 
simplemente con una observación, luego una eventual reiteración o un dictamen de auditoría financiera; es 
proactiva, constructiva y se debe hacer durante todo el proceso de la auditoría. 


Hay que dejar claro que no se trata, así, de sustituir al Gobierno en los juicios de oportunidad, mérito o 
conveniencia, ni en la responsabilidad sobre el diseño y la ejecución de las políticas públicas; de ninguna 
forma: se trata de evaluar, en base a criterios profesionales de eficacia, de eficiencia, de economía y de 
efectividad, ciertos aspectos de los programas o proyectos implementados en la acción pública. 


Básicamente, esa es la definición de auditoría operativa; ese es el propósito del Tribunal de Cuentas. Esto 
lleva mucho tiempo, muchos años y muchos esfuerzos. El Tribunal ha enviado a una funcionaria a hacer una 
pasantía de tres meses en México para trabajar en terreno en auditoría operativa, y ella ha capacitado a no 
menos de diez funcionarios, que para nosotros es una cifra bastante importante. No están en dedicación 
exclusiva, pero los ha capacitado en forma virtual y, en este momento, están haciendo manuales de 
procedimiento para la auditoría operativa. Y como el ejemplo empieza por casa, las auditorías piloto, las 
primeras, las vamos a hacer dentro del Tribunal de Cuentas y, luego, en función de convenios de cooperación 
que tenemos con algunos organismos, en un marco de reserva, de cortesía, procuraremos hacer una auditoría 
piloto fuera del Tribunal de Cuentas. 


No hay que mentir, esto lleva muchos años. Incluso en la región nuestras entidades fiscalizadoras superiores 
colegas hace no menos de veinticinco años que lo hacen y muchas de ellas tienen un alto nivel de 
capacitación y de idoneidad profesional al día de la fecha. Es una potestad fiscalizadora nuestra que no 
debemos relegar más. Y esto -repito, creo que es opinión unánime del Cuerpo de ministros- no va en 
desmedro de los tradicionales controles que hace el Tribunal de Cuentas. 


SEÑORA DÍAZ (Susana).- Como dije, en el artículo 1? proponemos un incremento del Grupo 0 con 
Financiación 1.2, recursos con afectación especial, o sea, es efectivo que ya posee el Tribunal al que le falta 
crédito asociado para poder ejecutarlo. Es para complemento de alimentación de los funcionarios y para 
horas docentes. También el Grupo 1, de la Financiación 1.2 y la Financiación 1.1, tiene un incremento similar 
al refuerzo de rubros solicitado para el Ejercicio 2017. Y el Grupo 2, que es exclusivamente con Financiación 
1.1, rentas generales, también coincide prácticamente con lo que hemos solicitado en el refuerzo de rubro del 
Ejercicio. 


Queremos destacar que el Tribunal logró, por fin, ocupar la nueva sede, que implica un incremento del cien 
por ciento del espacio disponible, dado que su funcionariado estaba realmente hacinado. El edificio nuevo es 
bastante moderno y eficiente, con lo cual hemos mantenido o disminuido algunos de los consumos, sobre 
todo de energía, que era una de las cosas más preocupantes. Los dos edificios están gastando en este 
momento menos que lo que gastaba el anterior. Por lo tanto, el Tribunal ha mejorado en cuanto a la calidad de 
su gasto energético. Con la telefonía se ha hecho un recorte sustancial en la cantidad de líneas y de salidas, a 
los efectos de racionalizar y lograr que también se reduzca el gasto respectivo. 


No obstante, esos gastos no refuerzan otros gastos de funcionamiento. Por lo tanto, estamos solicitando el 
incremento de acuerdo a la norma, los usos y las costumbres del Ministerio de Economía y Finanzas. En 
consecuencia, estamos solicitando refuerzos un poco para el suministro de agua y para algunos servicios que 
se han agregado, por mantenimiento de nuevos ascensores y algún otro gasto asociado a la ocupación del 
nuevo edificio; en especial, hemos tenido un gasto informático importante y algo en equipamiento, muy 
poco, porque se ha utilizado casi que exclusivamente el equipamiento que tenía el edificio sede hasta 
mediados de abril de este año. 


En el artículo 2” estamos pidiendo para equipamiento -son proyectos de inversión- y mejoras edilicias. Las 
mejoras edilicias son para el edificio que teníamos antes exclusivamente, que tiene un deterioro bastante 
importante: no ha tenido mantenimiento en este período; cuenta con ventanas de hierro, que ya están 
corroídas, se filtra agua; tiene situaciones a las cuales no hemos podido darles soluciones con los créditos que 
tenemos actualmente. Estamos pidiendo $ 1.000.000 para equipamiento y US$ 1.850.000 para la mejora del 
edificio viejo. 


Por último, el artículo 4” -que también refiere a incremento de partidas- tiene que ver con la partida asignada 
a los compromisos de gestión, que es una herramienta que estamos intentando fortalecer; es una de las formas 
de mejor compensar al que mejor trabaja. Por lo tanto, pusimos el esfuerzo en esta partida para ver si 
logramos incentivar a aquellas personas que están dando cumplimiento a las metas, a los tiempos y a los 
indicadores que hemos definido y que vamos a ir mejorando en el correr del tiempo. 


Luego, tenemos dos artículos que son de ordenamiento financiero. Hemos detectado que hay observaciones 
realizadas o imposibilidades en el caso del artículo 5”. En su momento, cuando tanto el Poder Ejecutivo como 
el Poder Legislativo aprobaron la exoneración de la importación de combustibles, no se consideró el cambio 
de la matriz energética. En este momento, se está importando gas natural y este no está exonerado. Por lo 
tanto, si viene la solicitud, la negamos o la observamos y, si no viene, ingresa al país con recargo, con los 
impuestos correspondientes. 


Por otra parte, tenemos el artículo 6”, que obedece a una definición de arrendamiento de servicios. Cuando se 
creó el artículo, se procuró evitar el mal uso de la herramienta, en virtud de que se transformaban relaciones 
en permanentes y de dependencia con el Estado a través de la figura de arrendamiento de servicios. El 
problema es que ahora nosotros tenemos que mandar a Servicio Civil la contratación de un sanitario, un 
electricista o un pintor, y eso está desvirtuando el objeto y enlenteciendo el procedimiento. Por eso, estamos 
exceptuando de ese artículo las contrataciones celebradas por todo el Estado cuyo objeto sea reparación o 
mantenimiento, por un monto que sea inferior a la compra directa y cuya contratación no implique un vínculo 
con el Estado. O sea, creo que manteniendo el concepto de que no tiene que ser permanente y de que debe ser 
para reparaciones por montos no muy grandes, se salvaguarda lo que se quiso hacer originalmente en la 
definición y se agilitarían un poco estas necesidades que tiene la Administración, que normalmente estamos 
observando o devolviendo, o en caso de seguirse el procedimiento de ir por Servicio Civil, se está recargando 
al organismo, que tiene nuevas competencias y nuevo trabajo, con algo que realmente no es de su 
competencia. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Quisiera hacer algunas consultas a la señora presidenta y a los señores 
ministros del Tribunal de Cuentas referidas a ciertos temas que se han planteado. 


En algún momento -si mal no recuerdo-, el Tribunal de Cuentas nos habló de una reestructura interna 
funcional. Quisiéramos saber si la misma finalizó o se está llevando adelante y, en ese caso, en qué grado de 
avance se encuentra. 


También quiero conocer algunas cuestiones que tienen que ver con la escala salarial del Tribunal de Cuentas, 
ya que en algunas existe cierta inconsistencia, por ejemplo, en la del escalafón profesional y en la del 
escalafón administrativo. Me refiero a los grados A11 y A12 de ambos escalafones. El escalafón 
administrativo gana sensiblemente más dinero que el profesional. La diferencia en el escalafón profesional 
Grado A11 es de $ 8.500 y en el Grado A12 es de $ 3.000. 


Concretamente, quiero saber si el Tribunal de Cuentas piensa corregir esta situación, si posee potestades 
jurídicas y recursos económicos una vez que defina terminar con la desigualdad y si tiene algún informe de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil con relación a este tema, además de la reestructura interna. 


Por otra parte, el Tribunal de Cuentas adoptó hace algunos años el régimen de concurso para los ascensos y 
creó la imagen de la subrogación en algunos casos, producto de algún desfase que no estuviera previsto en 
aquel momento. En ese sentido, quisiera saber cuántos funcionarios ejercen en la actualidad una subrogación 
o cuántos tienen una función asignada, y con cargo a qué rubro se pagan las diferencias salariales de las 
asignaciones de funciones. 


SEÑOR MUJICA (Gonzalo).- Los artículos 5* y 6%, que no refieren a gasto sino a modificaciones del Tocaf, 
no vienen en el articulado del Poder Ejecutivo. La pregunta es si esto se debe a un problema de tiempo o si 
hay un desacuerdo en cuanto a la modificación. La fundamentación de los artículos que ustedes hacen parece 
bastante razonable, por lo que no entiendo por qué no vienen en el proyecto del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Me sumo a la bienvenida de los señores ministros del Tribunal de Cuentas y del 
conjunto de la delegación que se hace presente en la tarde de hoy. 


Quiero hacer dos preguntas adicionales a las que han formulado los colegas. La primera tiene que ver con la 
explicación que hace algunos instantes nos daba el señor ministro Aumento con relación a todo este 
interesante asunto de la auditoría operativa. Es una pregunta muy específica porque en la exposición de 
motivos se hace referencia a que se habrían realizado algunas experiencias piloto. Me interesa saber 
concretamente a qué se hace referencia con eso, y si es que con algunos organismos se ha avanzado en 
términos concretos a los efectos de ensayar esta modalidad. Si es así, sería interesante saber cuáles son. 


La segunda pregunta tiene que ver con la referencia que hizo el señor diputado Mujica en cuanto a estas 
modificaciones del Tocaf que aparecen en los artículos 5” y 6”, que obviamente no tienen costo. La del 
artículo 5* es fácilmente comprensible. La señora presidenta del Tribunal lo ha explicado con elocuente 
claridad. 


Me queda alguna duda en el caso de la modificación del artículo 6”, simplemente para entenderla bien. 


En primer lugar, tal vez haya algún pequeño detalle de redacción. Creo que cuando dice "exceptúase", tal vez 
debería decir "exceptúanse", porque está hablando de las contrataciones. Por tanto, creo que habría que 
establecerlo en plural. Y tal vez, cuando se habla del objeto, debería decir "cuyo objeto sea la reparación". Es 
un tema de conjugación. No me quiero poner de maestro ciruela; le pido disculpas, pero ya que lo observo, lo 
señalo. 


Lo que me llama la atención es la necesidad de introducir esta excepción cuando estamos hablando de 
contrataciones de menor cuantía, es decir, que están por debajo del límite de la compra directa. Uno lo asocia 
en principio con pequeñas reparaciones o contrataciones vinculadas con tareas de mantenimiento, como lo 
dice específicamente el artículo. Por eso, no entiendo muy bien qué necesidad hay de establecer una 
excepción específica. Tal vez, la excepción sea a la figura del arrendamiento de obra. Está bien, pero entiendo 
que la Administración en principio no debería tener mayores dificultades a la hora de realizar ese tipo de 
actividades en la medida en que por los montos estaría en condiciones de concretarlas sin mayores 
dificultades. Esto lo digo en principio. Por supuesto que alguna razón tiene que tener y por eso estoy 
haciendo la pregunta concreta. 


SEÑORA DÍAZ (Susana).- Con respecto a la diferencia en la escala salarial, voy a hacer la aclaración de mi 
posición, porque no hemos llegado a un acuerdo en el Tribunal de Cuentas. La pregunta que hizo el diputado 
Penadés obedece a un reclamo de la asociación de funcionarios. Nosotros lo hemos tratado, pero los 
ministros estamos divididos en la opinión. El problema es que los grados están asociados a descripciones del 
cargo, a denominaciones del cargo y a responsabilidad del cargo. La carrera administrativa del funcionario 
administrativo termina en un C14; la carrera administrativa de un funcionario del escalafón A Profesional 
termina en el A16. Mi opinión personal es que un cargo que tiene como denominación "director de" o 
"subdirector de" tiene asociada una responsabilidad diferente a la de "asesor de" o "técnico asesor", es decir, 
denominaciones que no implican una responsabilidad. Por eso es que a mí esa diferencia no me provocó 
ninguna rispidez en el momento en que la vi. Hace poco que asumí el cargo por lo cual no hemos tenido 
tiempo de dilucidar el tema de la discrepancia de salario, que obedece inclusive a una compensación por 
responsabilidad, por decirlo de alguna manera. No es una retribución permanente. 


Los datos en cuanto a cuántos tienen la retribución y con cargo a qué se los enviaremos ni bien tengamos la 
cantidad porque además es algo móvil: sube y baja. 


Estamos trabajando firmemente en el régimen de concurso. Tenemos un cronograma y, si todo sale como 
tenemos pensado, antes de noviembre estaríamos finalizando con el concurso profesional. Luego, haríamos el 
concurso de administrativos dado que en el escalafón C ha habido concursos más rápidamente, pero en el 
Escalafón A se interpusieron recursos, hubo demoras y estuvo un poco trancado. Ahora, por suerte, hemos 
logrado desactivar esa situación y con el convenio firmado con la Oficina Nacional del Servicio Civil hemos 
estado trabajando en forma bastante ardua para lograr cumplir con el cronograma, a fin de que antes de 
noviembre de este año tener la mayor parte del concurso realizado. 


SEÑORA MARTÍNEZ (Beatriz).- Tal como lo señaló el diputado Penadés, nosotros hemos hablado en 
oportunidades anteriores sobre la reestructura. 


La reestructura a la que nos hemos referido es producto de un contrato que se hizo para la mejora de la 
gestión del Tribunal de Cuentas, de la Contaduría General de la Nación y de la Auditoría Interna. En nuestro 
caso, significó una consultoría producto de la cual se previó una reestructura. Hemos avanzado hasta cierto 
punto en esa reestructura y, como probablemente podrá recordar alguno de los legisladores con los que 
hemos compartido en otras ocasiones en la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda, en 
alguna otra iniciativa de modificación de presupuesto, el Tribunal de Cuentas planteó la creación de unos 
pocos cargos que entendimos que se necesitaban para poder terminar de completar esa reestructura. Como 
tantas otras veces, nuestras solicitudes no fueron oídas y es uno de los motivos que ha dificultado completar 
la reestructura que teníamos proyectada y que, una vez más, en esta instancia no la planteamos, porque 


hemos limitado nuestras solicitudes al máximo posible. Ahora, tampoco vamos a crear las pocas unidades 
que nos faltan para terminar de implantar la reestructura proyectada. 


Con respecto a los concursos, quiero ser muy terminante en el sentido de que desde que está esta integración 
del cuerpo, al Tribunal de Cuentas no ha entrado un solo funcionario que no haya sido por la vía del 
concurso. Ni uno solo. O sea que, en ese sentido, podemos estar muy tranquilos de que esa propuesta que 
tuvimos en su momento la hemos cumplido enteramente. 


En cuanto a las subrogaciones, no podría dar un número exacto, pero son muy pocas. Por otra parte, creo que 
son ineludibles, porque es necesario que la función se lleve adelante -aunque el cargo no esté ocupado-, si 
alguien se jubila -por lo general, se jubilan cargos superiores, porque la gente tiene más edad y ha llegado al 
momento de retirarse-, porque hay determinados lugares que no pueden quedar acéfalos y esta es la única 
forma de lograrlo hasta que terminemos de concretar el tema de los concursos internos, no los de ingreso, 
sino los de ascenso. Siempre habrá algún período en el que será necesaria alguna subrogación en el Tribunal 
de Cuentas, como sucede en todos los organismos, pero son muy pocas. No puedo dar un número exacto, 
pero el señor ministro Long me sugiere que, en el caso de que sea de interés de los señores diputados, 
podríamos enviarles la información, no solo del número de las subrogaciones, sino también de cuáles son los 
cargos que están siendo subrogados. 


Con respecto a la diferencia de sueldos, la señora presidenta del Tribunal de Cuentas planteó que hay 
discrepancias. Yo quiero decir que, personalmente, no comparto la situación que tenemos hoy. No me parece 
lógico que, a iguales grados, gane menos un funcionario del escalafón profesional que uno del escalafón 
administrativo. Es cierto lo que dijo la señora presidenta del Tribunal de Cuentas en cuanto a que tal vez hay 
un funcionario que a equis grado se llama "director" y otro que se llama "asesor". Dentro del escalafón 
administrativo, por supuesto que ese director está cumpliendo una función administrativa; un asesor está 
haciendo informes que firma, que quedan consignados en los expedientes y que, por más que no se llamen 
"directores", implican una responsabilidad muy importante que hace, además, fundamentalmente a lo que es 
el cometido esencial del Tribunal de Cuentas, que es dictaminar en todos aquellos asuntos sometidos a su 
consideración. De manera que, yo estoy en la otra línea, en la que no está de acuerdo con la situación actual. 
Ya lo he planteado en alguna ocasión en que se estudiaron otras rendiciones de cuentas y, como ven, el 
resultado ha sido negativo para mi propuesta, pero esa es la posición que he sostenido hasta ahora. 


SEÑORA DÍAZ (Susana).- Quiero aclarar que se habrán dado cuenta de que la señora vicepresidenta tiene 
tan buenos argumentos como los míos; por eso es que no hemos resuelto el caso. 


Con respecto a las preguntas del señor diputado Mujica, no nos dio el tiempo para coordinar con el 
Ministerio de Economía y Finanzas. El Ministerio de Economía y Finanzas acompañaría el artículo 5%, pero 
como demoramos más que ellos en hacer el proyecto del articulado, no pudimos coincidir en ello. 


En cuanto al artículo 6” -antes de ceder la palabra al doctor Quintas, que lo explicará mucho mejor que yo-, 
quiero decir que realmente no nos dio el tiempo. Lo hemos detectado y no quisimos perder esta oportunidad, 
dado que se estaba reiterando muy a menudo. 


Me gustaría que la explicación a las preguntas de los señores diputados Abdala y Mujica la diera el doctor 
Quintas. 


SEÑOR QUINTAS (Rafael).- Como decía el señor diputado Abdala en cuanto a la posibilidad de si la 
compra directa era suficiente, el Tribunal de Cuentas entendió que también podía ser una licitación abreviada 
de la discusión previa. Al final, para ser más claros en la excepción que se plantea, se decidió que se 
planteara la compra directa para que no hubiera dudas, ante algunas situaciones que se habían planteado en el 
pasado. 


En cuanto a las correcciones que se planteaban de que faltó una "n", es correcto. No habrá inconvenientes en 
modificarlo. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Mi pregunta es muy puntual en el marco de lo que vienen planteando 
de falta de recursos, de actuación con reserva de rubros en forma sistemática, desde hace algunos años, lo que 
les impide planificar, y de falta de actualización tecnológica. Nosotros tenemos una preocupación con 


respecto a más de un artículo de la rendición de cuentas del año 2014, a través de la cual se les dio todavía 
más responsabilidades de las que ya tenían, sobre todo con las personas públicas de Derecho privado. 


Me voy a focalizar en el Plan Ceibal, porque uno debe hablar de lo que sabe. En el proyecto de presupuesto, 
en el Inciso "Ministerio de Economía y Finanzas", viene una cifra global, en subvenciones, destinada al Plan 
Ceibal. Después tenemos un despliegue que nos mandaron del Plan Ceibal, pero no tenemos control 
parlamentario ni podemos hacer pedidos de informes; si los citamos, vienen si quieren; probablemente 
puedan venir cuando los citemos. Pero en una realidad de falta de presupuesto, nada menos que uno de los 
organismos de control -según mi modesta opinión- más importantes del Estado, ¿cómo pesan en la labor que 
tiene que cumplir el Tribunal de Cuentas estas organizaciones especiales y tan complejas para controlar, a los 
efectos de que nosotros como representantes de la ciudadanía podamos tener la tranquilidad que normalmente 
tenemos con el Tribunal de Cuentas de que va a hacer su trabajo, porque a su vez no les estamos dando los 
recurso para controlarlos? Espero que los artículos de la rendición de cuentas de 2004 no hayan sido un 
saludo a la bandera, porque la verdad es que he intentado encontrar dictámenes y no los he encontrado. 


SEÑORA DÍAZ (Susana).- Con respecto a la pregunta del señor diputado Abdala sobre la auditoría 
operativa, nosotros habíamos hablado con algunos organismos, teníamos algunos elementos y, como dijo el 
señor ministro Aumento, eso fue dejado en suspenso, dado que las primeras experiencias siempre pueden 
molestar y no ser fructíferas. Queríamos experimentar hacia adentro. Por eso, en este momento, estamos en 
esa nueva postura de hacerla hacia adentro. Una vez que tengamos esa experiencia, con ayuda de algunos de 
los organismos que están más experimentados en la parte tecnológica, esperamos hacer -ya con la 
profundidad que se necesita- una buena intervención, para que tenga un resultado interesante. 


Como respuesta a la pregunta de la diputada Bianchi, decimos que esa es una nueva atribución que se ha 
dado al Tribunal que realmente nos está costando. 


Me gustaría que el director de la División Auditoría, contador Omar Zoby, respondiera esta interrogante, 
dado que hemos conversando bastante sobre este tema y él conoce hasta dónde llegan nuestras posibilidades. 


SEÑOR ZOBY (Omar).- No me quedó del todo clara la pregunta de la señora diputada Bianchi. De manera 
que si mi respuesta está enfocada hacia otro punto, solicito que me lo haga saber. 


En materia de auditoría financiera, nosotros auditamos a todos los organismos públicos, ya sean estatales o 
paraestatales. 


En este momento, existen más o menos medio centenar de empresas paraestatales, a las cuales, de acuerdo 
con la disponibilidad de recursos, hacemos una auditoría completa, según las ISSAL, es decir, las normas de 
auditoría de las entidades fiscalizadoras superiores, o hacemos una visación. No olvidemos que el artículo 
191 de la Constitución refiere a visación, pero no la define; no hay ninguna norma jurídica que defina qué es 
visación. Entonces, como decíamos, de acuerdo con la disponibilidad de recursos y con ciertos criterios 
técnicos de riesgo o teniendo en cuenta los años en que se ha auditado, vemos cuáles visamos y cuáles 
auditamos. De cualquier manera, en el caso de la visación, se hacen determinados controles que aseguren que 
los estados realmente cumplan con ciertos requisitos mínimos de razonabilidad. 


Salvo en casos muy concretos, el Tribunal de Cuentas no ha incursionado en las auditorías de los 
fideicomisos. El Tribunal no tiene recursos disponibles para incursionar en las decenas y decenas de 
fideicomisos que existen a nivel público. En la División hemos hecho una recopilación -todavía no la he 
sometido al conocimiento de los señores ministros- de todos los fondos y fideicomisos que existen en la 
administración pública, que son muchísimos y que están prácticamente fuera del control del Tribunal, salvo 
algunos pocos, una docena de fideicomisos remitidos por la Agencia Nacional de Vivienda, que sí auditamos 
O visamos. 


Repito: para poder cumplir con esa tarea necesitamos más gente o hacer los controles de manera diferente. Es 
una cuestión que en algún momento se tendrá que encarar. 


En el caso de las sociedades anónimas que son propiedad de las empresas públicas, como las que tienen 
determinados entes -OSE, UTE, Ancap, Antel-, solo tomamos conocimiento de los balances que nos remiten 
a través de los organismos correspondientes o de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Las normas 
jurídicas incluidas en la Ley N* 17.555, concretamente, en los artículos 25, 26 y 27, me resultan un tanto 


extrañas en cuanto a la potestad de control que dan al Tribunal, dado que permiten auditar esas sociedades 
anónimas cuando están radicadas en el extranjero, pero aparentemente -reitero: aparentemente- no otorgan 
esa potestad para las que están en el país. La redacción es dudosa; distintos ministros del Tribunal le han dado 
diferente interpretación a través del tiempo. 


En el caso de organismos públicos que no sean los que mencioné, se auditan sus estados financieros en su 
totalidad. Me refiero a todos los entes autónomos, servicios descentralizados, gobiernos departamentales, 
juntas departamentales y hasta la rendición de cuentas del Gobierno central. 


No sé si respondí la pregunta de la señora diputada Bianchi. 
SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Pensé que había sido clara. Discúlpeme. 


Puse el caso puntual del Plan Ceibal, que me interesa especialmente, como expliqué, porque la educación es 
lo que más me preocupa. Hay muchos recursos destinados a ese plan. La valoración educativa que se puede 
hacer es otra cuestión, pero la utilización de los dineros, que son públicos, es tema de todos. 


El señor Zoby contestó la pregunta con respecto a las sociedades anónimas y a los fideicomisos, señalando 
que necesitarían más gente, más recursos. Mi pregunta va en el mismo sentido, pero enfocada especialmente 
a las personas públicas de derecho privado, en especial, al Plan Ceibal. Concretamente, la pregunta es si los 
recursos tecnológicos y económicos del Tribunal de Cuentas de la Nación alcanzan como para hacer el 
control que corresponde a esas personas públicas de derecho privado, en particular, al Plan Ceibal. 


La respuesta estaba encaminada, solo que se detuvo más en los fideicomisos. 


SEÑOR ZOBY (Omar).- El Plan Ceibal remite al Tribunal de Cuentas sus estados contables, los cuales son 
auditados o visados, según corresponda o según la planificación anual. El control se limita a verificar la 
razonabilidad de los estados contables, de acuerdo con las normas que apliquemos. El Tribunal no incursiona 
en la gestión de esos órganos, como no incursiona en la gestión de ningún órgano público estatal o 
paraestatal. 


Por eso, tanto en el mensaje como en la presentación de la señora presidenta del Tribunal se señala que el 
organismo necesita recursos para incursionar en la auditoría de gestión. Es la única forma de asegurar al 
político y al ciudadano en general, que los recursos se utilizan de la forma prevista, con eficacia, eficiencia y 
efectividad. Si no se hace ese tipo de control -que se realiza en casi todos los países-, no se puede saber si los 
recursos asignados se usaron para lo que fueron destinados. Por esa razón el Tribunal está empeñado en 
avanzar en ese camino; es el único órgano a nivel nacional que estaría capacitado para hacer ese tipo de 
control. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Gracias. 


SEÑORA DÍAZ (Susana).- Si me permiten, me gustaría ceder el uso de la palabra al ministro, doctor 
Ezcurra, para que haga algunas precisiones sobre las que estimamos ustedes deben estar en conocimiento. 


SEÑOR EZCURRA (Álvaro).- Voy a tratar de ser lo más certero posible. 


A la pregunta de la señora diputada Bianchi contestamos claramente que el presupuesto que se vota cada año 
para el Tribunal de Cuentas no es suficiente para ejercer las competencias que le corresponden. Lo hemos 
explicado año a año en este ámbito y al Poder Ejecutivo. 


El Tribunal de Cuentas fue creado en el año 1934. Desde esa fecha hasta el día de hoy, surgió una cantidad de 
construcciones jurídicas nuevas, una cantidad de creaciones paraestatales, una cantidad de empresas privadas 
propiedad del Estado. Pero todas ellas tienen un mismo eje común: el dinero público. Es decir que si 
analizamos el origen de todas esas empresas y las construcciones jurídicas veremos que manejan dineros 
públicos. Siendo dineros públicos, es competencia del Tribunal de Cuentas controlarlos. Y la realidad es que 
no lo hacemos. 


Permanentemente, hemos dicho cuáles son las razones por las que no lo hacemos. He repetido en este mismo 
ámbito que ingresé al Tribunal en el año 1980, cuando éramos cuatrocientos y pocos funcionarios; hoy somos 


trescientos sesenta. Imaginen ustedes la evolución de la complejidad del gasto público a lo largo de todos 
estos años. Por más que haya implementos técnicos que nos faciliten un poco la tarea, tenemos que ejercer 
una labor muy especial: la auditoría gubernamental. Esto implica la capacitación de funcionarios y también la 
fidelización de ellos a la tarea. Todo esto es un problema. ¿Por qué? Porque el Tribunal ha intentado fidelizar 
a esos funcionarios, aunque debo decir que, obviamente, no por el lado remunerativo. La Comisión sabe que 
en cualquier foro internacional lo primero que se establece es que aquellos que controlan deben ser los 
funcionarios mejor remunerados del Estado, pero aquí eso no se verifica en la realidad. 


Además, nosotros capacitamos a funcionarios que a través de la labor del Tribunal de Cuentas tienen una 
visión de todo el Estado, y después son requeridos por la actividad, aún privada, en el caso de los auditores. 


Volviendo a la pregunta original, quiero decir que el presupuesto no alcanza. Y si lo analizamos en términos 
medianos -no inmediatos-, la cuestión se va a complicar más. Digo esto porque cuando hablamos de la 
auditoría de gestión no decimos que no debemos hacer intervención preventiva, sino que debemos 
racionalizarla, de tal manera de poder -con los recursos que tenemos y algunos que necesariamente debemos 
sumar- ir a la auditoría del resultado, operativa, de gestión, o como quieran llamarla. Se trata de cambiar la 
matriz de la intervención preventiva. 


Si bien es cierto que hay diferencias de criterio en los integrantes del Tribunal en cuanto a la intervención 
preventiva -yo entiendo que sirve-, también lo es que el Tribunal no puede dedicarse exclusivamente a esa 
tarea, dejando de lado la labor que hacen todas las del mundo, que es la auditoría de gestión. 


En conclusión, señora diputada: nos vemos enfrentados a un problema presupuestal muy claro. Lo hemos 
planteado permanentemente. Nosotros cumplimos hasta donde podemos. Para mí es más fácil decirlo que 
para el director de auditoría. Es evidente que no cumplimos enteramente la tarea que deberíamos. 


Este es solo un resumen de la situación, pero creo haber respondido a la pregunta. 


SEÑORA DÍAZ (Susana).- Les agradecemos mucho. Estamos convencidos de que el Tribunal no le sirve al 
país si solo se mantiene con intervención preventiva, visación o revisión de rendiciones de cuenta. Estamos 
trabajando con mucho entusiasmo y tratando de cambiar la cultura del gestor y del contralor. Nos 
proponemos continuar en esta línea y el año que viene nos veremos aquí, pidiendo un poco más de crédito 
para cumplir en forma eficiente con nuestra tarea y ayudar al ejecutor para que haga la suya de la mejor 
manera posible en los menores tiempos posibles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los integrantes del Tribunal de Cuentas. 
(Se retira de sala la delegación del Tribunal de Cuentas) 


(Ingresa a sala una delegación de la Suprema Corte de Justicia) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación de la Suprema Corte de Justicia integrada por el 
doctor Jorge Chediak, presidente; la doctora Elena Martínez Rosso, ministra; el doctor Eduardo Turell, 
ministro; el doctor Elbio Méndez Areco, director general; el ingeniero Marcelo Pesce, subdirector general, y 
la contadora Luz Gonnet, directora de la División Planeamiento y Presupuesto. 


SEÑOR CHEDIAK (Jorge).- Es un placer estar un año más con los señores legisladores de la Comisión de 
Presupuestos integrada con la de Hacienda. 


Nuestros planteos ya son conocidos por ustedes y muchos de ellos son reiterativos de los realizados en 
instancias presupuestales y rendiciones de cuentas anteriores. 


Siguiendo una vez más la dinámica que en general hemos sostenido, simplemente haremos hincapié en 
aquellos artículos que pueden tener más posibilidades de ser recibidos por esta rama legislativa. Queremos 
reiterar que existen varios artículos sin costo, como por ejemplo algunos vinculados al sistema Audire, es 
decir el sistema de grabación en audio de los juicios, no solo para la materia penal, a raíz del Código del 
Proceso Penal, sino para todas las materias. La Corte entendía que tenía una apoyatura normativa suficiente, 
pero sorpresivamente un tribunal de familia lo entendió distinto y por eso estamos tratando de blindar esta 
solución que para nosotros tiene mayores garantías que el acta resumida que hoy se utiliza. 


Reitero que hacemos hincapié en que hay varias normas sin costo y esperamos que esta Cámara al considerar 
las dos opciones, una de las cuales es el desglose y el envío a la Comisión de Legislación del Trabajo y la 
otra la posibilidad de mantenernos dentro de la rendición de cuentas, opte por esta última y apruebe estos 
artículos a los efectos de que sea posible contar con ellos en tiempo y forma, en especial teniendo en cuenta 
que el 1 de noviembre, efectivamente, entrará en vigencia el nuevo Código de Proceso Penal y que en todo 
el país el sistema de grabación en audio, el Audire, va a estar funcionando. 


Cedemos el uso de la palabra el director general de los servicios administrativos para que se refiera al 
articulado y por supuesto que manifestamos nuestra mayor disposición para contestar todas las inquietudes y 
preguntas de los señores legisladores. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO (Elbio).- Al igual que en la oportunidad pasada, propondría a la Comisión que 
para agilitar el trámite, si no lo juzga equivocado, en vez de escucharme hacer referencia a cada uno de los 
artículos -lo que a esta altura de la tarde puede resultar agobiante- nos enfoquemos en aquellos en los que los 
señores representantes puedan tener dudas en cuanto a su alcance, repercusión o gasto. De esa manera, 
podríamos ir evacuando las consultas a partir de las dudas que cada señor representante tenga. 
Eventualmente, si después fuera necesario realizar alguna otra aclaración, la haríamos con mucho gusto, pero 
este mecanismo sería menos tedioso que escuchar el fundamento de cada artículo. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Si la Comisión acuerda ese criterio, podría empezar con alguna consulta. 


(Apoyados) 


Por supuesto que me sumo a la bienvenida a la delegación de la Suprema Corte de Justicia, cuya 
presencia siempre es particularmente grata en el Parlamento Nacional por razones que creo que no es 
necesario fundamentar. 


Tengo consultas acerca de algunas de las disposiciones. Empiezo por el final, enfocándome en algo a lo que 
hizo referencia el señor presidente Chediak, que tiene que ver con el sistema de registro de audiencias. 


Comprendo perfectamente las razones de apremio y perentorias que sin duda hay con relación a esto, en 
función de que el Código entrará en vigencia el próximo 1” de noviembre; sin perjuicio de esto, el esfuerzo lo 
haremos -por supuesto-, pero se trata de un conjunto muy apreciable de normas que no tienen naturaleza 
presupuestal. 


Tal vez, quienes integramos la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración 
podamos asumir el compromiso de darle un muy rápido tratamiento que nos lleve a la consecuencia de que 
en términos del tiempo de vigencia pudiéramos alcanzar el efecto de que antes de los plazos previstos estas 
disposiciones tuvieran vigor jurídico. 


Lo dejo planteado para que los distintos sectores parlamentarios podamos razonar al respecto y, 
eventualmente, asumir un compromiso en esa dirección, pero queda plena constancia y plena comprensión de 
la perentoriedad de esas disposiciones que propone el Poder Judicial. 


Para empezar por alguna consulta de las normas presupuestales, advierto que hay algunas solicitudes de 
refuerzo presupuestal o de asignaciones presupuestales vinculadas, por ejemplo, con la defensoría y otras con 
el Instituto Técnico Forense, dos temas de preocupación permanente y que se vinculan también con la 
implementación del nuevo modelo procesal penal. 


Al respecto, solicitaría a la Suprema Corte de Justicia que nos diera alguna idea en cuanto a la gravedad de la 
situación en estos dos aspectos que estoy mencionando. Me consta que en el interior de la República -sobre 
todo en cuanto al Instituto Técnico Forense- hay carencias muy graves, muy importantes, de gran magnitud, 
que eventualmente podrían llegar a quedar mucho más expuestas en la medida en que el cambio en la 
investigación de los hechos que conlleva el nuevo Código del Proceso Penal, efectivamente así lo determine. 
En cuanto a la defensoría, otro tanto; por lo cual, para empezar, pediría alguna fundamentación adicional 
sobre esos aspectos: básicamente del artículo 5 y de aquellos que guardan relación con el Instituto Técnico 
Forense, que son los artículos 17 y siguientes. 


SEÑOR CHEDIAK (Jorge).- El nuevo régimen procesal penal conlleva cargas laborales adicionales para los 
servicios periciales del Poder Judicial, las que difícilmente nuestros técnicos puedan afrontar -lo hemos 
señalado una y otra vez-; aquí se habla de la inclusión en el régimen de permanencia a la orden, sobre todo 
porque el nivel de retribuciones de nuestros técnicos profesionales no permite con éxito competir con el 
sector privado. Entonces, nuestros médicos -la norma refiere a médico psiquiatra, médico forense, médico de 
clínica forense, autopsista, etcétera- son multiempleo: no solamente trabajan en el Poder Judicial, sino en 
distintas organizaciones prestadoras de servicios de salud. 


En la parte penal, la modalidad de diligenciamiento de prueba en la audiencia -lo hemos señalado ya en la 
Comisión respectiva- podría llevar a requerir que cualquiera de las especialidades de nuestros médicos no 
solo tuviera que hacer la pericia, sino también ir a la audiencia judicial en otro horario, en otro día, para 
defender la pericia o responder las inquietudes que las partes puedan tener. De alguna manera, esto duplica el 
trabajo y no es -por eso hago hincapié en que es otro día y en otro horario- un horario hábil en el que, por 
ejemplo, ese médico forense pueda trabajar, dado que le puede coincidir con una actividad en la rama 
privada. Por eso hemos tenido un régimen muy elástico de horario respecto de los señores médicos que 
integran el Instituto Técnico Forense y hemos tratado, de todas las formas posibles, de conseguir aquellos 
avances en materia salarial, aunque sean indirectos, como es el sistema de permanencia a la orden a los 
efectos de poder mantener a los médicos forenses que hoy tenemos y poder integrarlos a nuestros cuadros. 
Esto muchas veces no ha sido fácil y es por eso que aún tenemos cargos vacantes en esta rama. 


Nuestra preocupación no es solo por el nivel de prestación de servicios hoy, sino por las exigencias 
adicionales que van a existir a partir del 1 de noviembre. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO (Elbio).- El señor diputado también nos interrogaba acerca del artículo 5” que, si 
bien refiere a la defensa pública, no lo hace exclusivamente a ella. En realidad, hace referencia a aquellas 
ocasiones en que se asignan funciones técnicas a funcionarios de otros escalafones -fundamentalmente del 
escalafón administrativo y a veces del escalafón auxiliar- que, teniendo título profesional universitario de 
abogado o escribano -fundamentalmente; también se ha dado el caso con médicos- y ante la necesidad del 
servicio, se les asigna el cumplimiento de una función técnica. 


Hay una experiencia similar que es la de los asistentes técnicos de los tribunales de apelaciones. Este artículo 
reproduce casi ese que en otra instancia presupuestal fue consagrado, en virtud del cual el Poder Judicial -en 
el caso de los tribunales de apelaciones- designa asistentes técnicos para los tribunales en este mismo 
régimen. O sea que, inclusive, esto ni siquiera está innovando sino repitiendo una norma que ya habilitó al 
Poder Judicial a asignar esas funciones técnicas. 


En la actualidad, esto se ha hecho en las situaciones de emergencia pero con cargo a alguna economía que el 
Poder Judicial logra obtener no de forma exprofesa pero sí a partir de que los procesos de selección de 
personal se dilatan en el tiempo y mientras esos procesos están en curso, las vacantes van generando una 
economía. Con esa economía se ha procurado atender estas situaciones de apoyo técnico que se requieren en 
distintas dependencias. Lo que se procura aquí es tener la certeza de que estas funciones podrán ser 
encomendadas porque hoy lo son en tanto exista economía. En el momento en que la economía empieza a 
faltar, hay que cesar estas funciones. Dado que es una necesidad de servicio, aspiramos a que se consagre de 
manera definitiva. 


En cuanto al resto de normas que refieren al Instituto Técnico Forense, querría destacar -creo que hoy ha 
tomado público otra vez- algún reclamo de los médicos forenses con relación a las morgues del interior. Esta 
necesidad es compartida; es real que hay que mejorar los servicios de las morgues en el interior de la 
República, con una dificultad adicional y es que en la amplísima mayoría de los casos esas sedes no son 
propiedad del Poder Judicial; en realidad, disponemos de ellas por convenios con Salud Pública o con las 
intendencias. En consecuencia, es un régimen un tanto especial donde esas instituciones que menciono nos 
proporcionan el espacio físico y el Poder Judicial se encarga de equiparlas. 


Para poder mejorar esas morgues no solo debemos contar con la voluntad del órgano titular del inmueble -no 
podemos ingresar por nuestra cuenta a hacer modificaciones edilicias- sino con los recursos necesarios para 
dotarlas de aquellos elementos imprescindibles para la correcta prestación del servicio de los médicos 
forenses en el interior. 


¿Por qué recalco interior? Porque hay una diferencia sustancial entre los servicios periciales, sobre todo de 
medicina forense, en el interior del país y Montevideo. 


En la capital del país, con dificultades o sin ellas, hay un servicio que funciona adecuadamente y de acuerdo 
a la normativa. Las situaciones de hecho que deben ajustarse a la normativa se las ajusta en coordinación con 
la Intendencia de Montevideo y los órganos que tienen que ver con los temas de seguridad y salud de los 
habitantes y del medio ambiente en general. 


Por lo tanto, la situación de Montevideo es otra. 


Reitero que en el interior tenemos un debe que hemos querido solucionar pero hasta ahora la escasez de 
recursos ha determinado que fuéramos más lento de lo que deseáramos. 


Quiero destacar en especial este artículo 20, que refiere a la asignación de recursos para adecuar a las 
morgues del interior. 


El doctor Chediak señaló el resto de las necesidades, por lo que creo que con lo que acabo de aportar 
daríamos por contestada la inquietud del señor diputado. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- El artículo 7" establece que el producido de los remates -supongo que de los 
bienes confiscados; no tengo aquí la disposición referida- se destine a gastos de funcionamiento del Poder 
Judicial, que es una vieja reivindicación de dicho Poder del Estado. 


Esto lo quiero vincular, y pedir opinión a la Suprema Corte de Justicia, con el artículo 55 del proyecto 
enviado por el Poder Ejecutivo que, precisamente, alude al Poder Judicial respecto a una autorización que se 
le otorga, a mi juicio, en forma bastante genérica y discrecional al Ministerio del Interior para declarar como 
chatarra y vender determinados bienes, es decir, muebles, vehículos, automotores, etcétera. Concretamente se 
afirma "resultado de las actuaciones del Ministerio del Interior o del Poder Judicial". 


Según nos dijo el ministro del Interior cuando compareció a presentar los artículos correspondientes a su 
Inciso, entre otros este -no digo que tenga directamente que ver con la otra disposición, pero pregunto si 
algún punto de contacto tiene-, que esto había sido acordado con el Poder Judicial. Me gustaría conocer su 
opinión al respecto, entre otras cosas porque en la bancada del Partido Nacional advertimos que desde el 
punto de vista jurídico tal vez se pueda presentar alguna dificultad en cuanto a otorgar a la Administración la 
potestad de declarar la titularidad de un bien o, eventualmente, dejar sin efecto la titularidad de un tercero 
propietario en cualquier circunstancia y sin límite de especie alguna, pues aquí hay una autorización genérica 
al realizar esta declaración. 


Pediría el aporte de los invitados sobre estas dos disposiciones, que desde el punto de vista de su naturaleza 
alguna relación tienen. 


SEÑOR CHEDIAK (Jorge).- Las normas no están vinculadas y sí se ha acordado el artículo 55 con el 
Ministerio del Interior. 


Esto tiene que ver con los cementerios de automóviles, motos y bicicletas, que son gigantescos. A veces da 
pena que haya montañas de birrodados deteriorándose, virtualmente imposibles de identificar, saber de 
quiénes son ni hacer nada con ellos. 


Esta es una suerte de norma saneadora que permitirá hacer algo con esa chatarra que, además, atenta contra la 
ecología y la visión, pues a veces se encuentran en zonas cercanas al casco urbano. Creo que es una norma 
ganar-ganar, pues en esto terminaríamos ganando todos. Y si bien puede tener algún tipo de objeción en 
puridad jurídica, permite salir del tema. Me recalcaba el director general que es cierto que ni los jueces saben 
a qué expedientes corresponden ni habría forma de identificar, en esas playas de amontonamiento de cosas, el 
origen, por qué fue, en qué expediente y en base a qué sucedió, es decir, si se trató de un delito o una 
infracción, ni cómo es que esa moto o bicicleta terminó incautada. 


En el caso de los vehículos de cuatro ruedas es peor porque suelen terminar abandonadas cerca de las 
comisarías, molestando y ocupando un lugar de estacionamiento; además, son vandalizados y terminan 
siendo abandonados en un lugar que nadie puede cuidar. 


Realmente creo que esta norma nos beneficiará a todos y permitirá -aunque económicamente sea algo magro- 
rematar esa chatarra y salir de este tema. Observarán los señores diputados que ni siquiera nos peleamos por 
el producido, pues se destina a Rentas Generales. No hay ningún problema. El hecho es solucionar la 
situación de esos cementerios de birrodados, automóviles y camionetas que prácticamente no tienen valor ni 
utilidad alguna. 


El artículo 7? está más vinculado a la nueva asignación de funciones. Debemos tener en cuenta que además 
de haber entrado en vigencia el nuevo Código del Proceso Penal, ha entrado en vigencia el nuevo Código de 
Proceso Aduanero. Como todas las funciones que antes podían estar a nivel de las receptorías de la Dirección 
Nacional de Aduanas ahora, en lo jurisdiccional, pasan al Poder Judicial, faltó establecer que el producido 
líquido de los remates no termine en la Dirección Nacional de Aduanas, sino en el Poder Judicial. 


Esa es la razón puntual de esta norma. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Agradezco la explicación del doctor Chediak. Entiendo el sentido de lo que aquí 
se proyecta; todos conocemos esa realidad material que, sin duda, la tenemos bien presente. Por lo tanto, eso 
justifica legislar y avanzar en esa dirección. 


Al principio nos llamó la atención el mecanismo de la declaración y a quién se le atribuye la competencia o 
potestad de declarar, en función de consideraciones que en algunas circunstancias pueden llegar a ser 
subjetivas, porque aquí se establece en función del estado de abandono y deterioro, que siempre es un tema 
de apreciación. Reitero que esto nos preocupaba un poco dar esta potestad a este o a cualquier otro Ministerio 
del Interior. Que quede claro que acá, por ahora, no hay alusiones de carácter político; parecía que daba más 
garantías que fuera la justicia o una declaración judicial la que, eventualmente, determinara esta realidad, 
antes o después; una especie de contralor de parte de alguna forma o naturaleza. 


En fin, me queda claro que fue acordado y desde ese punto de vista es el dato que incorporamos. 


SEÑOR CHEDIAK (Jorge).- Dada la precisión del señor diputado Abdala, quiero señalar lo siguiente. Ha 
sido como una transacción con la realidad. Hemos señalado que se trata de cementerios de birrodados y 
automóviles y que muchas veces no se pueden identificar ni saber en qué expediente judicial se encuentran 
retenidos que, inclusive, a veces han sido objeto de retención administrativa. 


Si hubiéramos pedido una declaración judicial, no avanzaríamos nada porque en muchos casos no se puede 
determinar qué juez, en cada uno de los casos, tendría que hacer la declaración de chatarra. La alternativa era 
que lo hiciera en forma genérica la Suprema Corte de Justicia, que no tiene potestades concretas en ninguno 
de esos expedientes o la autoridad administrativa, el propio Ministerio del Interior. 


De allí la explicación a los efectos de que esto sí sirva y se remate ese chatarra, cuando efectivamente lo sea; 
me atrevería a decir que chatarra es la mayoría del material que está allí, pues por las inclemencias 
temporales rápidamente se convierte en chatarra. 


Lo razonable, para que funcione el mecanismo, es que lo haga el Ministerio del Interior. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Quiero consultar sobre el artículo 9%, que tiene que ver con el Sistema de 
Registro de Audiencias, que más allá de los aspectos de procedimientos, esta es la contracara presupuestal. 


Quisiera que la Corta ponderara o nos transmitiera el sentido del efecto o consecuencia que podría tener la 
circunstancia de no contar con los recursos para implementarlos, si es que esta disposición no se aprueba. 
Planteándolo en otros términos, quisiera saber qué riesgo corremos que haya dificultades en su 
implementación, si esta partida presupuestal no es otorgada por el Parlamento y el Poder Judicial no cuenta 
con ella. 


SEÑOR CHEDIAK (Jorge).- Si lo estiman conveniente, el ingeniero Marcelo Pesce, subdirector general de 
los Servicios Administrativos del Poder Judicial y uno de los directores de la Comisión de Implementación 
del Código, que está en la parte tecnológica, hará uso de la palabra para aclarar las inquietudes del señor 
diputado. 


SEÑOR PESCE (Marcelo).- En este punto específico, este sistema de videograbación y de circuito cerrado 
de audio y video no tiene relación con el sistema de registración de las audiencias. Esta partida que se pide 
aquí es para lograr la instalación de las cabinas de testigos protegidos y el sistema de audio y video de 
circuito cerrado, precisamente para darles esa calidad de testigos protegidos. Además, tiene que ver con el 
sistema de videograbación para los casos en que se tenga que diligenciar prueba anticipada y se tenga que 
registrar, incluso por el concepto de no revictimizar. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Germán Cardoso) 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Con relación al artículo 10, quisiera tener alguna referencia en cuanto los 
centros de mediación, que me consta que han sido una experiencia muy exitosa que el Poder Judicial ha 
desarrollado. Hemos tenido noticia de eso en las distintas instancias presupuestales. Creo que fue el año 
pasado que se nos informó que el propósito era extender el sistema a varios departamentos del interior; 
incluso, en lo inmediato, creo que Rocha y Soriano eran de los objetivos que inicialmente estaban planteados. 


Con relación a esto también le pediría a la Suprema Corte de Justicia que nos diera alguna idea en cuanto a 
las consecuencias de la no aprobación de esta asignación presupuestal. ¿En qué medida puede comprometer 
la expansión de los centros de mediación que, según tengo entendido, han contribuido mucho a 
descongestionar el sistema, tienen niveles muy altos de acuerdo y conciliación, cercanos al 100%? 


SEÑOR CHEDIAK (Jorge).- Hay una curiosidad: pedíamos menos mediadores antes que ahora. Hemos 
incrementado el número de mediadores respecto de los pedidos reiterados de hace varios años. Por un lado, 
tenemos que completar la mitad del país -como solíamos argumentar-, dado que tenemos solo en la mitad de 
los departamentos, concretamente, en sus capitales o donde haya juzgados letrados con centros de mediación. 
Han sido realmente muy efectivos. Más del 90% de los casos de quienes se sientan a la autocomposición 
previa al litigio son exitosos. 


Por otro lado, ahora hay que cumplir con la mediación penal; por eso, hemos incrementado el número de 
cargos de mediador en relación con las instancias presupuestales pasadas, cuando pedíamos veintidós. Como 
son dos mediadores por centro, eran para once centros de mediación. Ahora estamos pidiendo aquellos 
veintidós más veintiséis, es decir, para trece centros adicionales, para poder cumplir con la mediación penal. 
Incluso, estamos pidiendo un centro adicional para la ciudad de Montevideo. 


Esta solución -volvemos a repetir- altamente exitosa debe en algún momento llevarse a la práctica en todo el 
país, para no afectar, además, la igualdad de acceso a la justicia de todos los ciudadanos del país. En este 
caso, no es una diferencia entre Montevideo y el interior de la República, sino entre la capital y la mitad del 
interior con respecto a la otra mitad que no tiene centros de mediación. 


Las cifras no son muy grandes -lo venimos repitiendo-, la solución es altamente exitosa. Las soluciones 
exitosas se venden por sí mismas. No tienen ideología, no tienen partido. Son exitosas; son buenas; dan 
resultado. Son técnicamente buenas y no deberíamos seguir postergando la posibilidad de la implementación 
de la autocomposición de los litigios, ahora incluso en materia penal, en determinadas circunstancias, en todo 
el país. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO (Elbio).- Voy a dar ejemplos concretos de lo que señalaba el doctor Chediak en 
cuanto a por qué solicitábamos veintidós y hoy veintiséis. 


Voy a señalar dónde tenemos los centros de mediación: hay cinco en Montevideo, uno de mediación penal y 
adolescente; tres en Canelones -Ciudad de la Costa, Las Piedras y Pando-; dos en Maldonado -Maldonado y 
Piriápolis-; dos en Paysandú -Paysandú y Guichón-; uno en Salto, y uno en San José. A su vez, con los 
recursos que contamos hoy, se van a instalar en Rocha, Mercedes y Florida. 


A su vez, en la medida en que el Parlamento consagre estos recursos para crear estos centros de mediación 
-este ámbito es adecuado porque ustedes son representantes por departamentos-, está previsto que existan en 
Artigas, Bella Unión, Canelones, Atlántida, Toledo, Melo, Río Branco, Colonia, Rosario, Carmelo, Durazno, 
Trinidad, Minas, San Carlos, Fray Bentos, Young, Rivera, Chuy, Libertad, Dolores, Paso de los Toros -en 
Tacuarembó- y Treinta y Tres. Con esto se estarían atendiendo no solo las capitales departamentales sino 
también todas las ciudades con sede letrada, donde es obligatoria la mediación penal. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Quiero consultar sobre tres disposiciones más, haciendo una selección, porque 
todos los temas son importantes. 


Una es el artículo 13, que se reitera todos los años, más allá de la variación de los montos. Tiene que ver con 
el cumplimiento de la sentencia de la Corte Interamericana en el caso Gelman, vinculada con la capacitación 
de magistrados en las causas de derechos humanos. La Suprema Corte de Justicia viene reiterando esto en 
todas las instancias presupuestales, sin éxito alguno y, como en algún momento se adujo, esto no fortalece, 
sino todo lo contrario, la posición internacional del Uruguay frente a los organismos de derechos humanos, 
en particular, en la medida en que esto representa -más allá del monto de $ 500.000, que es realmente exiguo- 
el incumplimiento de una obligación que surge de esa sentencia a la que me referí recién. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Jorge Pozzi) 


Así que me interesaría mucho que sobre esto la Corte hiciera algún comentario. 


La segunda de las últimas tres preguntas que quería formular tiene que ver con el centro de justicia de 
Maldonado, que sé que es una de las inversiones que el Poder Judicial ha dedicado mayor preocupación, 
interés y esfuerzo. La partida que se solicita es para el año 2019. Al respecto, sería interesante saber cuál es el 
estado de avance de este edificio y en qué situación nos encontramos desde el punto de vista de su 
culminación y de poder llegar a la fase donde esté funcionando con la mayor plenitud. 


La última -simplemente para que quede constancia- tiene que ver con el artículo 31, que creo que es una 
disposición que no tiene costo. Se trata de la forma de administrar los gastos de menor cuantía; creo que es 
un tema de administrar la caja chica y la forma, por lo tanto, de documentar los gastos. Supongo que, en la 
medida en que no implica un incremento presupuestal de ninguna especie, si esto es así -lo confirmará la 
Corte-, podríamos tenerlo en cuenta, porque es un tema de procedimiento o de gestión. 


SEÑOR CHEDIAK (Jorge).- Los cursos en capacitación en derechos humanos -creo que ya lo hemos dicho 
en esta Cámara y también en el Senado- se están haciendo. Hemos tenido que realizarlos con recursos 
propios y, quizá, no hayamos podido lograr gran nivel ni contar con expositores internacionales -tal como nos 
hubiera gustado- para cumplir con lo que establecía la sentencia, pero tenemos la tranquilidad de que se están 
dando los cursos. 


Por supuesto, para el Estado uruguayo $ 500.000 representan un vuelto; no obstante, para el nivel normal de 
recursos que asignamos al Centro de Estudios Judiciales del Uruguay, es una partida significativa, que 
permitiría el cumplimiento de manera más adecuada de esta obligación de capacitar en derechos humanos en 
forma cada vez más importante a los magistrados uruguayos, que nos ha impuesto la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. Los cursos se están haciendo, en la medida en que la Corte ha podido. 


Si el presidente lo permite, solicitamos que se conceda el uso de la palabra al director general para referirse al 
Centro de Justicia de Maldonado, tema muy querido por nosotros, que aspiramos a inaugurar este año y cuyo 
avance del primer módulo es muy importante. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO (Elbio).- Para ilustrarlos gráficamente, vamos a pasar tres o cuatro fotografías 
que mostrarán el estado actual y el avance del Centro de Justicia de Maldonado. En las imágenes que se están 
proyectando se puede observar que el avance es muy importante. Nos hemos reunido recientemente con la 
empresa constructora y está todo proyectado para que en agosto nos entreguen el edificio pronto. Luego se 
instalará el mobiliario y se llevarán a cabo algunas actividades que son de cargo del Poder Judicial, y en dos 
meses más se estará poniendo en funcionamiento el Centro de Justicia Penal en Maldonado. 


Como los señores representantes saben, esta es una parte de la obra total proyectada, que lleva dos módulos 
más, que albergarán al resto de la justicia en el departamento de Maldonado. Como ya lo ha señalado el señor 
presidente en más de una comparecencia ante la Comisión, esto significará un importante ahorro en los 
arrendamientos que el Poder Judicial paga en Maldonado, debido a la cantidad de sedes y a que el costo en 
ese departamento no es el mismo que en otros lugares del país. 


El total de esta obra se ejecutó con $ 270.000.000, en veinticuatro meses. Creo que es un récord para las 
obras a cargo del Estado, y debemos destacarlo. Esto demuestra la eficiencia del Poder Judicial, de sus 
servicios, y también la correcta ejecución de los recursos que se le asignan, que siempre son escasos. 


También queremos destacar que toda esta obra se hizo sin ninguna observación por parte del Tribunal de 
Cuentas. Estos son elementos a tener en cuenta porque demuestran que cuando el Poder Judicial solicita 
recursos, los emplea adecuadamente. Y en obras tan importantes como estas ni siquiera ha merecido 
observaciones del Tribunal de Cuentas. 


Me voy a referir al artículo 31, sobre el que hacían la consulta. Quiero señalar que no tiene costo. Procura 
facilitar el trámite de rendición de cuentas de las cajas chicas de las dependencias del interior, que están en el 
entorno de los $ 1.000. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Óscar Groba) 


Se trata de montos que no justifican lo que la auditoría delegada del Tribunal de Cuentas nos está 
reclamando ahora, es decir, que vengan todos los originales a Montevideo, porque no nos quieren intervenir a 
partir del procedimiento que se empleó hasta ahora -sin ningún tipo de cuestionamiento- por el que se 
remitían las copias desde las oficinas, guardando los originales en las propias oficinas. Ahora se nos exige 
que vengan los originales o que se autentique esa documentación. Autenticarla por cada titular de la sede en 
el interior es complejo; autenticarla por alguien en Montevideo -por ejemplo, por quien habla- es imposible, 
porque no se puede autenticar lo que no se ve ni se tiene el respaldo. 


Por lo tanto, esta norma procura flexibilizar la rendición de cuentas, sin quitarle la transparencia que tiene y 
deberá seguir teniendo. No tiene costo porque se trata, simplemente, de establecer un mecanismo para que 
rindan cuentas cuatrocientas sedes. Se debe tener en cuenta que el Poder Judicial es un Poder del Estado que 
tiene cuatrocientas sedes dispersas en todo el país. Administrar eso es complejo y, en consecuencia, requiere 
mecanismos más ágiles. 


SEÑOR CHEDIAK (Jorge).- Simplemente, voy a complementar la información que se ha brindado. 


El doctor Méndez Areco habló de un éxito, como es nuestra obra en Maldonado, que ha llevado más del 80% 
de nuestra línea de base de inversiones durante dos años. Ha sido un esfuerzo, y un orgullo, haber terminado 
este primer módulo para el Poder Judicial. 


Yo voy a hablar de un fracaso. La Suprema Corte de Justicia, por lo menos desde los últimos cinco años, ha 
tenido la voluntad política de disminuir drásticamente las observaciones del Tribunal de Cuentas. Inclusive, 
lo planteamos así: "Que trabaje la Dirección General para que exista la menor cantidad posible de 
observaciones al Tribunal de Cuentas". No obstante, cosas como la rendición de las cajas chicas o temas muy 
menores han hecho que fracasáramos, con todo éxito -como suele decirse ahora-, porque no hemos bajado 
nada las observaciones, pese a la voluntad política de dar el ejemplo que tiene el Poder Judicial y la Suprema 
Corte de Justicia. En algún momento, teníamos observaciones vinculadas con temas más importantes, como, 
por ejemplo, la tributación en algunas partidas de las retribuciones de los magistrados. Esas se solucionaron, 
pero ahora tenemos observaciones mínimas con respecto al funcionamiento de cajas chicas de $ 1.000 o 

$ 1.500. 


Para evitar las observaciones que, en última instancia, son remitidas a la Asamblea General, se diseñó esta 
norma, que -reitero- no tiene costo. Lo que se busca es lograr una mejor administración y facilitar el manejo 
de estos fondos acotadísimos que se utilizan en cosas muy chiquitas, para el funcionamiento de cada una de 
las cuatrocientas sedes judiciales. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Saludamos a las autoridades del Poder Judicial. 


Voy a plantear algunas preguntas sobre los artículos 1* y 2%, que son muy importantes. Antes que nada, 
quisiera entenderlos. Establecen incremento de gastos, porque en ambos casos se trata de autorizaciones para 
cubrir el rubro 0; no obstante, cuando miro el capítulo de costos del articulado, no veo el costo. Tal vez sea 
porque el Poder Judicial no tiene definido el costo, pero lo debe tener, y debe ser importante. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Germán Cardoso) 


Lo que quiere decir el artículo 1? es que se dispone un incremento del crédito presupuestal del Poder 
Judicial para atender las equiparaciones salariales de todos los funcionarios del Poder Judicial, en atención a 
lo que acá dimos en llamar "el enganche", es decir, la relación con los sueldos de los ministros de Estado, 


establecida a partir de la ley del año 2010. Esto quiere decir que se debería disponer de una partida 
presupuestal que, más allá de la deuda generada -tema que aquí no se aborda-, corrija a partir del 1% de enero 
esa diferencia salarial y permita que todos los funcionarios cobren según la actualización salarial que 
corresponda con relación al porcentaje de los ministros de la Suprema Corte de Justicia. El artículo 

1” establece: "[...] Están exceptuados los funcionarios que se adhirieron a los convenios colectivos 
celebrados según lo establecido en el artículo 2* de la Ley [...] de 15 de marzo de 2017."; son aquellos que 
aceptaron el convenio con el Poder Ejecutivo. Ahora bien, tengo entendido que esos funcionarios aceptaron 
un convenio. Quiero saber si el salario que perciben es exactamente el que les correspondería o si aceptaron 
un salario más bajo. Si así fuera, me pregunto si por imperio de este artículo, por la derogación del artículo 
733 -lo que va a suceder en esta rendición de cuentas; estoy convencido- o por la caída de ese artículo, en 
tanto fuera declarado inconstitucional en algún momento de la historia, .... 


(Interrupción del señor representante Iván Posada) 
———...los funcionarios judiciales recuperarán el salario tal cual corresponde en su totalidad. 


Por lo tanto, los que están más atrás quedarían más adelante, por decirlo de algún modo; o sea, los que 
firmaron el convenio, que hoy cobran mejor, cobrarían menos que los otros, los que recorren el camino largo. 
Eso generará una inequidad salarial en el mismo cargo y para la misma función, probablemente con 
distorsiones funcionales importantes. Me parece que es así. 


Entonces, pregunto si, en la eventualidad de que suceda esto, lo que razono es correcto. 


Por otra parte, al votar estos artículos -que, para mí, son de absoluta justicia-, se autoriza -por el artículo 2*- a 
la Contaduría a que habilite los créditos que el artículo 1% incrementa; uno está vinculado con el otro. Nos 
gustaría tener una idea de cuál sería su costo anual, que es independiente al otro tema: la deuda generada, que 
es otro lío. 


Sé que el planteo resulta complicado, pero el tema es así. No digo que lo demás sea accesorio, pero este es el 
conflicto que hoy existe y que deberíamos tratar de resolver. 


SEÑOR CHEDIAK (Jorge).- Me voy a referir al artículo 2%, que en su momento fue parte de las 
negociaciones con el Poder Ejecutivo. 


El artículo 2? viene dado por la existencia del convenio. No adhirió al convenio el cien por ciento de los 
integrantes de cada colectivo: ni el cien por ciento de los fiscales, ni el cien por ciento de los jueces, ni el cien 
por ciento de los defensores. Creo que los jueces anduvimos arriba del 90%. Ahora bien, ¿ese convenio 
implica un aumento a la persona? ¿Es un aumento al cargo? Me señalan que esto tiene que ver con el artículo 
233 del mensaje del Poder Ejecutivo. ¿Qué pasa -eso estaba conversado- cuando quien ha firmado un 
convenio y está cobrando el aumento del 3,5% -que creo que es lo que vamos a cobrar- asciende a un cargo 
de nivel superior? ¿Hay que considerar ese cargo integrante del convenio? ¿Va al sueldo del cargo o va al 
sueldo del cargo más el 3,5% que otorga el convenio? 


Ambas ramas del Gobierno entendimos que la lógica es que por ascender o por traslado no se debe perder el 
porcentaje que se ganó en el convenio. Por eso, ambas normas, la del Poder Ejecutivo y la nuestra, van 
destinadas a solucionar la movilidad. Es decir, todos quienes firmamos el convenio estamos moviéndonos en 
los cargos y ascendiendo -o no- en la pirámide, y es importante que haya una habilitación para que cuando el 
abogado que firmó el convenio -todos los que hemos firmado somos abogados- cambie de cargo, pase con el 
sueldo que hasta ahora está habilitado más el 3,5%, y el 7% el año que viene, por aplicación del convenio. 


Prácticamente es inescapable, pero, por supuesto, la última palabra siempre la tiene la rama legislativa. Es 
una norma de sentido común en el funcionamiento de estos convenios puesto que se debe habilitar a la 
Contaduría a pagar los sueldos con el incremento del convenio. 


Me acota el señor director general que el que ingresa no tuvo la oportunidad de firmar el convenio. Por 
ejemplo, ingresa una persona al cargo juez de Paz, de ciudad. ¿Ese cargo tendría el aumento del convenio? Si 
no habilitamos esta norma, sería sin el aumento del convenio; entonces, estaríamos evitando que ingresen al 
convenio los que no pudieron firmar porque no estaban. De manera que aparece como una consecuencia 


lógica del efecto del aumento otorgado por convenio que exista la posibilidad de incrementar en esas cifras 
los sueldos de los cargos para los que ascienden y para los que ingresan. 


Si el señor presidente está de acuerdo, cedo el uso de la palabra al señor director general para que se refiera a 
la norma más complicada, que es la del artículo 1”. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO (Elbio).- Hay una inquietud que vamos a responder, no con cifras exactas, pero 
sí podemos establecer un aproximado de lo que sería el costo de ambos artículos. 


El artículo 1% no hace más que reiterar la voluntad de la Suprema Corte de Justicia, que ha venido en distintas 
instancias presupuestales. El único agregado que tiene hoy es que, obviamente, no está alcanzando a los que 
convinieron. No olvidemos que el convenio no es del Poder Judicial con el Ministerio de Economía y 
Finanzas ni con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Es un convenio particular entre determinado 
núcleo de funcionarios, al amparo de la negociación del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y con el 
aporte de los recursos presupuestales del Ministerio de Economía y Finanzas. Por tanto, la Suprema Corte de 
Justicia, en tanto no hizo ningún convenio, lo que hace es reiterar su voluntad en cada instancia presupuestal, 
y es que se cumpla con esta adecuación salarial que, por derecho, corresponde. Yo no voy a analizar aquí las 
distintas instancias en las que la Justicia ha determinado que esto corresponde, ni las inconstitucionalidades, 
además, que han sido dispuestas por la Suprema Corte de Justicia. 


En consecuencia, la Suprema Corte de Justicia no puede no ser consecuente consigo misma, y este artículo 1* 
lo que hace es pedir lo mismo, con la honestidad -como corresponde- de decir que ya no es para todos, 
porque algunos voluntariamente se bajaron de aquel reclamo e individualmente optaron por otra solución. 


Entonces, respondiendo al diputado Gandini, así como la decisión de convenir fue individual, naturalmente 
que todos asumimos los riesgos de nuestras decisiones. Y si eventualmente esto se soluciona y el salario 
termina siendo diferente, será así, porque algunos optaron por hacer un convenio en el libre ejercicio de su 
decisión y, en consecuencia, podrán llegar a tener un salario menor. Todos esperamos que no sea así y que, en 
alguna instancia, esto se corrija y que todos tengan -como corresponde-, a igual tarea, igual remuneración. 
Pero, hoy, en los hechos, podría ocurrir que, por un tiempo, quedara un salario diferente. Reitero que eso no 
se daría a partir de una decisión del Poder Judicial -ni es lo que el Poder Judicial viene a pedir, que haya 
salarios diferentes-, sino por decisión propia de algunos funcionarios que acordaron; tampoco estamos 
haciendo un juicio de valor sobre si es malo o bueno el convenio: estamos citando hechos. 


Reiteramos que estos son los mismos argumentos que la Suprema Corte de Justicia ha expuesto en cada 
instancia presupuestal. 


¿Cuál sería el costo aproximado? Esto no vino determinado expresamente por una razón de responsabilidad: 
no podíamos establecer el costo porque el Poder Judicial nunca ha traído a este ámbito cifras más o menos. Sí 
podemos decir, en esta instancia, que el artículo 1* tiene un costo de unos US$ 18.000.000 anuales, 
aproximadamente, y que el artículo 2” tiene un costo de US$ 1.800.000 anuales, aproximadamente. Reitero 
que fue una decisión no ponerlo en el costeo, porque no es una cifra exacta, y no es serio establecerlo como 
tal; no obstante, sí debemos manifestarlo en este ámbito porque los legisladores deben tomar una decisión. 
Esta es la cifra que, poco más, poco menos, podría implicarle al erario. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Aclarado esto, que era como el nudo gordiano, voy a plantear algo 
más práctico. 


En esta Administración de escasos recursos que desgraciadamente tiene el Poder Judicial en nuestro país, nos 
preocupa el tema de los juzgados. 


En primer lugar, me gustaría conocer la posición que tiene la Suprema Corte de Justicia sobre la variación en 
el número de juzgados de Ciudad del Plata. Hago este planteo en función de la inquietud de un señor 
diputado del departamento de San José que está preocupado por el tema. 


En segundo término, quiero plantear la preocupación de quienes estamos vinculados con el tratamiento del 
crimen organizado, de la prevención del terrorismo, del lavado de activos, etcétera, porque percibimos 
-seguramente, ustedes tienen la certeza- que dos juzgados especializados resultan escasos a los efectos de la 


envergadura de las causas. Me gustaría saber si es posible, dentro de la situación presupuestal, o si está en 
carpeta en la Suprema Corte de Justicia, crear algún otro juzgado especializado de jurisdicción nacional. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Quiero hacer una última pregunta con relación a un tema que alude también a la 
Suprema Corte de Justicia. Me refiero al artículo 7” del proyecto del Poder Ejecutivo, que hace referencia a 
los cargos de secretarios de la Suprema Corte de Justicia y del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Se 
hace mención a cargos y funciones equivalentes, que deberán tener determinadas condiciones, entre ellas, 
título habilitante, idoneidad moral, etcétera. Más allá de entender el sentido de lo que se propone, quiero 
saber si la Suprema Corte de Justicia está de acuerdo con esa redacción o cómo la ve, si le parece plausible. 


Les pido disculpas si los tomé por sorpresa con esta pregunta, pero como están mencionados a texto expreso, 
era importante recabar la opinión del Poder Judicial. 


SEÑOR CHEDIAK (Jorge).- Voy a contestar primero al señor diputado Pablo Abdala y, luego, a la señora 
diputada Graciela Bianchi Poli. 


La primera observación que hace el director general es que el escalafón N judicial no existe, es una vieja 
denominación. El escalafón de magistrado es el escalafón I. El escalafón de confianza, que tiene cuatro 
integrantes y dos de ellos están aquí, es el escalafón Q. Reitero, escalafón N judicial no tenemos. Estamos 
absolutamente de acuerdo con que las designaciones recaigan en profesionales con título habilitante y que se 
funden en la probada capacidad técnica e idoneidad moral de quien desempeñará el cargo, y es lo que 
tratamos de hacer; es decir, elegir para estos cargos a los mejores abogados que conozcamos. 


En cuanto a la pregunta de la señora diputada Graciela Bianchi Poli, quiero decir que los números no dan ni 
por asomo que resulte necesario crear un juzgado penal de crimen organizado de tercer turno. De hecho, no 
se les ha incrementado el trabajo. Esa es la realidad. Inclusive, podríamos aseverar que muy probablemente la 
carga de trabajo de un juez penal ordinario en Montevideo y de la veintena de jueces restantes es superior -no 
en complejidad de cargos- a la de los dos jueces de crimen organizado. Ahí hay un problema de idoneidad, de 
especialización, de especial complejidad, de especial exposición e, inclusive, de probable riesgo personal de 
los titulares del crimen organizado, pero no es que trabajen más, sino que trabajan en situaciones más 
complicadas. Ahora, no hay números que nos lleven a pensar en la necesidad de crear un tercer juzgado de 
crimen organizado; cuando existan -lo hemos dicho reiteradamente-, se hará. Crear por transformación un 
cargo siempre está dentro de las posibilidades teóricas, por normativa del Poder Judicial y por las 
posibilidades prácticas, pero, por ahora, no ha estado planteado. Diría a la señora diputada que no ha habido 
un incremento de trabajo para nada significativo que justifique hoy incrementar el número de esos jueces. 


En Ciudad del Plata hubo un planteo de creación por transformación de un juzgado letrado. Tenemos la 
misma situación: los números no dan. Ya hemos señalado en esta Comisión que, en general, debe existir un 
carga de trabajo anual superior a los mil expedientes para pensar en la posibilidad de crear un segundo 
juzgado letrado donde no haya o de transformar un juzgado de paz departamental en un juzgado letrado. 
Tampoco dan los números en Ciudad de la Costa, ni de cerca, para la creación de un juzgado letrado. Ante 
esta inquietud, solemos dar allí la misma respuesta: si los números en algún momento lo ameritan, crearemos 
un juzgado letrado; si no, no lo haremos. Realmente, aquí hay criterios muy objetivos de cantidad de trabajo 
y en Ciudad del Plata no justifican. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Me gustaría saber cómo debería quedar redactado el artículo 7" para estar 
correctamente formulado. Creí entender que el escalafón N no existe más; entonces, si se fuera a aprobar, 
deberíamos tener una redacción correcta. Quizás este no sea el momento y nos puedan sugerir un cambio por 
escrito. 


SEÑOR CHEDIAK (Jorge).- Voy a volver a la precisión conceptual que los señores diputados conocen 
porque también manejan nuestro presupuesto. 


Si se refiere a escalafón jurisdiccional de magistrado es el escalafón 1 -no es escalafón N- y, por supuesto, 
refiere exclusivamente a funciones técnicas en la Suprema Corte de Justicia, no en el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, que está aparte. Ahora bien, ese artículo parece referir a los secretarios letrados, 
porque nosotros también tenemos secretarios no técnicos. Si refiere a los secretarios letrados, reiteramos que 
cumplimos con el requisito de que recaigan en profesionales, abogados, y no solo eso, sino que tengan las 
mayores condiciones técnicas y personales que podamos conseguir, porque es absolutamente lógico que 


todos nos rodeemos de los mejores asesores que podamos a los efectos del mejor cumplimiento de las 
funciones; es casi una práctica de supervivencia personal. Uno tiene que estar rodeado de los mejores 
profesionales que conozca. 


Ratifico, en el caso del Poder Judicial, poniendo escalafón I en lugar de escalafón N, se estaría subsanando el 
tema. En el caso del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, ignoro cuál es la designación. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Queda claro, entonces, que esta disposición no determina nada que, de hecho, no 
acontezca y que la Suprema Corte de Justicia, por lo tanto, no tenga tradición en cuanto a haberlo definido 
como criterio inalterable a través del tiempo. 


SEÑOR CHEDIAK (Jorge).- Es exactamente así, señor diputado Abdala. No conocía más que la referencia 
a la norma, pero más allá de que el escalafón "N" no existe, nuestro secretario letrado de la Corte, nuestro 
prosecretario letrado, nuestros asistentes técnicos letrados, reitero, no son solo abogados sino que, desde el 
punto de cada uno de los ministros, son los mejores que hemos podido encontrar, son excepcionalmente 
buenos. Uno elige para su entorno a los mejores abogados que conozca y, por supuesto, reiteramos que 
normalmente son egresados del Centro de Estudios Judiciales, en el caso de mis asistentes, los que 
ranquearon, en su momento, más arriba en todas sus generaciones; ya alguno que era juez se ha reintegrado a 
la carrera judicial. O sea que las mejores condiciones morales y técnicas es lo que tenemos en cuenta y, por 
supuesto, estamos absolutamente de acuerdo con que eso sea así. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Quiero hacer una referencia porque estos artículos no vienen de casualidad; 
alguien los pone. 


Aquí lo que se hace es una referencia al artículo 41 de la Ley N* 15.809, que da una definición del escalafón 
"N". Dice: " El escalafón "N" Judicial, comprende los cargos correspondientes al ejercicio de la función 
jurisdiccional, los de Secretarios de la Suprema Corte de Justicia y del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, así como todos los cargos y funciones legalmente equiparados a los mismos". Hablamos de 
una ley de 1986. 


Lo que hace el artículo 7” es reproducir todo eso como si existiera, para agregar que deberán recaer en 
profesionales con título habilitante y fundarse en la probada capacidad técnica e idoneidad moral de quienes 
desempeñarán el cargo. 


No voto nada que se coloque desde la moral, porque ¿quién define quién tiene idoneidad moral? No es un 
criterio objetivo típico de la norma para poder designar; lo del título habilitante, sí. Pero parece ser que está 
tratando de corregir una situación, sobre la que nosotros consultamos a quien trajo esto -que fue, 
precisamente, el mismo funcionario con el que tuvimos algunos problemas respecto del famoso artículo 9*- y 
no nos supo fundamentar el porqué. Por suerte, el diputado Abdala se acordó de referirlo para hablarlo con el 
Poder Judicial. 


Es así que, en estas condiciones y dado el desconocimiento, aplicaremos una máxima que tenemos que es: 
ante el desconocimiento, se vota en contra. 


Gracias. 

SEÑOR CHEDIAK (Jorge).- Solo quiero ratificar a los señores legisladores que nosotros no tenemos nada 
que ver con ese artículo y, si se me permite el lenguaje coloquial, no tenemos la menor idea de por qué 
apareció esta referencia a cargo de los integrantes del Poder Judicial. Así que nuestra ignorancia también es 
absoluta. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la comparecencia de las autoridades del Poder Judicial. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 20 y 4) 
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